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El presente cuadernillo de jurisprudencia es el cuarto número de una serie de publicaciones que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) realiza con el objeto de dar a conocer su jurisprudencia en 
diversos temas de relevancia a interés regional. Este cuarto número está dedicado a abordar la temática de género 
en la jurisprudencia de la Corte y, particularmente, la situación de las mujeres y su tratamiento en la jurisprudencia 
interamericana.

Para abordar este tema, se han extractado los párrafos más relevantes de los casos contenciosos, medidas 
provisionales y opiniones consultivas en que la Corte ha tratado esta temática, con especial énfasis en sus 
pronunciamientos en torno al contenido y alcance de los derechos, las obligaciones del Estado, y restricciones a los 
derechos. En una primera parte de este cuadernillo, se exponen las resoluciones donde la Corte IDH ha abordado 
aspectos generales relacionados con las mujeres, a saber, los roles asignados a éstas y los estereotipos que tienen cabida 
en la sociedad, la situación de discriminación estructural que viven, la violencia de género y sexual, la concepción 
del cuerpo y la maternidad, y la particular afectación que sufren las mujeres indígenas y desplazadas. Una segunda 
parte de este cuadernillo, desarrolla de manera particular, la manera en que la Corte Interamericana ha abordado la 
violación de derechos específicos de la Convención Americana, tales como la vida (artículo 4), la integridad personal 
(artículo 5), la vida privada (artículo 11) y el acceso a la justicia (artículos 8 y 25). Finalmente, se da cuenta de algunas 
medidas de reparación que ha dispuesto la Corte IDH en estos casos, desde una perspectiva de género.

Se han seleccionado los principales párrafos que ilustran la opinión de la Corte relativa a los temas en que se ha 
dividido este cuadernillo. Los títulos buscan facilitar la lectura y no necesariamente corresponde a los usados en las 
sentencias u opiniones consultivas. Sólo se han dejado en el texto algunas notas a pie de página cuando la Corte hace 
una cita textual.

Este cuadernillo se irá actualizando periódicamente en la medida que la Corte Interamericana vaya emitiendo 
pronunciamientos sobre la materia. Las actualizaciones serán comunicadas a través de la página web de la Corte, 
twitter y Facebook.

La Corte agradece al Dr. Claudio Nash, por su colaboración como editor de esta Serie de Cuadernillos de 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Esperamos que este cuarto Cuadernillo de Jurisprudencia sirva a la difusión de la jurisprudencia de la Corte 
en toda la región.

Humberto A. Sierra Porto
Presidente
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1.	 ASPECTOS GENERALES

Al momento de analizar los casos en que hay víctimas mujeres, la Corte ha realizado algunas reflexiones 
generales que sirven de marco para la interpretación de los derechos violados. Algunos de los temas que ha tratado son: 
consideraciones sobre la situación de discriminación en que viven las mujeres y particularmente, en aquellas mujeres 
en situación de desplazamiento; los elementos culturales que están en la base de una discriminación estructural de 
derechos humanos, basada en consideraciones de género; los roles que les son asignados a las mujeres sobre la base de 
estereotipos; las particularidades de la violencia de género y violencia sexual que sufren las mujeres; la relación entre 
el cuerpo de las mujeres y la maternidad; las medidas que deben adoptar los Estados para superar esta situación de 
discriminación estructural; finalmente, algunas reflexiones sobre las particularidades de las mujeres indígenas.

1.1. 	Situación de discriminación en que viven las mujeres basada en consideraciones de género 

Opinión Consultiva OC- 4/84. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada 
con la naturalización, solicitada por el Gobierno de Costa Rica. Resolución de 19 de Enero de 19841.

52. 	 (…) Por su lado, el párrafo 4 del mismo artículo dispone ciertas condiciones especiales de naturalización para 
“la mujer extranjera” que case con costarricense. Aun cuando, si bien con diferente entidad y sentido, esas 
distinciones están también presentes en el vigente artículo 14 de la Constitución, es necesario preguntarse si las 
mismas no constituyen hipótesis de discriminación, incompatibles con los textos pertinentes de la Convención. 

64. 	 El cuarto párrafo del artículo 14 del proyecto otorga ciertas consideraciones especiales para la obtención de 
la nacionalidad a “la mujer extranjera que case con costarricense”. En este aspecto, se mantiene la fórmula 
de la Constitución vigente, que establece la incidencia del matrimonio como determinante en el cambio 
de la nacionalidad solamente de la mujer y no del varón. Este criterio o sistema se ha basado en el llamado 
principio de la unidad familiar, que descansa en dos postulados: por una parte, la conveniencia de que todos 
los miembros de la familia ostenten la misma nacionalidad y, por la otra, la “potestas” paterna en relación 
con los hijos menores, por depender éstos normalmente del padre e inclusive la potestad marital que otorga 
facultades privilegiadas al marido, por ejemplo en lo referente a la autoridad para fijar el domicilio conyugal o 
para administrar los bienes comunes. De este modo, el privilegio femenino para la obtención de la nacionalidad 
se presenta como una consecuencia de la desigualdad conyugal. 

65. 	 En el primer tercio del presente siglo se inicia un movimiento contra estos principios tradicionales, tanto por 
el reconocimiento de la capacidad decisiva de la mujer, como por la difusión de la igualdad de los sexos dentro 
del concepto de la no discriminación por razón del mismo. Esta evolución, que se puede comprobar con un 
análisis de derecho comparado, encuentra su impulso determinante desde el plano internacional. En el ámbito 
americano, el 26 de diciembre de 1933, se celebró el Convenio de Montevideo sobre la Nacionalidad de la Mujer, 
que en su artículo 1 estableció: “No se hará distinción alguna, basada en el sexo, en materia de nacionalidad, 
ni en la legislación ni en la práctica”2. También el Convenio sobre Nacionalidad suscrito en la misma fecha, en 
Montevideo igualmente, determinó en su artículo 6: “Ni el matrimonio ni su disolución afectan a la nacionalidad 
de los cónyuges o de sus hijos”3. Por su parte, la Declaración Americana en su artículo II estableció: “Todas las 
personas son iguales ante la Ley y tienen los deberes y derechos consagrados en esta Declaración sin distinción 
de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”. Estos mismos principios han sido incorporados en el artículo 1.3 
de la Carta de las Naciones Unidas y en el artículo 3.j) de la Carta de la OEA. 

1	 La Secretaría Ejecutiva de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa informó el 28 de junio de 1983, que la Comisión 
Especial para estudiar reformas a los artículos 14 y 15 de la Constitución Política de Costa Rica, había acordado consultar a la Corte sobre el proyecto de 
modificación a la Constitución. La consulta realizada por el gobierno es sobre los artículos que determinan quiénes son costarricenses por naturalización, 
textos que deben ser comparados con el art. 17, 20 y 24 de la CADH. Se buscaba responder si existía alguna incompatibilidad entre las normas señaladas 
anteriormente, si se afectaba el derecho de toda persona a tener una nacionalidad y la igualdad de los cónyuges. 

2	 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo, 3-26 diciembre 1933. En Conferencias Internacionales Americanas, 1889-1936. Washington, 
Dotación Carnegie para la Paz Internacional, 1938, pág. 452

3	 Séptima Conferencia Internacional Americana. Dotación Carnegie para la Paz Internacional, 1938, pág. 454
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66.	 En esa tendencia se inscribe lo dispuesto en el artículo 17.4 de la Convención, según el cual 

Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la 
adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones 
que aseguren la protección necesaria a los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia  
de ellos.

	 Concordando esta disposición con la norma general que establece la igualdad ante la ley, según el artículo 24, 
y la prohibición de toda discriminación en razón de sexo prevista en el artículo 1.1, puede establecerse que este 
artículo 17.4 es la aplicación concreta de tales principios generales al matrimonio. 

67. 	 En consecuencia, la Corte interpreta que no se justifica y debe ser considerada como discriminatoria la 
diferencia que se hace entre los cónyuges en el párrafo 4 del artículo 14 del proyecto para la obtención de la 
nacionalidad costarricense en condiciones especiales por razón del matrimonio. En este aspecto, sin perjuicio 
de otras observaciones que se hicieron al texto de la resolución propuesta por los diputados dictaminadores 
[…], ésta expresa el principio de igualdad conyugal y, en consecuencia, se adecúa mejor a la Convención. Según 
ese proyecto tales condiciones serían aplicables no sólo a “la mujer extranjera” sino a toda “persona extranjera” 
que case con costarricense.

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
20064.

303.	 Con respecto al tratamiento que deben recibir las mujeres detenidas o arrestadas, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que “no deben sufrir discriminación, y deben ser 
protegidas de todas las formas de violencia o explotación”. Asimismo, ha indicado que las detenidas deben ser 
supervisadas y revisadas por oficiales femeninas y las mujeres embarazadas y en lactancia deben ser proveídas 
con condiciones especiales durante su detención. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer ha señalado que dicha discriminación incluye la violencia basada en el sexo, “es decir, la violencia 
dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que 
infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y 
otras formas de privación de la libertad”5.

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 20096.

132.	 La Corte toma nota de que a pesar de la negación del Estado en cuanto a la existencia de algún tipo de patrón en 
los motivos de los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, éste señaló ante el CEDAW que “están influenciados 
por una cultura de discriminación contra la mujer basada en una concepción errónea de su inferioridad”. 
También cabe destacar lo señalado por México en su Informe de Respuesta al CEDAW, en relación a las acciones 
concretas realizadas para mejorar la situación de subordinación de la mujer en México y en Ciudad Juárez:

debe reconocerse que una cultura fuertemente arraigada en estereotipos, cuya piedra angular es 
el supuesto de la inferioridad de las mujeres, no se cambia de la noche a la mañana. El cambio de 
patrones culturales es una tarea difícil para cualquier gobierno. Más aún cuando los problemas 
emergentes de la sociedad moderna: alcoholismo, drogadicción, tráfico de drogas, pandillerismo, 
turismo sexual, etc., contribuyen a agudizar la discriminación que sufren varios sectores de las 
sociedades, en particular aquellos que ya se encontraban en una situación de desventaja, como es 
el caso de las mujeres, los y las niñas, los y las indígenas.

4	 Los hechos del presente caso se desarrollan en marco del conflicto armado en el Perú. Entre el 6 y 9 de mayo de 1992 el Estado peruano ejecutó un 
operativo denominado “Mudanza 1”, cuya presunta finalidad era el traslado de aproximadamente 90 mujeres recluidas en el centro penal “Miguel 
Castro Castro”, a centros penitenciarios femeninos. La operación generó la muerte de decenas de internos, así como de muchos heridos. Los internos 
sobrevivientes fueron objeto de golpes y agresiones. Muchos de los heridos fueron mantenidos sin atención médica por varios días y los heridos que 
fueron trasladados al hospital no recibieron los medicamentos ni la atención médica que requerían.

5	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11º período de sesiones. Recomendación general 19 “La violencia contra 
la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 6.

6	 Los hechos del presente caso sucedieron en ciudad Juárez, lugar donde se desarrollan diveras formas de delincuencia organizada. Asimismo desde 1993 
existe un aumento de homicidios de mujeres influenciado por una cultura de discriminación contra la mujer. 

	 Laura Berenice Ramos, estudiante de 17 años de edad, desapareció el 22 de setiembre de 2001. Claudia Ivette Gonzáles, trabajadora en una empresa 
maquilladora de 20 años de edad, desapareció el 10 de octubre de 2001. Esmeralda Herrera Monreal, empleada doméstica de 15 años de edad desapareció 
el lunes 29 de octubre de 2001. Sus familiares presentaron las denuncias de desaparición. No obstante, no se iniciaron mayores investigaciones. Las 
autoridades se limitaron a elaborar los registros de desaparición, los carteles de búsqueda, la toma de declaraciones y el envío del oficio a la Policía 
Judicial. 

	 El 6 de noviembre de 2001 se encontraron los cuerpos de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, 
quienes presentaban signos de violencia sexual. Se concluyó que las tres mujeres estuvieron privadas de su libertad antes de su muerte. A pesar de los 
recursos interpuestos por sus familiares, no se investigó ni se sancionó a los responsables. 

5

GÉNERO



133.	 Distintos informes coinciden en que aunque los motivos y los perpetradores de los homicidios en Ciudad 
Juárez son diversos, muchos casos tratan de violencia de género que ocurre en un contexto de discriminación 
sistemática contra la mujer7. Según Amnistía Internacional, las características compartidas por muchos de los 
casos demuestran que el género de la víctima parece haber sido un factor significativo del crimen, influyendo 
tanto en el motivo y el contexto del crimen como en la forma de la violencia a la que fue sometida. El Informe 
de la Relatoría de la CIDH señala que la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez “tiene sus raíces en 
conceptos referentes a la inferioridad y subordinación de las mujeres”8. A su vez, el CEDAW resalta que la 
violencia de género, incluyendo los asesinatos, secuestros, desapariciones y las situaciones de violencia 
doméstica e intrafamiliar “no se trata de casos aislados, esporádicos o episódicos de violencia, sino de una 
situación estructural y de un fenómeno social y cultural enraizado en las costumbres y mentalidades” y que estas 
situaciones de violencia están fundadas “en una cultura de violencia y discriminación basada en el género”9.

134.	 Por su parte, la Relatora sobre la Violencia contra la Mujer de la ONU explica que la violencia contra la mujer 
en México sólo puede entenderse en el contexto de “una desigualdad de género arraigada en la sociedad”. La 
Relatora se refirió a “fuerzas de cambio que ponen en entredicho las bases mismas del machismo”, entre las que 
incluyó la incorporación de las mujeres a la fuerza de trabajo, lo cual proporciona independencia económica y 
ofrece nuevas oportunidades de formarse.

Estos factores, aunque a la larga permitan a las mujeres superar la discriminación estructural, 
pueden exacerbar la violencia y el sufrimiento a corto plazo. La incapacidad de los hombres para 
desempeñar su papel tradicionalmente machista de proveedores de sustento conduce al abandono 
familiar, la inestabilidad en las relaciones o al alcoholismo, lo que a su vez hace más probable que 
se recurra a la violencia. Incluso los casos de violación y asesinato pueden interpretarse como 
intentos desesperados por aferrarse a normas discriminatorias que se ven superadas por las 
cambiantes condiciones socioeconómicas y el avance de los derechos humanos.

397. 	 En el caso del Penal Castro Castro Vs. Perú, la Corte señaló que las mujeres detenidas o arrestadas “no deben 
sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de violencia o explotación”, que “deben ser 
supervisadas y revisadas por oficiales femeninas”, que las mujeres embarazadas y en lactancia “deben ser proveídas 
con condiciones especiales”. Dicha discriminación incluye “la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer 
o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que infligen daños o sufrimientos de índole 
física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad”10. 

400. 	 De otro lado, al momento de investigar dicha violencia, ha quedado establecido que algunas autoridades 
mencionaron que las víctimas eran “voladas” o que “se fueron con el novio”, lo cual, sumado a la inacción estatal 
en el comienzo de la investigación, permite concluir que esta indiferencia, por sus consecuencias respecto a la 
impunidad del caso, reproduce la violencia que se pretende atacar, sin perjuicio de que constituye en sí misma 
una discriminación en el acceso a la justicia. La impunidad de los delitos cometidos envía el mensaje de que 
la violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, 
el sentimiento y la sensación de inseguridad en las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas 
en el sistema de administración de justicia. Al respecto, el Tribunal resalta lo precisado por la Comisión 
Interamericana en su informe temático sobre “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia” en el 
sentido de que 

[l]a influencia de patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resultado una 
descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en casos de violencia y 
una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, ya sea por su forma de vestir, por 
su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el agresor, lo cual se traduce 
en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos violentos. Esta 
influencia también puede afectar en forma negativa la investigación de los casos y la valoración de 
la prueba subsiguiente, que puede verse marcada por nociones estereotipadas sobre cuál debe ser 
el comportamiento de las mujeres en sus relaciones interpersonales11.

7	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, […], folio 1735; Informe de México producido por el CEDAW, […], folio 1922; 
Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, […], folios 2001 a 2002, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, […], folios 
2259 y 2269.

8	 CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, […], folio 1766 (citando carta del Secretario de Gobierno de Chihuahua a la Relatora 
Especial de 11 de febrero de 2002).

9	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, […], folios 1937 y 1949.
10	 Cfr. Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 303.
11	 CIDH, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 68, 20 enero 2007 (expediente de anexos a la 

demanda, tomo VII, anexo 2, folio 1822).
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1.2. 	Cultura de discriminación respecto de las mujeres

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

164. 	 De todo lo expuesto anteriormente, la Corte concluye que desde 1993 existe en Ciudad Juárez un aumento 
de homicidios de mujeres, habiendo por lo menos 264 víctimas hasta el año 2001 y 379 hasta el 2005. Sin 
embargo, más allá de las cifras, sobre las cuales la Corte observa no existe firmeza, es preocupante el hecho de 
que algunos de estos crímenes parecen presentar altos grados de violencia, incluyendo sexual, y que en general 
han sido influenciados, tal como lo acepta el Estado, por una cultura de discriminación contra la mujer, la cual, 
según diversas fuentes probatorias, ha incidido tanto en los motivos como en la modalidad de los crímenes, así 
como en la respuesta de las autoridades frente a éstos. En este sentido, cabe destacar las respuestas ineficientes 
y las actitudes indiferentes documentadas en cuanto a la investigación de dichos crímenes, que parecen haber 
permitido que se haya perpetuado la violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. La Corte constata que hasta 
el año 2005 la mayoría de los crímenes seguían sin ser esclarecidos, siendo los homicidios que presentan 
características de violencia sexual los que presentan mayores niveles de impunidad.

394. 	 Desde una perspectiva general la CEDAW define la discriminación contra la mujer como “toda distinción, 
exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. En el ámbito interamericano, la Convención Belém 
do Pará señala que la violencia contra la mujer es “una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres” y reconoce que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia 
incluye el derecho a ser libre de toda forma de discriminación. 

395. 	 El CEDAW ha declarado que la definición de la discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada 
en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] que la afecta en forma 
desproporcionada”. El CEDAW también ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de 
discriminación que impide gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”12. 

396. 	 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos declaró en el caso Opuz vs. Turquía que “la falla del Estado de 
proteger a las mujeres contra la violencia doméstica viola el derecho de ellas a igual protección de la ley y 
esta falla no necesita ser intencional”. La Corte Europea consideró que aunque la pasividad judicial general y 
discriminatoria en Turquía no era intencional, el hecho de que afectaba principalmente a las mujeres permitía 
concluir que la violencia sufrida por la peticionaria y su madre podía considerarse violencia basada en género, 
lo cual es una forma de discriminación en contra de las mujeres. Para llegar a esta conclusión, el Tribunal 
aplicó el principio según el cual una vez que se demuestra que la aplicación de una regla lleva a un impacto 
diferenciado entre mujeres y hombres, el Estado debe probar que se debe a factores objetivos no relacionados 
con la discriminación. La Corte Europea constató que en el lugar en que vivía la peticionaria se presentaba 
el número más alto de víctimas de violencia doméstica, que las víctimas eran todas mujeres, que la mayoría 
de las víctimas eran del mismo origen y, además, que las mujeres víctimas enfrentaban problemas cuando 
denunciaban la violencia, como el hecho que los policías no investigaban los hechos sino que asumían que 
dicha violencia era un “tema familiar”13. 

398. 	 En el presente caso, el Tribunal constata que el Estado señaló ante el CEDAW que la “cultura de discriminación” 
de la mujer “contribuyó a que [los] homicidios [de mujeres en Ciudad Juárez] no fueran percibidos en sus inicios 
como un problema de magnitud importante para el cual se requerían acciones inmediatas y contundentes por 
parte de las autoridades competentes”. Además, el Estado también señaló que esta cultura de discriminación 
contra la mujer estaba basada “en una concepción errónea de su inferioridad” […]. 

399. 	 La Corte considera que estas declaraciones remitidas como prueba por el Estado, son coincidentes con su 
reconocimiento de responsabilidad en el sentido de que en Ciudad Juárez existe una “cultura de discriminación” 
que influenció en los homicidios de las mujeres en Ciudad Juárez. Asimismo, la Corte observa que como ya fue 
establecido […], diferentes informes internacionales hicieron la conexión entre la violencia contra la mujer y la 
discriminación contra la mujer en Ciudad Juárez.

12	 Cfr. CEDAW, Recomendación general 19: La Violencia contra la Mujer, párrs. 1 y 6. 
13	 ECHR, Case of Opuz v. Turkey, Judgment of 9 June 2009, paras. 180, 191 y 200

7

GÉNERO



401.	 En similar forma, el Tribunal considera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos 
o características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. 
Teniendo en cuenta las manifestaciones efectuadas por el Estado […], es posible asociar la subordinación de 
la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y socialmente persistentes, 
condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y 
prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió 
en el presente caso. La creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la 
violencia de género en contra de la mujer.

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 201014.

118. 	 Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la violencia contra la mujer no 
sólo constituye una violación de los derechos humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende 
todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, 
nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”15. En el mismo sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 201016, párr. 108.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 201417.

65. 	 Como lo ha hecho anteriormente, la Corte recuerda que, en el ejercicio de su jurisdicción contenciosa, “ha 
conocido de diversos contextos históricos, sociales y políticos que permitieron situar los hechos alegados como 

14	 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el estado de Guerrero. La señora Fernández Ortega es una 
mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me’phaa, residente en Barranca Tecoani, estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía casi 
25 años, estaba casada con el señor Prisciliano Sierra, con quien tenía cuatro hijos. 

	 El 22 de marzo de 2002, la señora Fernández Ortega se encontraba en su casa en compañía de sus cuatro hijos, cuando un grupo de aproximadamente 
once militares, vestidos con uniformes y portando armas, ingresaron a su casa. Uno de ellos la tomó de las manos y, apuntándole con el arma, le dijo 
que se tirara al suelo. Una vez en el suelo, otro militar con una mano tomó sus manos y la violó sexualmente mientras otros dos militares miraban. Se 
interpusieron una serie de recursos a fin de investigar y sancionar a los responsables de los hechos. No obstante, éstos no tuvieron éxito. 

15	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Preámbulo. 
16	 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el Estado de Guerrero, dirigida a reprimir actividades 

ilegales como la delincuencia organizada. En el estado de Guerrero un importante porcentaje de la población pertenece a comunidades indígenas, 
quienes conservan sus tradiciones e identidad cultural y residen en los municipios de gran marginación y pobreza. 

	 Valentina Rosendo Cantú es una mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me´phaa, en el Estado de Guerrero. Al momento de los hechos 
tenía 17 años, estaba casada con el señor Fidel Bernardino Sierra, y tenía una hija. El 16 de febrero de 2002, Valentina Rosendo Cantú se encontraba en 
un arroyo cercano a su domicilio. Cuando se disponía a bañarse, ocho militares, acompañados de un civil que llevaban detenido, se acercaron a ella y la 
rodearon. Dos de ellos la interrogaron sobre “los encapuchados”, le mostraron una foto de una persona y una lista con nombres, mientras uno de ellos le 
apuntaba con su arma. Ella les indicó que no conocía a la gente sobre la cual la interrogaban. El militar que la apuntaba la golpeó en el estómago con el 
arma, haciéndola caer al suelo. Luego uno de los militares la tomó del cabello mientras insistió sobre la información requerida. Finalmente le rasguñaron 
la cara, le quitaron la falda y la ropa interior y la tiraron al suelo, y uno de ellos la penetró sexualmente, al término de lo cual el otro que también la 
interrogaba procedió a hacer lo mismo. 

	 Tanto Valentina Rosendo Cantú como su esposo presentaron una serie de recursos a fin de denunciar los hechos y solicitar que se realicen las 
investigaciones necesarias para identificar y sancionar a los responsables. La investigación fue remitida a la jurisdicción penal militar, la cual decidió 
archivar el caso. 

17	 El 17 de diciembre de 2001, a las 16:00 horas, Rosa Elvira Franco Sandoval denunció ante la Policía Nacional Civil la desaparición de su hija, quien había 
salido de su casa hacia su trabajo a las 8:00 horas del día anterior y no había regresado. María Isabel tenía en ese momento 15 años de edad, y vivía con 
su madre, sus dos hermanos y abuelos. No se acreditó ante la Corte IDH que luego de la denuncia, dependencias o funcionarios realizaran acciones de 
búsqueda de la niña. El 18 de diciembre de 2001, a partir de una llamada anónima, se encontró un cadáver. El mismo día, la señora Franco Sandoval, 
luego de ver por televisión noticias sobre lo anterior, acudió a la morgue e identificó el cuerpo, indicando que era el de su hija María Isabel. Luego se 
estableció que la causa de la muerte había sido un “[t]rauma de cráneo […] producid[o por] arma blanca”. De acuerdo con la información allegada a 
la Corte IDH, la investigación de los hechos, iniciada a partir del hallazgo del cuerpo, no había concluido y no derivó en la identificación de posibles 
responsables. El Estado reconoció que un conflicto de competencia sustanciado entre el 11 de marzo y el 21 de noviembre de 2002 generó un atraso en la 
investigación. También aceptó, como falta de diligencia, la omisión de aplicación de una media cautelar en relación a una persona sospechosa, pese a la 
sugerencia de los investigadores efectuada el 20 de febrero de 2002. Cuando se pretendió ubicar de nuevo el paradero de esa persona, cuatro años después, 
no fue posible hacerlo. Además, en los primeros momentos de la investigación se presentaron diversas irregularidades, a saber: a) falta de aseguramiento 
del lugar del hallazgo del cadáver; b) falta de rigurosidad en la inspección ocular; c) deficiencias en la elaboración del acta de levantamiento del cadáver; 
d) traslado inadecuado del cadáver; e) recolección inadecuada de las evidencias y su manejo indebido; f) omisión de aseguramiento de la cadena de 
custodia de las evidencias, y g) necropsia incompleta. El Estado aceptó que “no se hicieron, o no se hicieron correctamente [… ciertos exámenes] y la 
propia necropsia”. Asimismo, luego de tales momentos iniciales, el “allanamiento” a un inmueble en la dirección suministrada por el informante anónimo 
el 18 de diciembre de 2001 se realizó después de más de un año y medio de esa fecha, y el análisis de las llamadas telefónicas correspondientes al teléfono 
celular que tenía María Isabel fue considerado después más de tres años de contar con la información. El Tribunal constató además que, durante todo 
el tiempo que lleva la investigación, hubo períodos prolongados en que se omitió la realización de diligencias sustantivas de investigación. Aunado a lo 
expuesto, las autoridades omitieron recabar pruebas pertinentes para determinar la violencia sexual, o las realizaron tardíamente. Al respecto, tal como 
reconoció el Estado, en el momento de los hechos, no había legislación ni procedimientos específicos para investigar casos de violencia contra la mujer. 
En algunos informes de la investigación, se hizo referencia explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida social y nocturna, a sus creencias 
religiosas, así como a la falta de preocupación o vigilancia por parte de su familia. Los hechos del caso sucedieron en un contexto de aumento de la 
violencia homicida contra las mujeres en Guatemala, en el que la existencia de homicidios por razones de género no era excepcional. Para diciembre de 
2001, así como en los años siguientes, Guatemala presentaba un alto índice de impunidad general, en cuyo marco la mayoría de los actos violentos que 
conllevaban la muerte de mujeres quedaban impunes.
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violatorios de [derechos humanos] en el marco de las circunstancias específicas en que ocurrieron”18. Además, 
en algunos casos el contexto posibilitó la caracterización de los hechos como parte de un patrón sistemático 
de violaciones a los derechos humanos y/o se tomó en cuenta para la determinación de la responsabilidad 
internacional del Estado. De ese modo, en relación con el aducido incumplimiento del Estado en cuanto a 
la prevención de lo sucedido a María Isabel Veliz Franco […], la consideración de información contextual 
coadyuvará (junto con elementos fácticos propios del caso) a la precisión sobre el grado en que era exigible al 
Estado considerar la existencia de un riesgo para la niña, y actuar en consecuencia. Asimismo, en el aspecto 
indicado, como también en relación con la actuación estatal en la investigación de los hechos, permitirá una 
mejor comprensión de las aducidas violaciones, como de la procedencia de ciertas medidas de reparación.

67. 	 Con base en lo anterior, la Corte se referirá seguidamente a aspectos relativos a la prueba del contexto y, 
posteriormente, a la situación en Guatemala relativa a homicidios por razón de género, actos violentos contra 
mujeres e impunidad en la investigación, y la eventual sanción de los mismos. Sin embargo, previamente a 
abordar estas materias hará alusión a la invisibilidad de la violencia contra la mujer en el caso de Guatemala, 
pues esta situación, por una parte, permite entender la ausencia de datos estadísticos oficiales respecto de los 
delitos por razón de género, pero además constituye un elemento del contexto de la violencia homicida que 
afecta de manera específica a las víctimas mujeres.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 201419.

221.	 Desde una perspectiva general, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (en adelante, “la CEDAW”, por sus siglas en inglés) define la discriminación contra la mujer como “toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”20. En este sentido, el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas (en adelante, “el Comité de la CEDAW”) ha 
declarado que la definición de la discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada en el sexo, es decir, 
la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] que la afecta en forma desproporcionada”. También 

18	 Cfr. Caso J. vs. Perú, párr. 53.
19	 En el marco del conflicto entre grupos armados y agentes de las fuerzas policiales y militares que se vivió en el Perú entre 1980 y 2000, la tortura y otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes constituyeron una práctica sistemática y generalizada y se utilizaron como instrumento de la lucha 
contrasubversiva en el marco de investigaciones criminales por los delitos de traición a la patria y terrorismo. En particular, se produjeron numerosos 
actos que configuraron una práctica generalizada y aberrante de violación sexual y otras formas de violencia sexual que afectó principalmente a las 
mujeres y se enmarcó en un contexto más amplio de discriminación contra la mujer. Dichas prácticas fueron facilitadas por el permanente recurso a los 
estados de emergencia y la legislación antiterrorista vigente para la fecha, la cual se caracterizó por la ausencia de garantías mínimas para los detenidos, 
además de disponer, entre otros, la potestad de incomunicar a los detenidos y el aislamiento celular.

	 En el marco de dicho contexto, el 17 de abril de 1993 Gladys Carol Espinoza Gonzáles fue interceptada junto con su pareja sentimental Rafael Salgado 
en Lima por agentes de la División de Investigación de Secuestros (DIVISE) de la Policía Nacional del Perú (PNP), quienes habían montado el operativo 
denominado “Oriente”, a fin de dar con los autores del secuestro de un empresario. Ambos fueron trasladados a las instalaciones de la DIVISE y, al día 
siguiente, Gladys Espinoza fue trasladada a instalaciones de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE). En dichas instalaciones, a la madre 
de Gladys Espinoza, Teodora Gonzáles le negaron que aquella estuviera detenida y no le permitieron verla sino hasta aproximadamente tres semanas 
después. El 26 de abril de 1993 Teodora Gonzáles presentó un escrito ante la 14a Fiscalía Especial de Terrorismo, mediante el cual solicitó la intervención 
de un médico legista para verificar la vida y estado de salud de su hija. Dos días después, el entonces Coordinador General de la Asociación Pro Derechos 
Humanos (APRODEH) denunció ante la Fiscalía Especial de Defensoría del Pueblo y Derechos Humanos, y ante la Fiscalía de la Nación, Ministerio 
Público, que Gladys Espinoza había sido sometida a abuso sexual y maltratos físicos, entre otros, los cuales tendrían una secuencia desde el día de la 
detención. Durante su permanencia en la DINCOTE Gladys Espinoza fue objeto de atención y tratamiento médico. Al respecto, se emitieron al menos 
cinco exámenes, informes y certificados médicos, en los cuales se certificó la presencia de lesiones y hematomas en diversas partes del cuerpo.

	 El 25 de junio de 1993 el Juez Instructor Militar Especial condenó a Gladys Espinoza como autora del delito de traición a la patria. El 17 de febrero de 
2003 la Sala Penal Superior de la Corte Suprema declaró nulo todo lo actuado en el proceso penal seguido ante el Fuero Militar por delito de traición 
a la patria. El 1 de marzo de 2004 la Sala Nacional de Terrorismo dictó Sentencia, mediante la cual condenó a Gladys Espinoza por el delito contra la 
Tranquilidad Pública – Terrorismo. El 24 de noviembre de 2004 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia impuso a Gladys Espinoza la 
pena privativa de libertad de 25 años a vencer el 17 de abril de 2018. Gladys Espinoza ha permanecido en diversos establecimientos penitenciarios en el 
Perú y actualmente continúa recluida. Entre 1996 y 2001 permaneció en el Establecimiento Penal de Yanamayo.

	 En el marco de los referidos procesos penales y en diversas oportunidades, Gladys Espinoza relató, ante autoridades del Perú, que fue víctima de actos 
de violencia durante su detención, así como de actos de tortura, violación y otras formas de violencia sexual durante el tiempo en que permaneció en las 
instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE. A su vez, en el año 2004 se realizó a Gladys Espinoza un “Protocolo de Reconocimiento Médico Legal para la 
Detección de Lesiones Resultantes de Tortura en Personas Vivas”.

	 A pesar de las numerosas denuncias formuladas desde 1993 en adelante, y de los informes médicos que constataban su estado de salud, no hubo 
investigación alguna sobre los alegados actos de violencia, y en particular de violencia sexual, perpetrados en contra de Gladys Espinoza. Fue recién el 8 
de junio de 2011 cuando la Comisión Interamericana notificó al Perú el Informe de Admisibilidad y Fondo No. 67/11 correspondiente al presente caso, 
que se puso en marcha el procedimiento que llevó a la investigación a cargo de la Tercera Fiscalía Penal Supra provincial de Lima, la cual dio inició el 16 
de abril de 2012. Una vez realizadas las diligencias investigativas correspondientes en el marco de las cuales el Instituto de Medicina Legal elaboró el 7 de 
enero de 2014 un “Protocolo de Investigación de Tortura o Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes” respecto de Gladys Espinoza, el 30 de abril de 2014 
el Fiscal formalizó la denuncia penal ante el Juzgado Penal Nacional de Turno de Lima, y el 20 de mayo de 2014, el Primer Juzgado Penal Nacional emitió 
auto de procesamiento, mediante el cual promovió la acción penal en contra de varias personas por los delitos de secuestro, violación sexual y tortura.

20	 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979, Artículo 1.
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ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide gravemente que 
goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”21.

222.	 En el ámbito interamericano, la Convención Belém do Pará, en su preámbulo, señala que la violencia contra la 
mujer es “una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” y 
reconoce que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda forma 
de discriminación. Asimismo, la Corte ha señalado que, una vez que se demuestra que la aplicación de una 
regla lleva a un impacto diferenciado entre mujeres y hombres, el Estado debe probar que se debe a factores 
objetivos no relacionados con la discriminación.

223.	 Finalmente, la Corte ha establecido que las mujeres detenidas o arrestadas “no deben sufrir discriminación, y 
deben ser protegidas de todas las formas de violencia o explotación”. Dicha discriminación incluye “la violencia 
dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y abarca “actos que 
infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y 
otras formas de privación de la libertad”22.

280.	 En este sentido, la Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las 
mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en 
general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que 
favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de 
las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia. Dicha 
ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por 
ello, cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de 
las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra la mujer, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género.

1.3. 	Roles asignados a la mujer y estereotipos

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

401. 	 En similar forma, el Tribunal considera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos 
o características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. 
Teniendo en cuenta las manifestaciones efectuadas por el Estado […], es posible asociar la subordinación de 
la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y socialmente persistentes, 
condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y 
prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió 
en el presente caso. La creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la 
violencia de género en contra de la mujer. 

Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 201223.

140.	 En consecuencia, la Corte considera que exigirle a la madre que condicionara sus opciones de vida implica 
utilizar una concepción “tradicional” sobre el rol social de las mujeres como madres, según la cual se espera 
socialmente que las mujeres lleven la responsabilidad principal en la crianza de sus hijos e hijas y que en 
pos de esto hubiera debido privilegiar la crianza de los niños y niñas renunciando a un aspecto esencial de  
su identidad. (…)

21	 Cfr. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general 19: La Violencia contra la Mujer, 11° período de sesiones, 
1992, UN Doc. HRI\GEN\1\Rev.1 at 84 (1994), párrs. 1 y 6.

22	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 303, y Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. Mexico, […], párr. 397.
23	 Los hechos del presente caso inician en el año 2002 cuando Karen Atala Riffo decidió finalizar su matrimonio con Ricardo Jaime López Allendes, con quien tenía 

tres hijas: M., V. y R. Como parte de la separación de hecho, establecieron por mutuo acuerdo que la Karen Atala Riffo mantendría la tuición y cuidado de las tres 
niñas en la ciudad de Villarrica. En noviembre de 2002 la señora Emma de Ramón, compañera sentimental de la señora Atala, comenzó a convivir en la misma 
casa con ella y sus tres hijas. 

	 En enero de 2003 el padre de las tres niñas interpuso una demanda de tuición o custodia ante el Juzgado de Menores de Villarrica. En octubre de 2003 el Juzgado 
de Menores de Villarrica rechazó la demanda de tuición. En marzo de 2004 la Corte de Apelaciones de Temuco confirmó la Sentencia. En mayo de 2004 la Cuarta 
Sala de la Corte Suprema de Justicia de Chile acogió el recurso de queja presentado por Ricardo Jaime López Allendes y le concedió la tuición definitiva. 
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Caso Fornerón e Hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 201224.

94. 	 Por el contrario, la Corte observa que tales afirmaciones responden a ideas preconcebidas sobre el rol de 
un hombre y una mujer en cuanto a determinadas funciones o procesos reproductivos, en relación con una 
futura maternidad y paternidad. Se trata de nociones basadas en estereotipos que indican la necesidad de 
eventuales vínculos afectivos o de supuestos deseos mutuos de formar una familia, la presunta importancia 
de la “formalidad” de la relación, y el rol de un padre durante un embarazo, quien debe proveer cuidados y 
atención a la mujer embarazada, pues de no darse estos presupuestos se presumiría una falta de idoneidad o 
capacidad del padre en sus funciones con respecto a la niña, o incluso que el padre no estaba interesado en 
proveer cuidado y bienestar a ésta. 

99. 	 Asimismo, esta Corte ya ha establecido que una determinación a partir de presunciones y estereotipos sobre la 
capacidad e idoneidad parental de poder garantizar y promover el bienestar y desarrollo del niño no es adecuada 
para asegurar el interés superior del niño. Adicionalmente, el Tribunal considera que el interés superior del 
niño no puede ser utilizado para negar el derecho de su progenitor por su estado civil, en beneficio de aquellos 
que cuentan con un estado civil que se ajusta a un determinado concepto de familia. 

Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 201225.

302. 	 La Corte resalta que estos estereotipos de género son incompatibles con el derecho internacional de los derechos 
humanos y se deben tomar medidas para erradicarlos. El Tribunal no está validando dichos estereotipos y tan 
sólo los reconoce y visibiliza para precisar el impacto desproporcionado de la interferencia generada por la 
sentencia de la Sala Constitucional. 

1.4. 	Cuerpo y maternidad

1.4.1 	Condiciones de desatención de necesidades fisiológicas de la mujer 

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 25 de noviembre  
de 2006.

319. 	 Dentro de las graves condiciones de detención se encuentran […]: desatención de las necesidades fisiológicas 
de la mujer al negarles materiales de aseo personal, como jabón, papel higiénico, toallas sanitarias y ropa íntima 
para cambiarse; desatención de las necesidades de salud pre y post natal; prohibición de dialogar entre sí, 
leer, estudiar y realizar trabajos manuales. El daño y sufrimiento experimentados por las mujeres en general y 
especialmente las mujeres embarazadas y por las internas madres resultó particularmente grave en los términos 
que se describen más adelante […].

330. 	 La incomunicación severa tuvo efectos particulares en las internas madres. Diversos órganos internacionales 
han enfatizado la obligación de los Estados de tomar en consideración la atención especial que deben recibir 

24	 Los hechos del presente caso se inician el 16 de junio de 2000, cuando nace Milagros Fornerón, hija de Diana Elizabeth Enríquez y de Leonardo Aníbal Javier 
Fornerón. Al día siguiente la señora Enríquez entregó su hija en guarda provisoria con fines de adopción al matrimonio B-Z, en presencia del Defensor de Pobres 
y Menores Suplente de la ciudad de Victoria, quien dejó constancia de ello en un acta formal. 

	 Leonardo Aníbal Javier Fornerón no tuvo conocimiento del embarazo sino hasta avanzado el mismo y, una vez enterado de ello, preguntó varias veces a la señora 
Enríquez si él era el padre, lo cual fue negado por la madre en toda ocasión. Tras el nacimiento de Milagros Fornerón, y ante las dudas sobre el paradero de la niña 
y sobre su paternidad, Leonardo Aníbal acudió ante la Defensoría de Pobres y Menores, manifestando que deseaba, si correspondía, hacerse cargo de la niña. Un 
mes después del nacimiento de Milagros Fornerón, el señor Fornerón reconoció legalmente a su hija.

	 El 1 de agosto de 2000 el matrimonio B-Z solicitó la guarda judicial de Milagros Fornerón. En el procedimiento judicial sobre la  guarda, Leonardo Aníbal Javier 
Fornerón fue llamado a comparecer ante el juez, y manifestó en todo momento su oposición a la guarda y requirió que la niña le fuera entregada. Asimismo, se 
practicó una prueba de ADN que confirmó su paternidad. 

	 El 17 de mayo de 2001 el Juez de Primera Instancia otorgó la guarda judicial de la niña al matrimonio B-Z e indicó que se podría instrumentar en un futuro un 
régimen de visitas para que el padre pudiera mantener contacto con la niña. El señor Fornerón recurrió la sentencia, y ésta fue revocada en apelación dos años 
después de la interposición del recurso. El matrimonio B-Z interpuso un recurso de inaplicabilidad de ley contra esta decisión. El 20 de noviembre de 2003 el 
Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos, declaró procedente el recurso, revocó la decisión de la Cámara y, en consecuencia, confirmó la sentencia de primera 
instancia. Finalmente, el 23 de diciembre de 2005 se otorgó la adopción simple de Milagros Fornerón al matrimonio B-Z. 

25	 Los hechos del presente caso se relacionan con la aprobación del Decreto Ejecutivo No. 24029-S de 3 de febrero de 1995, emitido por el Ministerio de Salud, el cual 
autorizaba la práctica de la fecundación in vitro (FIV) para parejas conyugales y regulaba su ejecución. La FIV fue practicada en Costa Rica entre 1995 y 2000. 
El 7 de abril de 1995 se presentó una acción de inconstitucionalidad contra dicho Decreto Ejecutivo, utilizando diversos alegatos sobre violación del derecho a la 
vida. El 15 de marzo de 2000, la Sala Constitucional de la Corte Suprema anuló por inconstitucional el Decreto Ejecutivo. 

	 Nueve parejas presentaron una petición a la CIDH debido a esta situación. En todas las personas se evidenció: i) las causas de infertilidad de cada pareja; ii) 
los tratamientos a los cuales recurrieron para combatir dicha condición; iii) las razones por las cuales acudieron a la FIV; iv) los casos en que se interrumpió 
el tratamiento para realizar la FIV debido a la sentencia de la Sala Cuarta, y v) los casos en que las parejas debieron viajar al exterior para realizarse dicho 
procedimiento.
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las mujeres por razones de maternidad, lo cual implica, entre otras medidas, asegurar que se lleven a cabo 
visitas apropiadas entre madre e hijo. La imposibilidad de comunicarse con sus hijos ocasionó un sufrimiento 
psicológico adicional a las internas madres.

331. 	 También afectó a las mujeres la desatención de sus necesidades fisiológicas […]. El Comité Internacional de 
la Cruz Roja ha establecido que el Estado debe asegurar que “las condiciones sanitarias [en los centros de 
detención] sean adecuadas para mantener la higiene y la salud [de las prisioneras], permitiéndoles acceso 
regular a retretes y permitiéndoles que se bañen y que limpien su ropa regularmente”26. Asimismo, dicho 
Comité también determinó que se deben realizar arreglos especiales para las detenidas en período menstrual, 
embarazadas, o acompañadas por sus hijos. La comisión de esos excesos causó sufrimiento especial y adicional 
a las mujeres detenidas. 

Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 201127.

97.	 El estado de embarazo en que se encontraba María Claudia García cuando fue detenida constituía la condición 
de particular vulnerabilidad por la cual se dio una afectación diferenciada en su caso. A su vez, en Argentina 
ya había sido separada de su esposo y luego trasladada al Uruguay sin conocer el destino de aquél, lo que 
en sí mismo representó un acto cruel e inhumano. Posteriormente, fue retenida en un centro clandestino de 
detención y torturas, a saber, el SID, donde su tratamiento diferenciado respecto de otras personas detenidas –
pues estuvo separada de éstas- no se dio para cumplir una obligación especial de protección a su favor, sino para 
lograr la finalidad de su retención ilegal, de su traslado al Uruguay y de su eventual desaparición forzada, cual 
era, la instrumentalización de su cuerpo en función del nacimiento y el período de lactancia de su hija, quien 
fue entregada a otra familia luego de ser sustraída y sustituida su identidad […]. Los hechos del caso revelan una 
particular concepción del cuerpo de la mujer que atenta contra su libre maternidad, lo que forma parte esencial 
del libre desarrollo de la personalidad de las mujeres. Lo anterior es aún más grave si se considera, según fue 
señalado, que su caso se dio en un contexto de desapariciones de mujeres embarazadas y apropiaciones ilícitas 
de niños ocurridos en el marco de la Operación Cóndor. 

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

268.	 Al respecto, la Corte considera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos o 
características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. 
En este orden de ideas, la Corte ha identificado estereotipos de género que son incompatibles con el derecho 
internacional de los derechos humanos y respecto de los cuales los Estados deben tomar medidas para 
erradicarlos. 

272.	 Al respecto, la perita Rebeca Cook afirmó ante la Corte que “[l]a caracterización de la mujer sospechosa de 
actividad criminal como una [‘] chica mala [’] permite negarles su madurez y humanidad y así eximir de 
responsabilidad [a] las personas responsables de su custodia”, señalando que entre las características que suelen 
atribuirse a las mujeres sospechosas de haber cometido delitos se incluyen “ser asertivas, manipuladoras, 
carecer de credibilidad y tendencia a desafiar a la autoridad”. Añade la perita que “[l]os jueces que comparten 
estereotipos de género similares acerca de las mujeres consideradas sospechosas consecuentemente puede[n] 
provocar que la decisión de su inocencia o culpabilidad no se fundamente en evidencia apropiada, o incluso se les 

26	 Cfr. International Committee of the Red Cross. Women Facing War: ICRC Study on the Impact of Armed Conflict on Women, 2001, sec. III, ref. 0798 y 
disponible a http://www.icrc.org. En el mismo sentido, cfr. O.N.U., Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en 
sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, párrs. 15 a19. 

27	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 27 de junio de 1973 cuando se llevó a cabo un golpe de Estado, el cual se prolongó hasta el 28 de febrero de 1985. 
María Claudia García Iruretagoyena Casinelli, embarazada y de 19 años de edad, fue detenida el 24 de agosto de 1976 junto con su esposo, Marcelo Ariel 
Gelman Schubaroff. María Claudia García y Marcelo Gelman fueron llevados a un centro de detención clandestino, donde permanecieron juntos algunos días y 
posteriormente fueron separados. 

	 Marcelo Gelman fue torturado en dicho centro de detención clandestino y fue ejecutado en 1976. En 1989 sus restos fueron descubiertos. María Claudia García 
fue trasladada a Montevideo de forma clandestina por autoridades uruguayas, donde dio a luz a una niña. A finales de diciembre de 1976, le fue sustraída su hija 
recién nacida. Hasta el momento no se conoce sobre su paradero o el de sus restos. 

	 El 14 de enero de 1977 la hija de María Claudia de Gelman habría sido colocada en un canasto y dejada en la puerta de la casa de la familia del policía uruguayo 
Ángel Tauriño. Él y su esposa, quienes no tenían hijos, recogieron el canasto y se quedaron con la niña, registrándola como hija propia aproximadamente un año 
y medio más tarde. El 31 de marzo de 2000, a la edad de 23 años, María Macarena Tauriño tuvo por primera vez contacto con su abuelo paterno, Juan Gelman. 
Como consecuencia de lo anterior, María Macarena Tauriño se sometió, el mismo año, a una prueba de ADN a los efectos de determinar el eventual parentesco 
con la familia Gelman, la que resultó en una identificación positiva en un 99,998%. 

	 Los hechos señalados nunca pudieron ser investigados ni sancionados por Uruguay puesto que el 22 de diciembre de 1986 el Parlamento uruguayo aprobó la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Esta ley fue una amnistía en relación con los delitos cometidos en el periodo del régimen militar. 
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puede imponer castigos más severos que a las mujeres sospechosas que se someten a la autoridad masculina”28. 
En vista de lo anterior, la Corte reconoce y rechaza el estereotipo de género por el cual se considera a las mujeres 
sospechosas de haber cometido un delito como intrínsecamente no confiables o manipuladoras, especialmente 
en el marco de procesos judiciales. Al respecto, la Corte ha aseverado que valoraciones de esta naturaleza 
muestran “un criterio discrecional y discriminatorio con base en la situación procesal de las mujeres […]”29.

273.	 Por otra parte, la perita María Jennie Dador afirmó ante la Corte que en la investigación de casos de violencia 
sexual y tortura denunciados en el Perú, las autoridades judiciales incurrían “en la sobrevaloración de la pericia 
médico legal, en la integridad del himen o ‘pérdida de la virginidad’ y en la acreditación de las huellas físicas de 
la violencia. Sin considerar que para ello no se contaba ni se cuenta hasta ahora, con recursos técnico-científicos 
ni humanos, que permitan al sistema de justicia reunir pruebas necesarias para acusar a los agresores”30. 

278.	 En este sentido, la Corte considera pertinente resaltar que una garantía para el acceso a la justicia de las mujeres 
víctimas de violencia sexual debe ser la previsión de reglas para la valoración de la prueba que evite afirmaciones, 
insinuaciones y alusiones estereotipadas. Al respecto, la Corte observa que, en el Acuerdo Plenario N° 1-2011/
CJ-116 de 6 de diciembre de 2011 de la Corte Suprema de Justicia, en donde se “establec[ieron] como doctrina 
legal” los criterios para la apreciación de la prueba de delitos sexuales en el Perú a partir de dicha fecha31, se 
afirma que “algunos sectores de la comunidad asumen que esta apreciación probatoria está gobernada por 
estereotipos de género en los Policías, Fiscales y Jueces” y se reconoce la necesidad de “que se lleve a cabo una 
adecuada apreciación y selección de la prueba a fin de neutralizar la posibilidad de que se produzca algún 
defecto que lesione la dignidad humana y sea fuente de impunidad”. Así, la Corte considera que en el presente 
caso la ausencia de normas que regularan, en el año 2004, la especial valoración de la prueba requerida en casos 
de violencia sexual favoreció el uso de estereotipos de género en la valoración de la Sala Penal Permanente de 
los indicios de que Gladys Espinoza había sido víctima de tortura y violencia sexual.

281.	 En vista de todo lo anterior, la Corte considera que la aseveración de la Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema de que Gladys Espinoza manipulaba la realidad a su conveniencia es consistente con lo señalado por 
la perita Dador, en sentido que, en casos de violencia sexual, las autoridades judiciales en el Perú incurrían en 
estereotipación por razón de género en la valoración de la prueba, restando valor a las declaraciones de mujeres 
víctimas de estos hechos. Sumado a ello, la Corte considera que los siguientes elementos demuestran que dicho 
tribunal eligió selectivamente la prueba en perjuicio de Gladys Espinoza: i) el hecho de que el juez descartó el 
alegato de la posible existencia de tortura al señalar que ella es una persona que manipulaba la realidad; ii) la 
existencia de peritajes médicos que no negaban la posibilidad de que Gladys Espinoza hubiese sido víctima de 
torturas, y iii) la falta de análisis de los demás elementos contenidos en el expediente judicial, tales como los 
exámenes médicos practicados a ésta, de donde se desprendían elementos que razonablemente configuraban 
indicios de tortura. Asimismo, la falta de normas sobre la valoración de la prueba en este tipo de casos favoreció 
la elección selectiva de las pruebas para descartar los alegatos de tortura esgrimidos por Gladys Espinoza, con 
la consecuencia de que no se ordenaran investigaciones al respecto. Esto constituyó un trato discriminatorio en 
su perjuicio por parte de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de Perú, toda vez que ésta 
se fundamentó en un estereotipo de género sobre la falta de confiabilidad en sus declaraciones, de las mujeres 
sospechosas de haber cometido un delito. 

1.4.2.		Afectación de los derechos de las mujeres y hombres respecto de la fertilización asistida y la 
  libertad en el uso de técnicas reproductivas 

Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012

299. 	 Por otra parte, si bien la infertilidad puede afectar a hombres y mujeres, la utilización de las tecnologías de 
reproducción asistida se relaciona especialmente con el cuerpo de las mujeres. Aunque la prohibición de la 
FIV no está expresamente dirigida hacia las mujeres, y por lo tanto aparece neutral, tiene un impacto negativo 
desproporcional sobre ellas. 

300. 	 Al respecto, el Tribunal resalta que se interrumpió el proceso inicial de la FIV (inducción a la ovulación) en 
varias de las parejas, como por ejemplo en las parejas conformadas por la señora Artavia Murillo y el señor 

28	 Declaración rendida ante fedatario público por la perita Rebecca Cook el 27 de marzo de 2014 (expediente de fondo, folios 1135 a 1136).
29	 Mutatis mutandi, Caso J. Vs. Perú, […], párr. 352.
30	 Declaración rendida ante fedatario público por la perita María Jennie Dador el 25 de marzo de 2014 (expediente de fondo, folios 961 a 990).
31	 Acuerdo Plenario N° 1-2011/CJ-116 de la Corte Suprema de Justicia de 6 de diciembre de 2011, párrs. 6, 7 y 40 (expediente de prueba, folios 5191 a 5203).
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Mejías Carballo […], el señor Yamuni y la señora Henchoz […], la señora Arroyo y el señor Vega […], el 
señor Vargas y la señora Calderón […], y el señor Acuña y la señora Castillo […]. Este tipo de interrupción 
en la continuidad de un tratamiento, tiene un impacto diferenciado en las mujeres porque era en sus cuerpos 
donde se concretizaban intervenciones como la inducción ovárica u otras intervenciones destinadas a realizar 
el proyecto familiar asociado a la FIV. Por otra parte, las mujeres podrían acudir a la FIV sin necesidad de una 
pareja. La Corte concuerda con [el] Comité de la CEDAW cuando ha resaltado que es necesario considerar “los 
derechos de salud de las mujeres desde una perspectiva que tome en cuenta sus intereses y sus necesidades en 
vista de los factores y los rasgos distintivos que las diferencian de los hombres, a saber: (a) factores biológicos 
[...], tales como [...] su función reproductiva”32. 

1.5. 	Violencia de género y violencia sexual

1.5.1.	Violencia contra la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém do Pará 

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia 19 de noviembre de 200433.

49.19	Las mujeres que fueron objeto de violencia sexual por parte de agentes del Estado el día de la masacre y que 
sobrevivieron a la misma, continúan padeciendo sufrimientos por dicha agresión. La violación sexual de las 
mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a destruir la dignidad 
de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual. Estas mujeres se perciben como estigmatizadas en sus 
comunidades y han sufrido por la presencia de los victimarios en las áreas comunes del municipio. Además, 
la impunidad en la que permanecen estos hechos ha impedido que las mujeres participen en los procesos de 
justicia. 

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 25 de noviembre  
de 2006.

223. 	 Al analizar los hechos y sus consecuencias la Corte tomará en cuenta que las mujeres se vieron afectadas por los 
actos de violencia de manera diferente a los hombres, que algunos actos de violencia se encontraron dirigidos 
específicamente a ellas y otros les afectaron en mayor proporción que a los hombres. Ha sido reconocido 
por diversos órganos peruanos e internacionales que durante los conflictos armados las mujeres enfrentan 
situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual 
en muchas ocasiones es utilizada como “un medio simbólico para humillar a la parte contraria”34.

224. 	 Es reconocido que durante los conflictos armados internos e internacionales las partes que se enfrentan utilizan 
la violencia sexual contra las mujeres como un medio de castigo y represión. La utilización del poder estatal 
para violar los derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, 
puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un mensaje o 
lección. 

226. 	 La Corte ha constatado que diversos actos que se dieron en el presente caso en perjuicio de las mujeres 
respondieron al referido contexto de violencia contra la mujer en dicho conflicto armado […]. 

307. 	 La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las mujeres que los sufrieron se 
hallaban sujetas al completo control del poder de agentes del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido 
heridas precisamente por agentes estatales de seguridad. 

311. 	 La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega  

32	 Cfr. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación General No. 24, párr.12. 
33	 Los hechos del presente caso se refieren a la aldea Plan de Sánchez que se localiza en el Municipio de Rabinal, en la región central de Guatemala. La zona está 

habitada predominadamente por miembros del pueblo indígena maya, pertenecientes a la comunidad lingüística Achi. Desde 1982, el ejército de Guatemala 
mantuvo una fuerte presencia en la zona. Alrededor de 268 personas fueron ejecutadas en la masacre, quienes eran en su mayoría del pueblo maya de Achi y 
algunas eran no indígenas residentes en algunas comunidades aledañas. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.

34	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11º período de sesiones. Recomendación general 19 “La violencia contra la 
mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 16; O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 57° período de sesiones de 2001, Informe de la Sra. Radica 
Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la Violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, presentado de conformidad con la resolución 
2000/45 de la Comisión de Derechos Humanos, “La violencia contra la mujer perpetrada y/o condonada por el Estado en tiempos de conflicto armado (1997- 
2000)”, E/CN.4/2001/73, párr. 44; Defensoría del Pueblo del Perú. Informe Defensorial No. 80, Violencia Política en el Perú: 1980-1986 un acercamiento desde la 
perspectiva de género, capítulo IV, págs. 34, 35 y 45. 
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el agente. Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener severas 
consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, 
situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras experiencias 
traumáticas.

313. 	 La Relatora Especial de la ONU para la Violencia contra las Mujeres ha establecido, refiriéndose a la violencia 
contra las mujeres en el contexto de un conflicto armado, que la “[l]a agresión sexual a menudo se considera y 
practica como medio para humillar al adversario” y que “las violaciones sexuales son usadas por ambas partes 
como un acto simbólico”35. Este Tribunal reconoce que la violencia sexual contra la mujer tiene consecuencias 
físicas, emocionales y psicológicas devastadoras para ellas, que se ven agravadas en los casos de mujeres 
detenidas.

Caso Ríos y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
enero de 200936

279. 	 Este Tribunal considera necesario aclarar que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio 
de una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención de Belem do Pará. 
Aunque las periodistas mujeres hayan sido agredidas en los hechos de este caso, en todas las situaciones lo 
fueron junto a sus compañeros hombres. Los representantes no demostraron en qué sentido las agresiones 
fueron “especialmente dirigid[as] contra las mujeres”, ni explicaron las razones por las cuales las mujeres 
se convirtieron en un mayor blanco de ataque “por su condición [de mujer]”. Lo que ha sido establecido en 
este caso es que las presuntas víctimas se vieron enfrentadas a situaciones de riesgo, y en varios casos fueron 
agredidas física y verbalmente por particulares, en el ejercicio de sus labores periodísticas y no por otra 
condición personal […]. De esta manera, no ha sido demostrado que los hechos se basaran en el género o sexo 
de las presuntas víctimas. En el mismo sentido: Caso Perozo y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero de 200937, párr. 295.

280. 	 Asimismo, la Corte considera que los representantes no especificaron las razones y el modo en que el Estado 
incurrió en una conducta “dirigida o planificada” hacia las presuntas víctimas mujeres, ni explicaron en qué 
medida los hechos probados en que aquéllas fueron afectadas “resultaron agravados por su condición de mujer”. 
Los representantes tampoco especificaron cuales hechos y en qué forma representan agresiones que “afectaron 
a las mujeres de manera diferente [o] en mayor proporción”. Tampoco han fundamentado sus alegatos en la 
existencia de actos que, bajo los artículos 1 y 2 de la Convención de Belém do Pará, puedan ser conceptualizados 
como “violencia contra la mujer”, ni cuales serían “las medidas apropiadas” que, bajo el artículo 7.b) de la 
misma, el Estado habría dejado de adoptar en este caso “para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o 
para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia 
contra la mujer”. En definitiva, la Corte considera que no corresponde analizar los hechos del presente caso bajo 
las referidas disposiciones de la Convención de Belém do Pará. 

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

228. 	 En el presente caso, la Corte toma nota, en primer lugar, del reconocimiento del Estado con respecto a la 
situación de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez […], así como su señalamiento con respecto a que 
los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez “se encuentran influenciados por una cultura de discriminación 
contra la mujer”[…]. 

229. 	 En segundo lugar, el Tribunal observa lo establecido supra […] en cuanto a que los informes de la Relatoría 
de la CIDH, del CEDAW y de Amnistía Internacional, entre otros, señalan que muchos de los homicidios de 
mujeres en Ciudad Juárez son manifestaciones de violencia basada en género. 

35	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54º período de sesiones. Informe presentado por la Sra. Radhika Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/CN.4/1998/54 del 26 de 
enero de 1998, párrs. 12 y 13. 

36	 Los hechos presentados por la Comisión se refieren a diferentes actos y omisiones, cometidos por funcionarios públicos y particulares, que constituyeron 
restricciones a la labor de buscar, recibir y difundir información de 20 personas, todas ellas periodistas o trabajadores de la comunicación social que están o han 
estado vinculados a RCTV. En particular, la Comisión alegó que dichas personas fueron sujetas a diversas amenazas, actos de hostigamiento y agresiones verbales 
y físicas, incluidos lesiones por disparos de armas de fuego (…). Caso Ríos y otros Vs. Venezuela. Párr. 2. 

37	 Los hechos del caso se refieren a una serie de actos y omisiones, ocurridos entre octubre de 2001 y agosto de 2005, consistentes en declaraciones de funcionarios 
públicos, actos de hostigamiento, agresiones físicas y verbales, y obstaculizaciones a las labores periodísticas cometidos por agentes estatales y particulares en 
perjuicio de 44 personas vinculadas al canal de televisión Globovisión. Entre estas personas figuran periodistas, personal técnico asociado, empleados, directivos 
y accionistas.
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230. 	 En tercer lugar, las tres víctimas de este caso eran mujeres jóvenes, de escasos recursos, trabajadoras o estudiantes, 
como muchas de las víctimas de los homicidios en Ciudad Juárez […]. Las mismas fueron hechas desaparecer y 
sus cuerpos aparecieron en un campo algodonero. Se ha tenido como probado que sufrieron graves agresiones 
físicas y muy probablemente violencia sexual de algún tipo antes de su muerte. 

231. 	 Todo esto lleva a la Corte a concluir que las jóvenes González, Ramos y Herrera fueron víctimas de violencia 
contra la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém do Pará. Por los mismos motivos, el 
Tribunal considera que los homicidios de las víctimas fueron por razones de género y están enmarcados dentro 
de un reconocido contexto de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. Corresponde ahora analizar si la 
violencia perpetrada contra las víctimas, que terminó con sus vidas, es atribuible al Estado.

Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 200938

139. 	 La Corte observa, a manera de contexto, que tal como lo señala la CEH, durante el conflicto armado las mujeres 
fueron particularmente seleccionadas como víctimas de violencia sexual. Asimismo, en otro caso ocurrido en el 
mismo contexto en el cual se sitúa esta masacre, esta Corte estableció como hecho probado que “[l]a violación 
sexual de las mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a destruir 
la dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual”39. En el caso de Las Dos Erres, las mujeres 
embarazadas fueron víctimas de abortos inducidos y otros actos de barbarie […]. Asimismo, en el peritaje de 
la psicóloga Nieves Gómez Dupuis, efectuado en agosto de 2005, se señaló que “las torturas ejemplificantes, 
las violaciones sexuales y los actos de crueldad extrema, produjeron en las víctimas […] un daño grave a la 
integridad mental”40. 

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

100. 	 En primer lugar, a la Corte le resulta evidente que la violación sexual es un tipo particular de agresión que, en 
general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los 
agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o 
documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. 

118. 	 Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la violencia contra la mujer no 
sólo constituye una violación de los derechos humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende 
todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, 
nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”41. En el mismo sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010, párr. 108

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

178.	 Este Tribunal ya ha determinado que si bien no puede aseverarse que todos los homicidios de mujeres sucedidos 
en la época de los hechos fueran por razones de género, resulta verosímil que el de María Isabel si lo fuera, 
de acuerdo a cómo se encontró el cuerpo de la niña. En efecto, se ha indicado que las mujeres víctimas de 

38	 Los hechos del presente caso se contextualizan entre los años 1962 y 1996 durante el conflicto armado interno. El Estado aplicó la denominada “Doctrina de 
Seguridad Nacional”, bajo la cual se fue acrecentando la intervención del poder militar para enfrentar a la subversión, concepto que incluía a toda persona u 
organización que representara cualquier forma de oposición al Estado, con lo cual dicha noción se equiparaba a la de “enemigo interno”.

	 El día 7 de diciembre de 1982, soldados guatemaltecos pertenecientes al grupo especial denominado Kaibiles llegaron a Las Dos Erres y sacaron a las personas 
de sus casas. A los hombres los encerraron en la escuela del Parcelamiento y a las mujeres y niños en la iglesia evangélica. Mientras los mantuvieron encerrados 
los golpearon e incluso algunos murieron como consecuencia de los golpes. En la tade los Kaibiles sacaron a los hombres de la escuela y los llevaron vendados y 
maniatados a un pozo de agua inconcluso donde los fusilaron. Después sacaron a las mujeres y los niños para llevarlos al mismo lugar. En el camino muchas niñas 
fueron violadas por los Kaibiles. En los hechos de la masacre perdieron la vida por lo menos 216 personas. Se informó a la población que lo que había sucedido en 
Las Dos Erres era que la guerrilla se había llevado a las personas para México, y luego se ordenó a los soldados que sacaran todo lo que pudieran del parcelamiento 
y que quemaran las casas de Las Dos Erres. 

	 Ante la gravedad de los hechos y luego de la denuncia presentada por la Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos de Guatemala (FAMDEGUA) el 
14 de junio de 1994 ante el Juzgado de Primera Instancia Penal de Petén, se ha impulsado un proceso en la jurisdicción penal ordinaria, el cual aún permanece en 
su etapa inicial. 

39	 Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004. Serie C No. 116, párr. 49.19. 
40	 Cfr. Dictamen pericial de Nieves Gómez Dupuis efectuado en agosto de 2005 “sobre el daño a la salud mental derivada de la Masacre de la Aldea Las Dos Erres 

[…] y las medidas de reparación psicosocial” (anexos a la demanda, anexo 8, f. 2811). 
41	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Preámbulo. 
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homicidios por razones de género con frecuencia presentaban signos de brutalidad en la violencia ejercida 
contra ellas, así como signos de violencia sexual o la mutilación de los cuerpos […]. De forma acorde a tales 
características, el cadáver de María Isabel fue encontrado con evidentes signos de violencia, inclusive señales de 
ahorcamiento, una herida en el cráneo, una cortadura en la oreja y mordiscos en las extremidades superiores; 
su cabeza estaba envuelta por toallas y una bolsa, y tenía alimentos en su boca y su nariz […], además, la blusa 
y el bloomer que llevaba estaban rotos en la parte inferior […]. Ello resulta relevante y suficiente a los efectos 
de la aplicación al caso del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. Interesa aclarar que la falta de certeza 
absoluta sobre lo expresado se vincula a la falta de conclusión de la investigación interna, así como al modo 
en que ésta hasta ahora se ha desarrollado. Así, por ejemplo, elementos trascendentes como la presencia de 
violencia sexual en los hechos no han sido determinados en una forma certera […]. 

207.	 La Corte estima que la violencia basada en el género, es decir la violencia dirigida contra una mujer por ser mujer 
o la violencia que afecta a la mujer de manera desproporcionada, es una forma de discriminación en contra de 
la mujer, tal como han señalado otros organismos internacionales de protección de derechos humanos, como 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el CEDAW. Tanto la Convención de Belém do Pará (preámbulo 
y artículo 6) como el CEDAW (preámbulo) han reconocido el vínculo existente entre la violencia contra las 
mujeres y la discriminación. En el mismo sentido, el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y 
lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Estambul, 2011) afirma que “la violencia 
contra las mujeres es una manifestación de desequilibrio histórico entre la mujer y el hombre que ha llevado a la 
dominación y a la discriminación de la mujer por el hombre, privando así a la mujer de su plena emancipación”, 
así como que “la naturaleza estructural de la violencia contra las mujeres está basada en el género”42. 

1.5.2. 	Elementos de la violencia sexual

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 25 de noviembre de 2006

308. 	 El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por hombres armados, en el 
estado precario de salud en que se encontraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, 
que les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte 
de los agentes de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al 
sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de violencia sexual atentaron 
directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas 
que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la 
presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma. 

309.	 Por otra parte, en el presente caso se ha probado que una interna que fue trasladada al Hospital de la Sanidad de 
la Policía fue objeto de una “inspección” vaginal dactilar, realizada por varias personas encapuchadas a la vez, 
con suma brusquedad, bajo el pretexto de revisarla […]. 

310. 	 Siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal Internacional 
como en el Derecho Penal comparado, el Tribunal considera que la violación sexual no implica necesariamente 
una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación 
sexual también debe entenderse actos de penetración vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, 
mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante 
el miembro viril. 

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010

119. 	 La Corte, siguiendo la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en dicha Convención, 
ha considerado anteriormente que la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se 
cometen contra una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo 
humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. En particular, 
la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las mujeres cuyas consecuencias, 
incluso, trascienden a la persona de la víctima. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 109.

42	 Preámbulo del Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. (Estambul, 2011). Este 
Convenio no ha entrado todavía en vigor, por falta de ratificaciones (se necesitan 10 ratificaciones). 
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Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 201343.

321.	 En el presente caso, consta en el expediente que la presunta víctima declaró en la manifestación ante la policía el 
21 de abril de 1992 […], así como en su declaración instructiva, rendida los días 10, 15 y 19 de junio de 1992 sobre 
maltratos presuntamente sufridos durante la detención inicial. Del análisis de dichas declaraciones, en términos 
generales, consta que la señora J. señaló en al menos dos oportunidades que al momento de la detención inicial: 
i) fue golpeada y tomada de los cabellos; ii) un hombre habría golpeado sus piernas y la habrían manoseado 
sexualmente, y iii) le habrían vendado los ojos. La Corte considera que se desprende de una manera consistente 
de las declaraciones de la señora J. dicha descripción de los hechos. Adicionalmente, estas características de los 
hechos también se evidencian en los escritos de la presunta víctima en el marco del procedimiento ante el sistema 
interamericano.

323.	 En relación con el alegado “manoseo sexual”, este Tribunal ha establecido que la violación sexual es un tipo 
particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la 
víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia 
de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental 
sobre el hecho. Sin perjuicio de la calificación jurídica de los hechos que se realiza infra, la Corte considera que 
dicho estándar es aplicable a las agresiones sexuales en general. Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe 
tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar, 
por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente […]. 

324.	 Adicionalmente, este Tribunal considera que las variaciones entre las calificaciones jurídicas de violencia o 
violación sexual que la representación de la presunta víctima le ha dado a los hechos a lo largo del proceso ante 
el sistema interamericano no desacredita los testimonios rendidos internamente por la señora J. en cuanto a los 
hechos ocurridos. En este sentido, la Corte advierte que este es el caso inclusive si se trataran de declaraciones 
posteriores realizadas por la presunta víctima. Al respecto, esta Corte ha considerado que una negación de la 
ocurrencia de una agresión sexual denunciada no necesariamente desacredita las declaraciones donde se indicó 
que había sucedido, sino que debe ser analizado tomando en cuenta las circunstancias propias del caso y de la 
víctima. Adicionalmente, la calificación jurídica de los hechos que utilice la presunta víctima en sus declaraciones 
tiene que ser valorada tomando en cuenta el significado comúnmente dado a las palabras utilizadas, el cual 
no necesariamente corresponde a su definición jurídica. Lo relevante es evaluar si los hechos descritos, y no la 
calificación jurídica dada a los mismos, fueron consistentes.

329.	 Adicionalmente, es necesario señalar que la ausencia de señales físicas no implica que no se han producido 
maltratos, ya que es frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices 
permanentes. Lo mismo es cierto para los casos de violencia y violación sexual, en los cuales no necesariamente 
se verá reflejada la ocurrencia de los mismo en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o 
violación sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de un examen médico.

358.	 Siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención de 
Belém do Pará, la Corte ha considerado que la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual 
que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo 
humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno.

43	 Durante la década de los ochenta hasta finales del año 2000, en Perú se vivió un contexto de violencia terrorista y violación de derechos humanos como resultado 
del conflicto entre grupos armados y agentes de las fuerzas policiales y militares. En 1992, la DINCOTE (Dirección Nacional Contra el Terrorismo) determinó 
que la publicación “El Diario” formaba parte del Partido Comunista del Perú- Sendero Luminoso, por lo cual realizó detenciones e intervenciones contra las 
personas vinculadas a dicha revista. El 13 de abril, personal policial de DINCOTE puso en ejecución el Operativo Moyano, que determinó la intervención 
de inmuebles, como el de los padres de la señora J., por cuanto indicaron que en tal inmueble se encontraban reunidos terroristas de “Sendero luminoso”. 
En el marco del operativo, la señora J. fue detenida y llevada ante la unidad policial de la DINCOTE. Durante la detención, los agentes estatales incurrieron 
presuntamente en actos de tortura y tratos crueles inhumanos y degradantes, incluyendo una alegada violación sexual de la señora J. El traslado a la DINCOTE 
implicó supuestamente, la privación de libertad sin control judicial, con alegadas vulneraciones al debido proceso, y al principio de legalidad e irretroactividad y 
en condiciones inhumanas de detención durante 17 días. - Tras la liberación de la Señora J. en junio de 1993, ella viajó al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte, donde se le reconoció la condición de refugiada. En diciembre de 2007, la señora J. viajó a Alemania a visitar a su hermana, sin embargo, cuando se 
disponía a regresar a Londres, fue detenida por la INTERPOL en función a la solicitud de búsqueda y captura enviada por parte de las autoridades peruanas. A 
partir de 2003 se realizaron una serie de reformas en la legislación antiterrorista peruana, por las cuales se declaró nulo todo lo actuado en el proceso de la señora 
J. que se llevó a cabo por jueces y fiscales de identidad secreta y, en consecuencia, se retrotrajo el proceso al momento de emisión del dictamen acusatorio por 
parte del fiscal del Ministerio Público. Actualmente, el proceso está pendiente de la realización del juicio oral. En 2008, el estado peruano solicitó la extradición 
de la señora J., por la supuesta comisión de los delitos de apología al terrorismo y terrorismo.
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359.	 Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal 
Internacional como en el Derecho Penal comparado, este Tribunal ha considerado que la violación sexual no implica 
necesariamente una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por 
violación sexual también debe entenderse actos de penetración vaginal o anal, sin consentimiento de la víctima, 
mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante 
el miembro viril. Al respecto, la Corte aclara que para que un acto sea considerado violación sexual, es suficiente 
que se produzca una penetración, por insignificante que sea, en los términos antes descritos. Además, se debe 
entender que la penetración vaginal se refiere a la penetración, con cualquier parte del cuerpo del agresor u 
objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los labios mayores y menores, así como el orificio vaginal. Esta 
interpretación es acorde a la concepción de que cualquier tipo de penetración, por insignificante que sea, es 
suficiente para que un acto sea considerado violación sexual. Este Tribunal entiende que la violación sexual es una 
forma de violencia sexual.

360.	 En el presente caso, la Corte ya estableció que la señora J. fue “manoseada” sexualmente al momento de su detención 
por un agente estatal de sexo masculino teniendo en cuenta: (1) las declaraciones de la señora J. rendidas ante las 
autoridades internas; (2) la similitud de lo descrito por la señora J. y el contexto de violencia sexual verificado por 
la CVR en la época de los hechos; (3) las dificultades probatorias propias de este tipo de hechos; (4) la presunción 
de veracidad que debe otorgarse a este tipo de denuncias, la cual puede ser desvirtuada a través de una serie de 
diligencias, investigaciones y garantías que no fueron otorgadas en el presente caso, donde no fue presentada 
prueba en contrario, ya que (5) existen ciertas inconsistencias en la declaración de la fiscal del Ministerio Público; 
(6) el examen médico no contradice lo señalado por la señora J., y (7) el Estado no ha iniciado una investigación 
sobre estos hechos. La Corte considera que este acto implicó la invasión física del cuerpo de la señora J. y al 
involucrar el área genital de la presunta víctima significó que el mismo fuera de naturaleza sexual. Asimismo, 
las circunstancias en las que se produjeron los hechos eliminan cualquier posibilidad de que hubiese habido 
consentimiento. Por tanto, este Tribunal considera que el “manoseo” del cual fue víctima la señora J. constituyó 
un acto de violencia sexual. Si bien las víctimas de violencia sexual tienden a utilizar términos poco específicos al 
momento de realizar sus declaraciones y no explicar gráficamente las particularidades anatómicas de lo sucedido 
[…], este Tribunal considera que a partir de las declaraciones de la presunta víctima que constan en el expediente 
del presente caso no es posible determinar si dicha violencia sexual además constituyó una violación sexual en los 
términos señalados anteriormente […]. 

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

68.	 Este contexto permite a la Corte analizar los hechos alegados en el presente caso no de manera aislada sino teniendo 
en cuenta la existencia de una práctica generalizada y sistemática de tortura y violencia sexual en contra de las 
mujeres en el Perú, a fin de posibilitar una comprensión de la prueba y la determinación puntual de los hechos. 
De igual modo, dicho contexto se tomará en cuenta, de ser procedente, al disponer medidas de reparación, en 
específico, sobre garantías de no repetición. Finalmente, se utilizará dicho contexto a fin de valorar si corresponde 
aplicar en el presente caso estándares específicos respecto de la obligación de investigar […].

150.	 En lo que respecta casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que las agresiones sexuales se caracterizan, 
en general, por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada 
la naturaleza de estas formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales 
y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar 
dichas declaraciones se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que 
la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. La Corte, igualmente, ha 
tenido en cuenta que las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento 
traumático de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al recordarlos. Por ello, la Corte 
ha advertido que las imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos de 
los hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o que los hechos relatados carezcan 
de veracidad.

151.	 Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través de los exámenes médicos tiene un rol crucial 
durante las investigaciones realizadas contra los detenidos y en los casos cuando estos alegan maltrato. En este 
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sentido, los alegatos de maltratos ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para 
la víctima si ésta estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o amigos quienes 
podrán apoyar y reunir la evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a las autoridades judiciales el deber de 
garantizar los derechos del detenido, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda 
acreditar los actos de tortura, incluyendo exámenes médicos.

153.	 En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, la falta de evidencia médica no disminuye la 
veracidad de la declaración de la presunta víctima. En tales casos, no necesariamente se verá reflejada la ocurrencia 
de violencia o violación sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación sexual 
ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes.

161.	  Respecto de lo manifestado por la señora Espinoza, la Corte considera que, dentro de las distintas declaraciones 
que rindió, las circunstancias principales coinciden. Asimismo, en cuanto a los actos descritos por la presunta 
víctima, la Corte observa que, en su Informe Final, la CVR estableció que en la época de los hechos, la tortura por 
parte de agentes policiales obedeció a un patrón consistente en: i) extenuación física de las víctimas, obligándolas 
a permanecer de pie o en posiciones incómodas durante largas horas; ii) privación de la visión durante el tiempo 
de su reclusión, la cual ocasionaba desubicación temporal y espacial, así como sentimientos de inseguridad; iii) 
insultos y amenazas contra la víctima, sus familiares u otras personas cercanas, y iv) desnudez forzada. Además, 
según la CVR, los medios de tortura física más habituales fueron “golpes de puño y patadas en partes sensibles del 
cuerpo como el abdomen, la cara y los genitales. A veces se utilizaban objetos contundentes como palos, bastones, 
porras de goma (con el objetivo de evitar dejar marcas), culatas de fusiles y otros objetos contundentes. Much[o]s 
de los golpes dejaban cicatrices, pero otros sanaban sin dejar evidencias permanentes. Acompañaban o precedían 
otras modalidades más sofisticadas de tortura”. La CVR también se refirió a la asfixia como método de tortura 
utilizada y, como una de sus modalidades, a la sumersión en una tina por varias veces con líquido mezclado con 
sustancias tóxicas como detergente, lejía, kerosene, gasolina, agua sucia, con excrementos u orines. Otra técnica 
de tortura consistió en suspensiones y estiramientos que causaban graves dolores musculares y articulares. La 
modalidad más común fue atar a la víctima por las manos y posteriormente suspenderla a altura por largos 
períodos de tiempo, lo que producía dolores intensos así como adormecimientos terribles en la víctima, lo cual fue 
acompañado generalmente de golpes, choques eléctricos y amenazas. Asimismo, la violación sexual de hombres y 
mujeres fue una forma extendida de tortura. La Corte ya se refirió a las formas que tomó la violencia y violación 
sexual perpetrada por miembros de las fuerzas de seguridad del Estado es esta época […]. A consideración de la 
Corte, es claro que lo relatado por la señora Espinoza Gonzáles en sus declaraciones se condice a dicho patrón 
reseñado por la CVR.

190.	 Ahora bien, en cuanto a los actos de naturaleza sexual ocasionados a la señora Espinoza durante su permanencia 
en la DIVISE y la DINCOTE, la Corte recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la violencia 
contra la mujer no solo constituye una violación de los derechos humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, 
que “trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de 
ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”44. 

191.	 Siguiendo la línea de la normativa y la jurisprudencia internacionales y tomando en cuenta lo dispuesto en la 
Convención de Belém do Pará, la Corte ha considerado que la violencia sexual se configura con acciones de 
naturaleza sexual que, además de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no 
involucren penetración o incluso contacto físico alguno. En este sentido, en otro caso ante la Corte se estableció 
que el someter a mujeres a la desnudez forzosa mientras éstas eran constantemente observadas por hombres 
armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, constituyó violencia 
sexual.

192.	 Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal 
Internacional como en el Derecho Penal comparado, la Corte ha considerado que la violación sexual no implica 
necesariamente una relación sexual por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación sexual 
también debe entenderse actos de penetración vaginal o anal mediante la utilización de otras partes del cuerpo del 

44	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Preámbulo.
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agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante el miembro viril. Al respecto, la Corte aclara que para 
que un acto sea considerado violación sexual, es suficiente que se produzca una penetración, por insignificante 
que sea, en los términos antes descritos. Además, se debe entender que la penetración vaginal se refiere a la 
penetración, con cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los 
labios mayores y menores, así como el orificio vaginal. Esta interpretación es acorde a la concepción de que 
cualquier tipo de penetración, por insignificante que sea, es suficiente para que un acto sea considerado violación 
sexual. La Corte entiende que la violación sexual es una forma de violencia sexual.

193.	 Adicionalmente, la Corte ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente traumática 
que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física 
y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en 
otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo 
de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos 
las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de 
violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. 

194. 	 En el presente caso, la Corte ha establecido que, durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE en abril y mayo 
de 1993, Gladys Espinoza fue objeto de desnudez forzosa y manoseos, le jalaron los senos y los vellos púbicos y uno 
de sus agresores intentó meterle el pene en su boca […]. Es evidente que, al involucrar los senos y el área genital 
de la presunta víctima, dichos actos constituyeron violencia sexual. Con relación a los “manoseos” y el intento 
de forzarla a tener sexo oral, la Corte considera que estos actos implicaron la invasión física del cuerpo de la 
señora Gladys Espinoza, tomando en cuenta que las víctimas de violencia sexual tienden a utilizar términos poco 
específicos al momento de realizar sus declaraciones y no explicar gráficamente las particularidades anatómicas 
de lo sucedido. Al respecto, la CVR señaló que “[e]s común que las declarantes utilicen términos confusos o 
‘propios’ al momento de describir los actos de violencia sexual a que fueron sometidas” y específicamente se 
refirió a la utilización del término “manoseos” como una de las formas como las víctimas describían actos de 
violencia sexual. Igualmente, la Corte estableció que, durante el período mencionado, la señora Espinoza sufrió 
penetración vaginal y anal con manos y, en este último caso, también con un objeto […], los cuales constituyeron 
actos de violación sexual.

229.	 La Corte ya estableció que los actos de violencia y violación sexual perpetrados en contra de Gladys Espinoza 
durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE fueron consistentes con la práctica generalizada de violencia 
sexual que existía en el Perú en la época de los hechos […]. En este punto, la Corte recuerda que la violencia 
sexual contra las mujeres afectó a un número importante de las mujeres detenidas a causa de su real o presunto 
involucramiento personal en el conflicto armado, y que afectó también a aquéllas cuyas parejas eran miembros 
reales o supuestos de los grupos subversivos […]. En este caso, la Corte ya estableció que la tortura a la que fue 
sometida Gladys Espinoza, la cual incluyó actos de violación sexual y otras formas de violencia sexual, se dio 
dentro del marco de una detención y tuvo la finalidad de obtener información sobre el secuestro por parte del 
MRTA de un empresario. Igualmente, la Corte recuerda que los agentes estatales que la detuvieron junto con 
Rafael Salgado amenazaron a éste que hablara sobre el paradero de dicho empresario, o que de lo contrario “los 
20 [hombres iban] a pasar por ella” […]. Es decir, el cuerpo de Gladys Espinoza como mujer fue utilizado a fin de 
obtener información de su compañero sentimental y humillar e intimidar a ambos. Estos actos confirman que los 
agentes estatales utilizaron la violencia sexual y la amenaza de violencia sexual en contra de Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles como estrategia en la lucha contra el mencionado grupo subversivo. Como consecuencia de ello, la Corte 
determina que el haber sometido a la señora Espinoza a dicha práctica generalizada constituye discriminación 
individualizada por su condición de mujer, en violación del artículo 1.1 de la Convención Americana en su 
perjuicio, en relación con los derechos a la integridad personal y a la honra y la dignidad establecidos en los 
artículos 5.1, 5.2 y 11 del mismo instrumento, y con las obligaciones establecidas en los artículos 1 y 6 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
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1.5.3.	Violencia contra la mujer como una forma de tortura

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2006.

311.	 La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el 
agente. Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener severas 
consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, 
situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras experiencias 
traumáticas. 

312.	 Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye que los actos de violencia sexual a que fue sometida una 
interna bajo supuesta “inspección” vaginal dactilar […] constituyeron una violación sexual que por sus efectos 
constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, así como por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de 
la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la interna indicada 
en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

313.	 La Relatora Especial de la ONU para la Violencia contra las Mujeres ha establecido, refiriéndose a la violencia 
contra las mujeres en el contexto de un conflicto armado, que la “[l]a agresión sexual a menudo se considera y 
practica como medio para humillar al adversario” y que “las violaciones sexuales son usadas por ambas partes 
como un acto simbólico”45. Este Tribunal reconoce que la violencia sexual contra la mujer tiene consecuencias 
físicas, emocionales y psicológicas devastadoras para ellas, que se ven agravadas en los casos de mujeres 
detenidas. 

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

120.	 El Tribunal examinará si los hechos del presente caso se subsumen en la figura de tortura, como lo afirmaron 
la Comisión Interamericana y los representantes. A tal efecto, la Corte recuerda que en el caso Bueno Alves 
Vs. Argentina, siguiendo la definición establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura, entendió que se está frente a un acto de tortura cuando el maltrato cumple con los siguientes 
requisitos: i) es intencional; ii) causa severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) se comete con determinado 
fin o propósito. 

121.	 Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan en el expediente queda acreditado 
que el maltrato fue deliberadamente infligido en contra de la víctima. En efecto, la Corte considera probado 
que uno de los atacantes tomó a la señora Fernández Ortega de las manos, la obligó a acostarse en el suelo, 
y mientras era apuntada al menos con un arma, un militar la penetró sexualmente mientras los otros dos 
presenciaban la ejecución de la violación sexual. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 111.

122.	 Con el fin de analizar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar en cuenta las circunstancias 
específicas de cada caso. Para ello, se deben considerar las características del trato, tales como la duración, el 
método utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, los efectos físicos y mentales que éstos 
pueden causar, así como las condiciones de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos, la edad, el 
sexo, el estado de salud, entre otras circunstancias personales. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 112.

123.	 En cuanto al sufrimiento físico, la Corte recuerda que existe un certificado médico emitido tres días después 
de los hechos, que indica que no hay evidencia de lesiones físicas […]. Sin embargo, la Corte también cuenta 
con prueba testimonial que indica que al día siguiente de los hechos la señora Fernández Ortega se encontraba 
lastimada, con malestares y dolores físicos, e incluso requirió la asistencia de un médico particular […]. 

45	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54º período de sesiones. Informe presentado por la Sra. Radhika Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/CN.4/1998/54 del 26 de 
enero de 1998, párrs. 12 y 13.
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124.	 Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto 
mediante actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o 
moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente 
traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las 
mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. 
En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 114.

125.	 En el presente caso, la señora Fernández Ortega estuvo sometida a un acto de violencia sexual y control físico 
del militar que la penetró sexualmente de manera intencional; su vulnerabilidad y la coerción que el agente 
estatal ejerció sobre ella se reforzó con la participación de otros dos militares también armados, que agravaron 
el marco de violencia sexual ejercido contra la víctima, habiendo, incluso, otro grupo de militares que esperaron 
fuera de la casa. Resulta evidente para la Corte que el sufrimiento padecido por la señora Fernández Ortega, 
al ser obligada a mantener un acto sexual contra su voluntad, hecho además que fue observado por otras dos 
personas, es de la mayor intensidad. El sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las circunstancias en 
las cuales se produjo la violación sexual, en tanto no podía descartarse que la violencia sufrida se extremara 
aún más por parte de los agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que 
fuera también violada sexualmente por ellos o por quienes se encontraban afuera de la casa. De igual modo, la 
presencia de sus hijos en los momentos iniciales del hecho, así como la incertidumbre de si se encontraban en 
peligro o si habrían podido escapar, intensificaron el sufrimiento de la víctima.

126.	 En este sentido, la perita Correa González se refirió a la situación de humillación y desprotección en la que se 
encontraba la víctima y al impacto emocional que le generó el hecho que sus hijos estuvieran presentes y que 
los autores fueran soldados, puesto que “para ella significaban una figura de autoridad[,] lo que no le permitió 
valorar el riesgo de su presencia”. La permanencia de los otros dos militares “aument[ó] el grado de indefensión, 
humillación e hizo que se sintiera totalmente impotente y sin capacidad de reacción alguna”. Adicionalmente, 
se refirió a los efectos psicosomáticos sufridos a partir de la violación sexual. Por su parte, la perita Hernández 
Castillo señaló que de acuerdo a la cosmovisión indígena, el sufrimiento de la señora Fernández Ortega fue 
vivido como una “pérdida del espíritu”. 

127.	 La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue entre otros, 
los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. La violación sexual de la 
señora Fernández Ortega se produjo en el marco de una situación en la que los agentes militares interrogaron a 
la víctima y no obtuvieron respuesta sobre la información solicitada […]. Sin descartar la eventual concurrencia 
de otras finalidades, la Corte considera probado que el presente caso tuvo la finalidad específica de castigo ante 
la falta de información solicitada. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 117.

128.	 Por otra parte, esta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura aún cuando consista en 
un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales, como puede ser el domicilio de la víctima. Esto es así ya 
que los elementos objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se refieren ni a la acumulación 
de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la 
finalidad del acto, requisitos que en el presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, la 
Corte concluye que la violación sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la 
señora Fernández Ortega, constituyendo un acto de tortura en los términos del artículo 5.2 de la Convención 
Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

108.	 Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la violencia contra la mujer no 
solo constituye una violación de los derechos humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende 
todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, 
nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”46. 

46	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Preámbulo.
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109.	 La Corte, siguiendo la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en dicha Convención, 
ha considerado anteriormente que la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se 
cometen contra una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo 
humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. En particular, 
la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las mujeres cuyas consecuencias, 
incluso, trascienden a la persona de la víctima. 

113.	 En cuanto al sufrimiento físico, la Corte recuerda que existen dos certificados médicos emitidos 12 y 23 días 
después de los hechos, respectivamente, que indican evidencia de lesiones físicas […]. Asimismo, la Corte 
también cuenta con prueba testimonial que indica que, con posterioridad a los hechos, la señora Rosendo 
Cantú se encontraba lastimada, con dolores físicos, e incluso requirió la asistencia de dos médicos […]. 

115.	 En el presente caso, la señora Rosendo Cantú estuvo sometida a un acto de violencia y control físico de los 
militares que la penetraron sexualmente de manera intencional; su vulnerabilidad y la coerción que los agentes 
estatales ejercieron sobre ella se reforzaron con la participación de otros seis militares también armados, 
que agravaron el marco de violencia sexual ejercido contra la víctima. Resulta evidente para la Corte que el 
sufrimiento padecido por la señora Rosendo Cantú, al ser obligada a mantener actos sexuales contra su voluntad, 
hecho que además fue observado por otras seis personas, es de la mayor intensidad, más aún considerando 
su condición de niña. El sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las circunstancias en las cuales se 
produjo la violación sexual, en tanto no podía descartarse que la violencia sufrida se extremara aún más por 
parte de los agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que fuera también 
violada sexualmente por ellos. 

116.	 En este sentido la perita Correa González refirió que la señora Rosendo Cantú sintió impotencia, incapacidad 
de reacción y humillación ante las agresiones y la violación sexual de los dos militares, sentimientos que se 
agravaron por la presencia de los otros militares durante la violación. Asimismo, manifestó que en el momento de 
los hechos experimentó desesperación y angustia. Indicó que “verse a sí misma como había quedado –golpeada, 
sin ropa, violada- era […] un hecho tan traumático, que no podía aceptar lo que había sucedido”. Además, en 
días posteriores a la violación experimentó vergüenza e impotencia física y emocional. Adicionalmente, se 
refirió a los efectos psicosociales y psicosomáticos sufridos a partir de la violación sexual.

118.	 Por otra parte esta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura aún cuando consista en 
un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales. Esto es así ya que los elementos objetivos y subjetivos 
que califican un hecho como tortura no se refieren ni a la acumulación de hechos ni al lugar donde el acto se 
realiza, sino a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, requisitos que en el 
presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, el Tribunal concluye que la violación sexual 
en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la señora Rosendo Cantú, constituyendo 
un acto de tortura en los términos de los artículos 5.2 de la Convención Americana y 2 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011

98. 	 Los señalados actos cometidos contra María Claudia García pueden ser calificados como una de las más 
graves y reprochables formas de violencia contra la mujer, que habrían sido perpetrados por agentes estatales 
argentinos y uruguayos, que afectaron gravemente su integridad personal y estuvieron claramente basados 
en su género. Los hechos le causaron daños y sufrimientos físicos y psicológicos que, por los sentimientos 
de grave angustia, desesperación y miedo que pudo experimentar al permanecer con su hija en un centro 
clandestino de detención, donde usualmente se escuchaban las torturas infligidas a otros detenidos en el SID, 
y no saber cuál sería el destino de ella cuando fueron separadas, así como haber podido prever su fatal destino, 
constituyen una afectación de tal magnitud que debe ser calificada como la más grave forma de vulneración de su  
integridad psíquica.

24

GÉNERO



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 201247.

59. 	 Igualmente, este Tribunal ha establecido que durante el conflicto armado las mujeres fueron particularmente 
seleccionadas como víctimas de violencia sexual. Así, durante y de modo previo a las mencionadas masacres 
u “operaciones de tierra arrasada”, miembros de las fuerzas de seguridad del Estado perpetraron violaciones 
sexuales masivas o indiscriminadas y públicas, acompañadas en ocasiones de la muerte de mujeres embarazadas 
y de la inducción de abortos. Esta práctica estaba dirigida a destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, 
social, familiar e individual. Además, cabe señalar que según la CEH, cuando eran perpetradas en contra de 
comunidades mayas, “las violaciones masivas tenían un efecto simbólico, ya que las mujeres mayas tienen a 
su cargo la reproducción social del grupo [… y] personifican los valores que deben ser reproducidos en la 
comunidad”48. 

132.	 En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte ha considerado que la violación sexual es una experiencia 
sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las 
mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas, e inclusive, 
sociales. La Corte también ha establecido que, en determinadas situaciones, la violación sexual también puede 
constituir una forma de tortura de la víctima. 

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 201249.

164. 	 Al respecto, la Corte reitera que resulta evidente que la violación sexual es un tipo particular de agresión que, 
en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o 
los agresores. En esta línea, el Tribunal hace notar el contexto en el que fueron perpetradas las violaciones 
sexuales reconocidas por el Estado, esto es, en el transcurso de un operativo militar en el cual las mujeres se 
hallaban sujetas al completo control del poder de agentes del Estado y en una situación de absoluta indefensión. 
Además, llegar a una conclusión distinta permitiría al Estado ampararse en la impunidad en que se encuentra 
la investigación penal de los hechos del presente caso para sustraerse de su responsabilidad por la violación del 
artículo 5 de la Convención. 

47	 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala, entre 1962 y 1996. La Comisión de Esclarecimiento 
Histórico estableció que se cometieron múltiples violaciones de derechos humanos. En ese contexto, se realizaron una serie de masacres que son objeto del caso. 
Las masacres que involucran el presente caso son las del 04 de marzo de 1980 en la capilla de Río Negro, la masacre de 13 de febrero de 1982 en la Aldea de Xococ, 
la de 13 de marzo de 1982 en el Cerro de Pacoxom, la de 14 de mayo de 1982 en “Los Encuentros” y la masacre del 14 de septiembre de 1982 en “Agua Fría”. 

 	 El 04 de marzo de 1980 fueron ejecutados siete líderes de la comunidad Río Negro, otros dos líderes fueron también ejecutados ese mismo día. El 13 de febrero 
de 1982 aproximadamente 70 personas, entre hombres, mujeres y niños, de la comunidad de Río Negro fueron trasladadas a Xococ, de las cuales solo regresaron 
2 personas a Río Negro. El 13 de marzo del mismo año, los patrulleros y soldados escarbaron una fosa y procedieron a matar a las personas de Río Negro que 
se encontraban presentes. Los cadáveres de las personas masacradas fueron lanzados a una quebrada cercana o a una fosa. Durante la masacre, los patrulleros y 
militares escogieron a 17 niños de la comunidad de Río Negro que fueron obligados a vivir con miembros de la Comunidad Xococ. 

	 En la masacre del 14 de mayo fueron asesinadas por lo menos 79 personas y luego el 14 de septiembre, 92 personas. Las personas que lograron escapar de las 
distintas masacres perpetradas se refugiaron en las montañas, algunos por años, despojados de todas sus pertenencias, durmiendo a la intemperie y moviéndose 
continuamente a fin de huir de los soldados y patrulleros que los perseguían aún después de las masacres. Además, los integrantes de la comunidad de Río Negro 
experimentaron severas dificultades para encontrar comida, a la vez que varios niños y adultos murieron de hambre pues el ejército y los patrulleros destruían 
los sembradíos que lograban tener. Algunas mujeres dieron a luz en la montaña, y sólo pudieron registrar a sus hijos tiempo después, con fechas y lugares de 
nacimiento falsos, para protegerlos. 

	 Al entrar en vigor una ley de amnistía del año 1983, algunos sobrevivientes de las masacres fueron reasentados por el gobierno en la colonia Pacux, ubicada detrás 
del destacamento militar de Rabinal. Sin embargo, continuó en dicho lugar. Al menos 289 sobrevivientes de las masacres de Río Negro aún residen en la colonia 
semiurbana de Pacux cuyas condiciones de vida son precarias y las tierras no son adecuadas para la agricultura de subsistencia. Además, el reasentamiento 
implicó la pérdida de la relación que la comunidad tenía con su cultura, recursos naturales y propiedades y del idioma Maya Achí.

48	 Informe “Guatemala, Memoria del Silencio”,, capítulo segundo, tomo III, párr. 3348 y 3418. 
	 Igualmente, la perita Rosalina Tuyuk refirió durante la audiencia pública que las violaciones sexuales cometidas en contra de las mujeres mayas han impedido, 

en muchos casos, la procreación del pueblo, debido a las secuelas psicológicas provocadas por las mismas. Además, señaló que muchas de las mujeres violadas 
sexualmente mantienen lo que han vivido en secreto, puesto que divulgarlo “significaría […para ellas] la deshonra, las críticas, los señalamientos y la vergüenza 
que de alguna manera [se] ocasiona dentro de la familia […]”. 

49	 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 cuando la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fuerza Aérea 
salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los caseríos 
Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques se dieron en el marco de una supuesta 
operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de “tierra arrasada” planificada y ejecutada por el Estado. 

	 Tras doce años de conflicto armado, el 16 de enero de 1992 se firmó el Acuerdo de Paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador y el FMLN. 
El 23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dictó el Decreto Legislativo Nº 147 denominado “Ley de Reconciliación Nacional”. 
El 20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa dictó la denominada “Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz”. 
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165.	 La Corte considera que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, y en términos 
generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, 
humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. Para calificar una violación sexual como tortura deberá 
atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, tomando en consideración las 
circunstancias específicas de cada caso. En este sentido, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales 
que durante los conflictos armados las mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus 
derechos humanos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como 
un medio simbólico para humillar a la parte contraria o como un medio de castigo y represión. La utilización 
del poder estatal para violar los derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de 
forma directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un 
mensaje o lección. En particular, la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las 
mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima. 

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013.

361. 	 Este Tribunal considera que la violencia sexual de la cual fue víctima la señora J. por un agente del Estado 
y mientras estaba siendo detenida es un acto grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la 
víctima y el abuso de poder que despliega el agente. En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte 
considera que dicho acto fue denigrante y humillante física y emocionalmente, por lo que pudo haber causado 
consecuencias psicológicas severas para la presunta víctima. 

362. 	 Por otra parte, esta Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de las 
personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores 
endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, 
entre otros) que deberán ser analizados en cada situación concreta. Es decir, las características personales de 
una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser tomadas en cuenta al 
momento de determinar si la integridad personal fue vulnerada, ya que tales características pueden cambiar 
la percepción de la realidad del individuo, y por ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación 
cuando son sometidas a ciertos tratamientos.

363. 	 El Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio 
comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en violación del artículo 
5 de la Convención Americana. En el presente caso, el Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada al 
momento de la detención fue necesaria […]. Asimismo, la violencia sexual de que fue víctima la señora J. 
constituye también una violación a su derecho a la integridad personal. 

364. 	 Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como “tortura”, 
de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el 
maltrato: a) es intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se cometa con cualquier fin o 
propósito. Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a lesiones 
físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada 
tortura psicológica.

366. 	 Atendiendo al conjunto de las circunstancias del caso la Corte concluye que los maltratos a los que fue sometida 
la señora J. al momento de su detención constituyeron una violación del artículo 5.2 que prohíbe ser sometido 
a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

195.	 Finalmente, la Corte considera pertinente recordar, como ya fue establecido en el presente caso, que una de 
las formas que tomó la práctica generalizada de tortura fue mediante la práctica generalizada de la violencia 
sexual contra las mujeres, en particular, por parte de agentes estatales y en contra de mujeres presuntamente 
involucradas en el conflicto armado […]. Asimismo, la Corte recuerda que la DINCOTE fue señalada 
especialmente como un espacio donde la violación sexual se produjo reiteradamente […]. Al respecto, la Corte 
considera que lo sucedido a la señora Espinoza es consistente con dicha práctica generalizada. Al enmarcarse 
en dicho contexto, la Corte considera que los actos de violencia sexual en contra de Gladys Espinoza también 
constituyeron actos de tortura cuya prohibición absoluta, se reitera, pertenece hoy día al dominio del jus cogens 
internacional […]. 
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229.	 La Corte ya estableció que los actos de violencia y violación sexual perpetrados en contra de Gladys Espinoza 
durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE fueron consistentes con la práctica generalizada de violencia 
sexual que existía en el Perú en la época de los hechos […]. En este punto, la Corte recuerda que la violencia 
sexual contra las mujeres afectó a un número importante de las mujeres detenidas a causa de su real o presunto 
involucramiento personal en el conflicto armado, y que afectó también a aquéllas cuyas parejas eran miembros 
reales o supuestos de los grupos subversivos […]. En este caso, la Corte ya estableció que la tortura a la que 
fue sometida Gladys Espinoza, la cual incluyó actos de violación sexual y otras formas de violencia sexual, 
se dio dentro del marco de una detención y tuvo la finalidad de obtener información sobre el secuestro por 
parte del MRTA de un empresario. Igualmente, la Corte recuerda que los agentes estatales que la detuvieron 
junto con Rafael Salgado amenazaron a éste que hablara sobre el paradero de dicho empresario, o que de lo 
contrario “los 20 [hombres iban] a pasar por ella” […]. Es decir, el cuerpo de Gladys Espinoza como mujer 
fue utilizado a fin de obtener información de su compañero sentimental y humillar e intimidar a ambos. Estos 
actos confirman que los agentes estatales utilizaron la violencia sexual y la amenaza de violencia sexual en 
contra de Gladys Carol Espinoza Gonzáles como estrategia en la lucha contra el mencionado grupo subversivo. 
Como consecuencia de ello, la Corte determina que el haber sometido a la señora Espinoza a dicha práctica 
generalizada constituye discriminación individualizada por su condición de mujer, en violación del artículo 1.1 
de la Convención Americana en su perjuicio, en relación con los derechos a la integridad personal y a la honra y 
la dignidad establecidos en los artículos 5.1, 5.2 y 11 del mismo instrumento, y con las obligaciones establecidas 
en los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

1.6. 	Medidas de efectiva diligencia para erradicar la violencia 

1.6.1. El Estado está obligado a adoptar medidas de debida diligencia para prevenir la violencia   
contra las mujeres

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

258.	 De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con la debida 
diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico 
de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan 
actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe 
prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta 
efectiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en 
casos específicos en los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. 
Todo esto debe tomar en cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de 
las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la 
Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar las medidas adoptadas por el Estado hasta la fecha 
de los hechos del presente caso para cumplir con su deber de prevención.

277.	 Según los hechos del presente caso, las víctimas González, Ramos y Herrera eran mujeres jóvenes de 20, 17 y 
15 años respectivamente, todas humildes, una estudiante, las otras dos trabajadoras. Salieron de su casa un día 
y sus cuerpos fueron encontrados días o semanas más tarde en un campo algodonero con signos de violencia 
sexual y demás maltratos. En los días entre sus desapariciones y el hallazgo de sus cuerpos, sus madres y 
familiares acudieron a las autoridades en busca de respuestas, pero se encontraron con juicios de valor respecto 
al comportamiento de las víctimas y con ninguna acción concreta destinada a encontrarlas con vida aparte de 
la recepción de declaraciones.

278.	 La Corte ha dado por probado y el Estado ha reconocido que en el año 2001 Ciudad Juárez vivía una fuerte ola 
de violencia contra las mujeres. Los hechos del caso revelan paralelos significativos con el contexto probado.

279.	 A pesar de que el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían las mujeres de ser objeto de violencia, 
no demostró haber adoptado medidas efectivas de prevención antes de noviembre de 2001 que redujeran los 
factores de riesgo para las mujeres. Aunque el deber de prevención sea uno de medio y no de resultado […], el 
Estado no ha demostrado que la creación de la FEIHM y algunas adiciones a su marco legislativo, por más que 
fueran necesarias y demuestren un compromiso estatal, fueran suficientes y efectivas para prevenir las graves 
manifestaciones de la violencia contra la mujer que se vivía en Ciudad Juárez en la época del presente caso.
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280.	 Ahora bien, conforme a jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no puede ser responsable por 
cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las 
obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de 
los Estados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención 
y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento 
de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las 
posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular 
tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de otro particular, aquél no 
es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la 
concreción de dichas obligaciones de garantía.

1.6.2. 	El Estado está obligado a tomar medidas integrales para erradicar la violencia contra la mujer

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

258. 	 De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con la debida 
diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico 
de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan 
actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe 
prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta 
efectiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en 
casos específicos en los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. 
Todo esto debe tomar en cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de 
las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la 
Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar las medidas adoptadas por el Estado hasta la fecha 
de los hechos del presente caso para cumplir con su deber de prevención. 

281.	 En el presente caso, existen dos momentos claves en los que el deber de prevención debe ser analizado. El 
primero es antes de la desaparición de las víctimas y el segundo antes de la localización de sus cuerpos sin vida. 
En el mismo sentido: Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014, párr. 138.

282. 	 Sobre el primer momento –antes de la desaparición de las víctimas- la Corte considera que la falta de prevención 
de la desaparición no conlleva per se la responsabilidad internacional del Estado porque, a pesar de que éste tenía 
conocimiento de una situación de riesgo para las mujeres en Ciudad Juárez, no ha sido establecido que tenía 
conocimiento de un riesgo real e inmediato para las víctimas de este caso. Aunque el contexto en este caso y sus 
obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabilidad reforzada con respecto a la protección 
de mujeres en Ciudad Juárez, quienes se encontraban en una situación de vulnerabilidad, especialmente las 
mujeres jóvenes y humildes, no le imponen una responsabilidad ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en 
contra de ellas. Finalmente, la Corte no puede sino hacer presente que la ausencia de una política general 
que se hubiera iniciado por lo menos en 1998 –cuando la CNDH advirtió del patrón de violencia contra la 
mujer en Ciudad Juárez-, es una falta del Estado en el cumplimiento general de su obligación de prevención.  
En el mismo sentido: Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014, párr. 139.

283. 	 En cuanto al segundo momento –antes del hallazgo de los cuerpos– el Estado, dado el contexto del caso, tuvo 
conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato de que las víctimas fueran agredidas sexualmente, 
sometidas a vejámenes y asesinadas. La Corte considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia 
estricta frente a denuncias de desaparición de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas y 
los primeros días. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades 
de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, 
fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las 
víctimas o el lugar donde puedan encontrarse privadas de libertad. Deben existir procedimientos adecuados 
para las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades 
deben presumir que la persona desaparecida está privada de libertad y sigue con vida hasta que se ponga fin a 
la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. 

287. 	 De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal deriva la 
obligación de investigar los casos de violaciones de esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en 
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conjunto con el derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado. Asimismo, México debe 
observar lo dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la debida 
diligencia y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia contra la mujer. 

293. 	 La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares establecidos por 
el Tribunal […] tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o 
afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En similar 
sentido, la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente 
importante que la investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de 
reiterar continuamente la condena de racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las 
minorías en la habilidad de las autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial. El criterio anterior 
es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación de casos de 
violencia por razón de género. 

388. 	 A manera de conclusión, […] El Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas 
necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do 
Pará, que permitieran a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia. Esta ineficacia judicial 
frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y 
promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia 
contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada como parte del diario vivir.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

134.	 De lo anterior se colige que, conforme el marco normativo expuesto, en relación con la violencia contra la 
mujer, el deber de garantía adquiere especial intensidad en relación con niñas. Esto es así debido a que la 
vulnerabilidad consustancial a la niñez puede verse enmarcada y potenciada debido a la condición de ser mujer. 
En ese sentido, debe advertirse que las niñas son, como se ha aseverado, “particularmente vulnerables a la 
violencia” . La especial intensidad mencionada se traduce en el deber estatal de actuar con la mayor y más 
estricta diligencia para proteger y asegurar el ejercicio y goce de los derechos de las niñas frente al hecho o mera 
posibilidad de su vulneración por actos que, en forma actual o potencial implicaren violencia por razones de 
género o pudieren derivar en tal violencia.

141.	 En cuanto a este momento –antes del hallazgo del cuerpo– corresponde dilucidar si, dadas las circunstancias 
particulares del caso y el contexto en que se inserta el Estado tuvo conocimiento de que existía un riesgo real e 
inmediato de que María Isabel fuera agredida y si, dado lo anterior, surgió un deber de debida diligencia que al 
ser más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la 
actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la víctima. Deben existir procedimientos adecuados 
para las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades 
deben presumir que la persona desaparecida sigue con vida hasta que se ponga fin a la incertidumbre sobre la 
suerte que ha corrido.

142.	 Por lo expuesto, a fin de dilucidar la existencia de responsabilidad internacional estatal, debe determinarse si, 
en el caso concreto, existía una situación de riesgo atinente a la niña y si, respecto de la misma, el Estado pudo 
adoptar, en el marco de sus atribuciones, medidas tendientes a prevenirla o evitarla y que razonablemente 
juzgadas, fueran susceptibles de lograr su cometido. A tal efecto, es necesario evaluar si: a) el Estado tuvo 
oportunamente, o debió tener, conocimiento de la situación de riesgo real e inmediato en que se encontraba a 
María Isabel Veliz Franco; b) si, en su caso, tuvo posibilidades razonables de prevenir o evitar la consumación 
y, de ser así, c) si concretó la diligencia debida con medidas o acciones para evitar la lesión de los derechos de 
la niña nombrada. 

143.	 El examen referido debe hacerse teniendo en consideración lo dicho sobre el deber estatal de actuar con 
estricta diligencia en la garantía de los derechos de las niñas […]. Por otra parte, de acuerdo a lo fijado por la 
jurisprudencia de este Tribunal, para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados 
en la Convención no es necesario que se pruebe la responsabilidad del Estado más allá de toda duda razonable 
ni que se identifique individualmente a los agentes a los cuales se atribuyen los hechos violatorios , sino que es 
suficiente demostrar que se han verificado acciones u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas 
violaciones o que, en relación con estas, exista una obligación del Estado que haya sido incumplida.
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147.	 Teniendo en cuenta lo narrado en la denuncia presentada por la señora Franco Sandoval, considerando también 
que María Isabel era una niña y que, como fue señalado […], el momento de los hechos se insertaba en un lapso 
en que la evolución de la violencia homicida por año crecía en Guatemala en forma superior al crecimiento 
poblacional, la Corte colige que las autoridades estatales debieron tener lo denunciado por Rosa Elvira Franco 
como una indicación de la probable vulneración de los derechos de la niña. Si bien la citada denuncia no indicó 
explícitamente que María Isabel había sido víctima de un acto ilícito, resultaba razonable desprender que se 
encontraba en riesgo. Este Tribunal entiende que, en el marco de la debida diligencia estricta que debe observar 
el Estado en la garantía de los derechos a la vida e integridad personal de las niñas […], en las circunstancias del 
caso, los señalamientos efectuados por Rosa Elvira Franco debían tomarse en cuenta, a efectos de la realización 
de acciones de prevención, como una noticia de la posibilidad cierta de que María Isabel sufriera atentados en 
su contra.

153.	 El contexto señalado, además, no puede desvincularse, al menos en sus aspectos generales, de la impunidad 
generalizada existente en el país […]. Por ende, la existencia de tal situación obra como un factor adicional que 
coadyuva al conocimiento estatal sobre una situación de riesgo. 

154.	 Por todo lo expuesto, la Corte colige que a partir de la denuncia formalizada por Rosa Elvira Franco Sandoval, 
el Estado estuvo en conocimiento de la situación de riesgo en que se encontraba su hija, María Isabel Veliz 
Franco. El Estado además conocía, o debió conocer, que era posible que lo narrado en tal denuncia se insertara 
en un contexto que potenciaba la posibilidad de una lesión a los derechos de esa niña.

155.	 Aunado a lo expuesto, ha quedado establecida la posibilidad cierta de que María Isabel Veliz Franco estuviera 
viva cuando su madre denunció su desaparición a las autoridades […]. La falta de certeza al respecto, además, 
es atribuible a la falta de determinación por el Estado, en el marco de la investigación, del momento preciso 
del deceso. Luego de recibida tal denuncia, y hasta el hallazgo del cuerpo, el Estado no siguió ninguna acción 
sustantiva tendiente a investigar lo sucedido o evitar eventuales vulneraciones de derechos de la niña. Dada la 
incertidumbre existente en ese momento sobre la situación en que se encontraba María Isabel Veliz Franco, y 
dado el riesgo que corría la niña, resultaba imperioso obrar diligente para garantizar sus derechos. 

157.	 En cuanto al acceso a la justicia, la representante ha indicado que el Estado incumplió sus “obligaciones 
procesales” en relación con los derechos de María Isabel Veliz Franco por la falta de debida diligencia en la 
investigación, desde sus primeras fases, que derivó en la impunidad de los hechos antes referidos. Al respecto, 
queda comprendido en lo expuesto lo atinente a la actuación del Estado en las primeras horas posteriores a 
la denuncia de la desaparición de la niña. En cuanto al resto de las acciones de investigación, lo pertinente 
será considerado al efectuar el análisis de las alegadas violaciones a los derechos a las garantías judiciales y 
protección judicial en el caso […].

Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2009

140. 	 En este sentido, el Tribunal estima que la falta de investigación de hechos graves contra la integridad personal 
como torturas y violencia sexual en conflictos armados y/o dentro de patrones sistemáticos, constituyen un 
incumplimiento de las obligaciones del Estado frente a graves violaciones a derechos humanos, las cuales 
contravienen normas inderogables (jus cogens) y generan obligaciones para los Estados como la de investigar y 
sancionar dichas prácticas, de conformidad con la Convención Americana y en este caso a la luz de la CIPST y 
de la Convención de Belém do Pará. 

Asunto Pérez Torres y otros (“Campo Algodonero”) respecto México. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 30 de junio de 201150.

7. 	 Por su parte, en su escrito de 29 de septiembre de 2009, la señora Pérez Torres se refirió a algunas de las medidas 
específicas que no se habrían concretado hasta la fecha. Así, la beneficiaria indicó que: […]

50	 La Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”) de 6 de julio de 2009, 
mediante la cual el Tribunal resolvió: Ratificar la Resolución de la Presidenta de la Corte Interamericana […] de 24 de abril de 2009. Requerir al Estado que 
mantenga las medidas que hubiese adoptado, y que adopte, de forma inmediata, las medidas que sean necesarias para proteger la vida y la integridad de Rosa Isela 
Pérez Torres y de sus familiares inmediatos. […]Reiterar al Estado que continúe dando participación a los beneficiarios en la planificación e implementación de 
las medidas de protección y que, en general, les mantenga informados sobre el avance de las medidas. 

	 Las comunicaciones de 28 de agosto y 5 de noviembre de 2009, y 5 de mayo de 2011 mediante las cuales los Estados Unidos Mexicanos (en adelante, “el Estado” 
o “México”) presentó información sobre la implementación de las medidas provisionales ordenadas por la Corte a favor de la señora Pérez Torres y sus familiares 
inmediatos. En su último escrito, el Estado solicitó el levantamiento de las medidas provisionales. Los escritos de 14 y 29 de septiembre de 2009, mediante los 
cuales la señora Rosa Isela Pérez Torres (en adelante, “la señora Pérez Torres” o “la beneficiaria”) y las representantes de ésta y sus familiares inmediatos (en 
adelante “las representantes”) presentaron sus observaciones a la información sobre la implementación de las medidas provisionales ordenadas por la Corte en el 
presente asunto. Desde septiembre de 2009 las representantes no presentaron información sobre la situación de los beneficiarios de las medidas.
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iv) lo fundamental es “restablecer las condiciones de seguridad y reconocimiento a la solidaridad 
social y participación […] en torno al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, pues la 
información que se ha generado hasta ahora tiende a construir un clima de odio para las defensoras 
y de desinformación sobre la responsabilidad de cómo garantizar este derecho”. 

15. 	 Sin perjuicio de ello, el Tribunal recuerda que el artículo 1.1 de la Convención establece las obligaciones 
generales que tienen los Estados Parte de respetar los derechos y libertades en ella consagrados y de garantizar 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, en toda circunstancia. Por su parte, las 
medidas provisionales tienen un carácter excepcional y son complementarias a esta obligación general de los 
Estados. En este sentido, los supuestos de levantamiento de medidas provisionales por el Tribunal no pueden 
implicar que el Estado quede relevado de sus obligaciones convencionales de protección. Por ello la Corte 
destaca que, independientemente de la existencia de medidas provisionales específicas, el Estado se encuentra 
obligado a garantizar los derechos de la señora Pérez Torres y sus familiares inmediatos en caso de su eventual 
retorno a México. 

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012.

243. 	 […] En casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en la Convención Americana 
se complementan y refuerzan con aquellas derivadas de la Convención de Belém do Pará, que obliga de manera 
específica en su artículo 7.b) a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer. Asimismo, existe una obligación de realizar una investigación efectiva en 
determinados casos de desplazamiento forzado.

Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 201251.

275. 	 Paralelamente, el artículo 7.b de la Convención Belém do Pará obliga a los Estados Partes a utilizar la debida 
diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En concordancia con ello, esta Corte 
ha establecido en su jurisprudencia que las disposiciones del artículo 7.b de la Convención Belém do Pará 
especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos 
consagrados en la Convención Americana, tales como la obligación de garantizar el derecho reconocido en 
el artículo 5 de la Convención Americana. En estos casos las autoridades estatales deben iniciar ex officio y 
sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen conocimiento de los hechos que 
constituyen violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual. Esta obligación de investigar debe tomar 
en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de 
erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección. 

51	 Los hechos del caso: Entre los años 1962 y 1996 tuvo lugar un conflicto armado interno en Guatemala, durante el cual la desaparición forzada de personas 
constituyó una práctica del Estado, llevada a cabo principalmente por agentes de sus fuerzas de seguridad. En 1999 National Security Archive, una organización 
no gubernamental estadounidense, hizo público un documento confidencial de inteligencia estatal guatemalteca conocido como el “Diario Militar” (en adelante 
“Diario Militar”). Por otro lado, en 2005 empleados de la Procuraduría de Derechos Humanos descubrieron por accidente, en una antigua instalación de la Policía 
Nacional, videos, fotos y aproximadamente 80 millones de folios, entre otros objetos, que registran las acciones de la Policía Nacional desde 1882 a 1997. Este 
cúmulo de información se le conoce como el Archivo Histórico de la Policía Nacional. La información contenida en este Archivo confirma y complementa lo 
registrado en el Diario Militar. 

31

GÉNERO



1.6.3. El Estado está obligado a implementar medidas para erradicar la violencia de centros 
penitenciarios

Asunto Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental: Cárcel de Uribana respecto de Venezuela. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 2 de febrero de 200752.

RESUELVE: 

2. 	 Requerir al Estado que, además de las medidas de implementación inmediata ordenadas en el punto resolutivo 
anterior, adopte las medidas pertinentes para adecuar la situación descrita a las normas internacionales 
aplicables en materia de tratamiento de personas privadas de libertad, en particular: 

[…]

d) separar a los internos hombres de las internas mujeres;

Asunto Centro Penitenciario de la Región Andina respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos del 6 de septiembre de 201253.

14. 	 En el contexto de las presentes medidas provisionales, la Corte considera oportuno enfatizar la obligación de 
los Estados de tomar en consideración la atención especial que deben recibir las mujeres privadas de libertad 
embarazadas y en lactancia durante su detención. Asimismo, es deber del Estado proteger a las mujeres contra 
toda forma de discriminación y violencia, más aún cuando se encuentran bajo la custodia estatal, razón por la 
cual deben estar separadas de los hombres y ser vigiladas por personal femenino.

1.7. 	Mujeres en situación de vulnerabilidad acentuada de sus derechos: indígenas y desplazadas

1.7.1		 Mujeres Indígenas

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia 19 de noviembre de 2004.

49.12 	Con la muerte de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de la cultura maya achí, sus conocimientos no 
pudieron ser transmitidos a las nuevas generaciones, lo que ha producido en la actualidad un vacío cultural. Los 
huérfanos no recibieron la formación tradicional heredada de sus ancestros. […]

49.19 	Las mujeres que fueron objeto de violencia sexual por parte de agentes del Estado el día de la masacre y que 
sobrevivieron a la misma, continúan padeciendo sufrimientos por dicha agresión. La violación sexual de las 
mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a destruir la dignidad 
de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual. Estas mujeres se perciben como estigmatizadas en sus 
comunidades y han sufrido por la presencia de los victimarios en las áreas comunes del municipio. Además, 
la impunidad en la que permanecen estos hechos ha impedido que las mujeres participen en los procesos  
de justicia. 

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

223. 	 La Corte no pierde de vista que la señora Fernández Ortega es una mujer indígena, en una situación de especial 
vulnerabilidad, lo cual será tenido en cuenta en las reparaciones que se otorguen en esta Sentencia. Asimismo, 
el Tribunal considera que la obligación de reparar en un caso que involucre víctimas pertenecientes a una 
comunidad indígena, puede requerir de medidas de alcance comunitario […]. 

52	 La cárcel de Uribana ubicada en la ciudad de Barquisimeto, Estado Lara, presenta una ausencia de un sistema adecuado de control de la seguridad del 
establecimiento, existiendo un ambiente imperante de violencia. Esto debido, entre otros, a la poca cantidad de funcionarios (uno por cada 181 reclusos), lo que 
aumenta la inseguridad. Entre enero de 2006 y enero de 2007 se han producido 80 muertes violentas y 213 heridos, en su mayoría por arma blanca y arma de 
fuego. Durante enero de 2007 se ha producido hechos de violencia que han dejado 18 muertos y al menos 15 heridos. 

53	 El CEPRA (Centro Penitenciario de la Región Andina) está ubicado en el Municipio de Sucre, estado de Mérida. En la actualidad existen 30 funcionarios civiles 
encargados de la custodia interna. Se han registrado un gran número de hechos violentos en lo que va del año (2012). El 9 de enero de 2012 habría sido asesinado 
un interno, mientras que en la tárdelos recursos habrían tomado por la fuerza el pabellón de mujeres, secuestrando a 100 reclusas y 3 funcionarios de la Guardia 
Nacional habrían sido heridos. El 4 de marzo de 2012 se habría producido un enfrentamiento a tiros entre los internos del pabellón 1 y 2, resultado en 8 heridos 
y 9 fallecidos. 
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Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

93. 	 Por otra parte, de las circunstancias propias de la situación de la señora Rosendo Cantú, la Corte no encuentra 
elementos que afecten la credibilidad de sus declaraciones. La presunta víctima es una mujer indígena, en el 
momento de los hechos menor de edad, que vivía en una zona montañosa aislada, que tuvo que caminar varias 
horas para recibir asistencia médica por las agresiones físicas sufridas, y para denunciar la violación sexual ante 
diversas autoridades que hablaban un idioma que ella no dominaba, la cual probablemente tendría repercusiones 
negativas en su medio social y cultural, entre otros, un posible rechazo de su comunidad. Asimismo, denunció 
y perseveró en su reclamo, sabiendo que en la zona en la que vive continuaba la presencia de militares, algunos 
de los cuales ella estaba imputando penalmente la comisión de un delito grave. 

1.7.2.	Situación en desplazamiento por conflicto armado (particular afectación de mujeres)

Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 200554.

96.59	Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados han sido caracterizadas 
desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada por su proveniencia rural y se han determinado 
graves repercusiones psicológicas en las personas afectadas. Este problema afecta con especial fuerza a las 
mujeres, quienes principalmente son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población desplazada. 
En general, las mujeres, los niños y los jóvenes son los grupos más afectados por el desplazamiento. La crisis 
del desplazamiento interno provoca a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados 
internos se convierten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para [los] propios grupos paramilitares, 
de narcotráfico y de la guerrilla. […] En el mismo sentido: Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. 
Sentencia de 15 de Septiembre de 2005, párr. 175; Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia 1 
de julio de 200655, párr. 125.106, 212.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012.

59.	 Igualmente, este Tribunal ha establecido que durante el conflicto armado las mujeres fueron particularmente 
seleccionadas como víctimas de violencia sexual. Así, durante y de modo previo a las mencionadas masacres 
u “operaciones de tierra arrasada”, miembros de las fuerzas de seguridad del Estado perpetraron violaciones 
sexuales masivas o indiscriminadas y públicas, acompañadas en ocasiones de la muerte de mujeres embarazadas 
y de la inducción de abortos. Esta práctica estaba dirigida a destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, 
social, familiar e individual. Además, cabe señalar que según la CEH, cuando eran perpetradas en contra de 
comunidades mayas, “las violaciones masivas tenían un efecto simbólico, ya que las mujeres mayas tienen a 
su cargo la reproducción social del grupo [… y] personifican los valores que deben ser reproducidos en la 
comunidad”56. 

54	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 12 de julio de 1997 cuando un centenar de miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) aterrizaron en el 
aeropuerto de San José de Guaviare en vuelos irregulares y fueron recogidos por miembros del Ejército sin exigirles ningún tipo de control. El Ejército colombiano 
facilitó el transporte de los paramilitares hasta la localidad de Mapiripán.

	 El 15 de julio de 1997, más de cien hombres armados rodearon Mapiripán por vía terrestre y fluvial. Al llegar a Mapiripán, los paramilitares tomaron control del 
pueblo, comunicaciones y oficinas públicas, y procedieron a intimidar a sus habitantes. Un grupo fue torturado y asesinado.

	 La fuerza pública llegó a Mapiripán el 22 de julio de 1997, después de concluida la masacre y con posterioridad a la llegada de los medios de comunicación, 
cuando los paramilitares ya habían destruido gran parte de la evidencia física. A pesar de los recursos interpuestos, no se realizaron mayores investigaciones ni se 
sancionaron a los responsables.

55	 Los hechos del presente caso se contextualizan en el municipio de Ituango, donde la incursión de grupos armados disidentes en la zona generó un incremento de 
la actividad de las estructuras denominadas paramilitares o de “autodefensa”, así como una mayor presencia del Ejército Nacional. El 11 de junio de 1996 cerca de 
22 miembros de un grupo paramilitar se dirigieron al corregimiento de La Granja, Ituango, donde asesinaron a un grupo de pobladores. A pesar de los recursos 
judiciales interpuestos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.

	 Asimismo, entre los días 22 de octubre y 12 de noviembre del año 1997 tuvo lugar otra incursión paramilitar en el corregimiento de El Aro. 30 hombres armados 
torturaron y asesinaron a un grupo de pobladores. Adicionalmente el grupo paramilitar obligó y forzó, bajo amenaza de muerte, a algunos residentes del área a 
arrear ganado robado durante varios días. Durante la incursión, los paramilitares sustrajeron entre 800 y 1.200 cabezas de ganado. Finalmente, antes de retirarse 
de El Aro, los paramilitares destruyeron e incendiaron gran parte de las casas. Algunos autores de los delitos fueron investigados y sancionados, en ausencia, en 
el marco de un proceso penal.

56	 Informe “Guatemala, Memoria del Silencio”, capítulo segundo, tomo III, párr. 3348 y 3418. Igualmente, la perita Rosalina Tuyuk refirió durante la audiencia 
pública que las violaciones sexuales cometidas en contra de las mujeres mayas han impedido, en muchos casos, la procreación del pueblo, debido a las secuelas 
psicológicas provocadas por las mismas. Además, señaló que muchas de las mujeres violadas sexualmente mantienen lo que han vivido en secreto, puesto que 
divulgarlo “significaría […para ellas] la deshonra, las críticas, los señalamientos y la vergüenza que de alguna manera [se] ocasiona dentro de la familia […]”. 
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Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

225.	 En este caso, la Corte ya estableció que durante el período del conflicto comprendido entre 1980 y 2000, la 
violencia sexual fue una práctica generalizada dentro de las fuerzas de seguridad, la cual afectó principalmente 
a las mujeres […]. La Corte considera que esta práctica constituyó violencia basada en género pues afectó 
a las mujeres por el solo hecho de serlo, y que, tal como se desprende de la prueba, fue favorecida por la 
legislación antiterrorista vigente para la fecha, la cual se caracterizó por la ausencia de garantías mínimas para 
los detenidos, además de disponer, entre otros, la potestad de incomunicar a los detenidos y el aislamiento 
celular […]. 

226.	 Al respecto, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales que durante los conflictos armados las 
mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos 
de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como un medio simbólico para humillar a la parte 
contraria o como un medio de castigo y represión. La utilización del poder estatal para violar los derechos de las 
mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, puede tener el objetivo de causar 
un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección. En particular, la violación sexual 
constituye una forma paradigmática de violencia contra las mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a 
la persona de la víctima. 

227.	 En este sentido, en la audiencia pública ante la Corte, la perita Julissa Mantilla señaló que, en los conflictos 
armados, “la violencia sexual no es un hecho casual, no es un hecho colateral a la guerra sino que […] puede 
ser una estrategia de guerra”57.

228.	 La Corte nota que el testigo Félix Reátegui, asesor principal del Presidente de la CVR y coordinador operativo 
de la Unidad de su Informe Final, clasificó la violencia sexual contra la mujer en el Perú como un “patr[ón] de 
criminalidad” dado que, “al mismo tiempo que fue una conducta recurrente tanto de agentes no estatales […] 
como de agentes estatales, es decir, [de] miembros de las fuerzas armadas y la policía[,…] la conducta violatoria 
sexualmente tiene una recurrencia, una generalidad y una sistematicidad que hace que en ciertos momentos 
y en ciertos lugares se tenga que hablar de crímenes de lesa humanidad atribuibles tanto a agentes estatales 
como a agentes no estatales”. Señaló, además, que dichos actos podían tener una motivación instrumental y 
no instrumental, en los siguientes términos: “una motivación que se podría denominar instrumental que se 
asocia con la intención de: castigar a la víctima; destruir moralmente a la víctima; castigar y humillar y destruir 
moralmente al varón por medio de la utilización del cuerpo de la víctima mujer; extraer confesiones mediante 
tortura. La otra orientación, no instrumental, es sencillamente el ejercicio del poder absoluto que el varón tiene 
sobre la mujer, en algunos casos también utilizándose como ‘recompensa’ que el jefe de una unidad armada da a 
sus subalternos para que se satisfagan con la mujer, que en este caso por lo tanto comienza a ser utilizada como 
un botín de guerra para la satisfacción sexual de los soldados o subalternos”58. 

229.	 La Corte ya estableció que los actos de violencia y violación sexual perpetrados en contra de Gladys Espinoza 
durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE fueron consistentes con la práctica generalizada de violencia 
sexual que existía en el Perú en la época de los hechos […]. En este punto, la Corte recuerda que la violencia 
sexual contra las mujeres afectó a un número importante de las mujeres detenidas a causa de su real o presunto 
involucramiento personal en el conflicto armado, y que afectó también a aquéllas cuyas parejas eran miembros 
reales o supuestos de los grupos subversivos […]. En este caso, la Corte ya estableció que la tortura a la que 
fue sometida Gladys Espinoza, la cual incluyó actos de violación sexual y otras formas de violencia sexual, 
se dio dentro del marco de una detención y tuvo la finalidad de obtener información sobre el secuestro por 
parte del MRTA de un empresario. Igualmente, la Corte recuerda que los agentes estatales que la detuvieron 
junto con Rafael Salgado amenazaron a éste que hablara sobre el paradero de dicho empresario, o que de lo 
contrario “los 20 [hombres iban] a pasar por ella” […]. Es decir, el cuerpo de Gladys Espinoza como mujer 
fue utilizado a fin de obtener información de su compañero sentimental y humillar e intimidar a ambos. Estos 
actos confirman que los agentes estatales utilizaron la violencia sexual y la amenaza de violencia sexual en 
contra de Gladys Carol Espinoza Gonzáles como estrategia en la lucha contra el mencionado grupo subversivo. 
Como consecuencia de ello, la Corte determina que el haber sometido a la señora Espinoza a dicha práctica 
generalizada constituye discriminación individualizada por su condición de mujer, en violación del artículo 1.1 
de la Convención Americana en su perjuicio, en relación con los derechos a la integridad personal y a la honra y 
la dignidad establecidos en los artículos 5.1, 5.2 y 11 del mismo instrumento, y con las obligaciones establecidas 
en los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

57	 Declaración de Julissa Mantilla rendida en la audiencia pública sobre el fondo celebrada en el presente caso.
58	 Declaración rendida el 27 de marzo de 2014 ante fedatario público por Félix Reategui Carrillo (expediente de fondo, folios 921 y 926).
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1.7.3.	Medidas especiales de protección para defensoras de derechos humanos.

Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 201459. 

157.	 Es criterio de la Corte que los Estados deben disponer de medidas especiales de protección adecuadas y 
efectivas. Para que las medidas sean adecuadas, deben ser idóneas para enfrentar la situación de riesgo en que 
se encuentre la persona y, para ser efectivas, deben ser capaces de producir los resultados para el que han sido 
concebidos. La Corte considera que, al tratarse de defensoras y defensores de derechos humanos, para que se 
cumpla con el requisito de idoneidad es necesario que las medidas especiales de protección: a) sean acordes 
con las funciones que desempeñan las defensoras y los defensores; b) el nivel de riesgo debe ser objeto de 
una evaluación a fin de adoptar y monitorear las medidas que se encuentren vigentes; y c) deben poder ser 
modificadas según la variación de la intensidad de riesgo. Para tales efectos, es necesario que la modalidad 
de las medidas de protección sea acordada en consulta con las defensoras y los defensores para concretar una 
intervención oportuna, especializada y proporcional al riesgo que pudiera enfrentar el defensor o defensora. A 
su vez, el enfoque de género debe tener especial importancia dentro del procedimiento de evaluación del riesgo, 
ya que podría traducirse en un impacto diferenciado del nivel de riesgo, así como en la implementación de las 
medidas de protección. Para la efectividad de las medidas resulta esencial: a) una respuesta estatal inmediata 
desde el primer momento en que toma conocimiento de la existencia del riesgo, para que sean oportunas; 
b) que las personas que intervienen en la protección a defensoras y defensores cuenten con la capacitación y 
entrenamiento necesario para desempeñar sus funciones y sobre la importancia de sus acciones; y c) deben 
estar en vigor durante el tiempo que las víctimas de violencia o amenazas lo necesiten.

2. 	 DERECHOS ESPECÍFICOS QUE LA CORTE HA VINCULADO CON EL 
TEMA DE GÉNERO Y MUJERES

Respecto de los derechos y libertades convencionales hay una serie de desarrollos jurisprudenciales en la línea 
de hacer una relectura de los derechos a partir de las características de las titulares de derechos. La Corte ha tratado el 
derecho a la vida en relación con las situaciones de embarazo de la mujer y también en casos relativos a las condiciones 
carcelarias en que viven las mujeres; la integridad personal, fundamentalmente, en materia de violencia sexual; la vida 
privada y autonomía; y, el derecho de acceso a la justicia.

59	 Entre 1962 y 1996 tuvo lugar en Guatemala un conflicto armado interno. Según la Comisión de Esclarecimiento histórico, los intentos de formar organizaciones 
defensoras de derechos humanos tuvieron como resultado la eliminación de sus dirigentes, y durante los años ochenta, la aparición de nuevos grupos sólo 
incrementó la acción represiva por parte del Estado. El año 1994, en el marco de los acuerdos suscritos entre el Gobierno y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatamalteca (URNG) para alcanzar una solución negociada al conflicto, se firmó el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos que reconocía la importancia de 
las instituciones y entidades nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, y la conveniencia de su fortalecimiento y consolidación. 

	 A pesar de ello, durante los años siguientes, volvieron a producirse numerosos actos de hostigamiento y agresión en contra de defensores y defensoras de 
derechos humanos. Es más, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el año 2004, señaló que la cantidad de actos de agresiones en contra de ellos había 
aumentado y formaba parte de un patrón de intimidación hacia los defensores de derechos humanos que tenía como objetivo impedir la actuación efectiva del 
Poder Judicial de dicho país en la investigación y juzgamiento de los crímenes cometidos durante el conflicto armado interno, asegurando la impunidad.

	 El señor A.A., nacido en 1930, promotor de los derechos humanos, tenía cinco hijos (entre los cuales estaba Y.A. y B.A), y cinco nietos. El año 1983 el hijo de 
A.A., Y.A., fue desaparecido en la Ciudad de Guatemala por agentes estatales, hecho establecido en la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
emitida en el caso Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. Guatemala. La familia de A.A. en ese entonces, fue considerada como subversiva, y por lo tanto se vieron 
forzados a trasladarse dentro de Guatemala, a México y a Estados Unidos entre los años 1983 y 1987 aproximadamente. 

	 El año 1997, retorna A.A. a Guatemala, retomando su liderazgo en la Aldea Cruce de la Esperanza en la cual participó en la fundación de la Asociación Integral de 
Personas con Discapacidad de Occidente y Sur de Guatemala (AIDOS), promovió la construcción de la Escuela de Autogestión Comunitaria de la Aldea Cruce 
de la Esperanza, siendo posteriormente el Presidente de su Comité Educativo COEDUCA; y, se desempeñó como Vicepresidente del Comité de Prevención a la 
Minusvalía Escolar, creado en 2001 y conformado por vecinos del municipio de Santa Lucía. El año 2002, el señor A.A. fue nombrado como “Héroe Anónimo” 
por el Sistema de las Naciones Unidas en Guatemala, por su compromiso con la construcción de la paz y el desarrollo de su comunidad, particularmente por la 
participación en la construcción de viviendas. El año 2004, es escogido como Alcalde Comunitario del Consejo Comunitario de Desarrollo de la Aldea Cruce 
Esperanza. 

	 El 20 de diciembre del mismo año, época en la cual se encontraba con su familia exigiendo justicia por la desaparición de su hijo Y.A., es asesinado. Su cuerpo 
es encontrado con tres impactos de proyectil de arma de fuego. Con posterioridad a la muerte, se solicitan medidas de seguridad para la señora B.A y su familia, 
debido a la existencia de amenazas de muerte que ha recibido la familia y el reciente asesinato de su padre, sin que se haya llevado a cabo medida alguna por la 
Policía Nacional Civil. No así por la Policía Municipal, durante los nueve días de rezo siguientes a la muerte. Posteriormente a eso tanto B.A con sus hijos (20 y 14 
años), como E.A con sus hijos (12 y 7 años) se trasladan fuera de la ciudad, retornando B.A en el año 2006, a partir del cual continúa con sus labores de promoción 
de derechos humanos y la mujer. En 2005 B.A. presentó una denuncia ante el Ministerio Público por hostigamientos, la cual es desestimado el 28 de febrero del 
2008.

	 Debido a la muerte de A.A., se inicia una investigación penal por la Fiscalía de Santa Lucía de Cotzumalguapa, siendo remitido el caso en marzo del 2005 a la 
Fiscalía Especial de Derechos Humanos. Durante el procedimiento ante la Corte, el Estado sostuvo que la investigación seguía abierta. 
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2.1. 	Vida y embarazo

2.1.1. 	Deber del Estado de asegurar la salud de mujeres embarazadas

Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de junio 
de 200560.

221. 	 En vista de lo anterior, el Tribunal dispone que, mientras la Comunidad se encuentre sin tierras, dado su 
especial estado de vulnerabilidad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos tradicionales de subsistencia, 
el Estado deberá suministrar, de manera inmediata y periódica, agua potable suficiente para el consumo y aseo 
personal de los miembros de la Comunidad; brindar atención médica periódica y medicinas adecuadas para 
conservar la salud de todas las personas, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres embarazadas, 
incluyendo medicinas y tratamiento adecuado para la desparasitación de todos los miembros de la Comunidad; 
entregar alimentos en cantidad, variedad y calidad suficientes para que los miembros de la Comunidad tengan 
las condiciones mínimas de una vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado a fin 
de que se maneje efectiva y salubremente los desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a la escuela ubicada 
en el asentamiento actual de la Comunidad, con materiales bilingües suficientes para la debida educación de 
sus alumnos.

Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 29 de marzo 
de 200661.

177. 	 […] Lo anterior [protección del Estado en relación a los derechos de los niños] no puede desligarse de la 
situación igualmente vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar 
especial atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las 
madres, en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios adecuados de 
atención médica.

Caso Comunidad Indígena Xàkmok Kàsek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 201062.

233. 	 Al respecto, la Corte resalta que la extrema pobreza y la falta de adecuada atención médica a mujeres en estado 
de embarazo o post-embarazo son causas de alta mortalidad y morbilidad materna. Por ello, los Estados deben 
brindar políticas de salud adecuadas que permitan ofrecer asistencia con personal entrenado adecuadamente 
para la atención de los nacimientos, políticas de prevención de la mortalidad materna a través de controles 
prenatales y post-parto adecuados, e instrumentos legales y administrativos en políticas de salud que permitan 
documentar adecuadamente los casos de mortalidad materna. Lo anterior, en razón a que las mujeres en estado 
de embarazo requieren medidas de especial protección. 

60	 Los hechos del presente caso se relacionan con la Comunidad indígena Yakye Axa, conformada por más de 300 personas. A finales del siglo XIX grandes 
extensiones de tierra del Chaco paraguayo fueron vendidas. A principios del año 1986 los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa se trasladaron a 
otra extensión de tierra debido a las graves condiciones de vida que tenían en las estancias ganaderas. Desde el año 1996 parte de la Comunidad Yakye Axa está 
asentada al costado de una carretera. En este lugar se encuentran asentadas un número que oscila entre 28 a 57 familias. El grupo restante de miembros de la 
Comunidad Yakye Axa permanecen en algunas aldeas de la zona.

61	 Los hechos del presente caso se enmarcan en el Chaco paraguayo, donde tradicionalmente habitan los miembros de la comunidad Sawhoyamaxa. Las tierras 
de esta zona fueron individualizadas como fincas y figuraban a nombre de dos compañías privadas. En 1991, la Comunidad Sawhoyamaxa inició el proceso de 
reivindicación de sus tierras ypresentó una serie de recursos judiciales, sin que se tuviera mayor éxito. Los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa vivían 
en situación de pobreza extrema, caracterizada por los bajos niveles de salud y atención médica, explotación laboral y restricciones de poseer cultivos y ganado 
propio y de practicar libremente actividades tradicionales de subsistencia. La mayoría de los miembros de la Comunidad decidieron salir de dichas estancias por 
lo que vivían al borde de una carretera nacional en condiciones de pobreza extrema, sin ningún tipo de servicios.

62	 Los hechos del presente caso se relacionan con la comunidad indígena Xákmok Kásek, de la región del Chaco paraguayo, conformada por 66 familias. Tal 
fue el caso de los miembros de la comunidad Xákmok Kásek, que tradicionalmente se encontraban en la zona donde posteriormente se fundó la “Estancia 
Salazar”, en cuyo casco se fueron juntando los miembros de la Comunidad. La vida de los miembros de la Comunidad al interior de la “Estancia Salazar” se vio 
condicionada por restricciones al uso del territorio, derivadas de la propiedad privada sobre las tierras que ocupaban. El 25 de febrero de 2008 los miembros 
de la Comunidad se trasladaron y se asentaron en 1.500 hectáreas cedidas por un grupo de comunidades Angaité. A finales del 2002, parte del territorio en 
reivindicación fue adquirido por una Cooperativa Menonita. En 2008 la Presidencia de la República declaró, 12.450 hectáreas de la Estancia Salazar como un Área 
Silvestre Protegida bajo dominio privado, sin consultar a los miembros de la Comunidad ni tener en cuenta su reclamo territorial. Ese mismo año la Comunidad 
promovió una acción de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia, en contra del decreto mencionado, pero hasta la fecha de emisión de la sentencia 
el procedimiento se mantenía suspendido. 
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Asunto Centro Penitenciario de la Región Andina respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos del 6 de septiembre de 2012.

10. 	 […] Asimismo, la población femenina del anexo del penal habría sido “secuestrada” por los reclusos en dos 
ocasiones. Del mismo modo, la información indica que los recientes hechos de violencia podrían haber tenido 
consecuencias particulares sobre las mujeres privadas de libertad, tales como “abort[os] producto de la situación 
de tensión en la que se encuentran” […]. 

14. 	 En el contexto de las presentes medidas provisionales, la Corte considera oportuno enfatizar la obligación de 
los Estados de tomar en consideración la atención especial que deben recibir las mujeres privadas de libertad 
embarazadas y en lactancia durante su detención. Asimismo, es deber del Estado proteger a las mujeres contra 
toda forma de discriminación y violencia, más aún cuando se encuentran bajo la custodia estatal, razón por la 
cual deben estar separadas de los hombres y ser vigiladas por personal femenino.

2.1.2. 	Alcances de la protección del derecho a la vida (art. 4 CADH) 

Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012

222. 	 La expresión “toda persona” es utilizada en numerosos artículos de la Convención Americana y de la 
Declaración Americana. Al analizar todos estos artículos no es factible sostener que un embrión sea titular y 
ejerza los derechos consagrados en cada uno de dichos artículos. Asimismo, teniendo en cuenta lo ya señalado 
en el sentido que la concepción sólo ocurre dentro del cuerpo de la mujer […], se puede concluir respecto al 
artículo 4.1 de la Convención que el objeto directo de protección es fundamentalmente la mujer embarazada, 
dado que la defensa del no nacido se realiza esencialmente a través de la protección de la mujer, como se 
desprende del artículo 15.3.a) del Protocolo de San Salvador, que obliga a los Estados Parte a “conceder atención 
y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable después del parto”, y del artículo VII de la 
Declaración Americana, que consagra el derecho de una mujer en estado de gravidez a protección, cuidados y 
ayudas especiales. 

226. 	 Ni en su Observación General No. 6 (derecho a la vida), ni en su Observación General No. 17 (Derechos del 
niño), el Comité de Derechos Humanos se ha pronunciado sobre el derecho a la vida del no nacido. Por el 
contrario, en sus observaciones finales a los informes de los Estados, el Comité de Derechos Humanos ha 
señalado que se viola el derecho a la vida de la madre cuando las leyes que restringen el acceso al aborto 
obligan a la mujer a recurrir al aborto inseguro, exponiéndola a morir. Estas decisiones permiten afirmar que 
del PIDCP no se deriva una protección absoluta de la vida prenatal o del embrión. 

297. 	 El Comité para la Eliminación de la Discriminación de la Mujer ha señalado que cuando una “decisión de aplazar 
la intervención quirúrgica debido al embarazo estuvo influenciada por el estereotipo de que la protección del 
feto debe prevalecer sobre la salud de la madre”, ésta resulta discriminatoria. La Corte considera que en el 
presente caso se está ante una situación parecida de influencia de estereotipos, en la cual la Sala Constitucional 
dio prevalencia absoluta a la protección de los óvulos fecundados sin considerar la situación de discapacidad de 
algunas de las mujeres.

Asunto B. respecto de El Salvador. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 29 de mayo 
de 201363

RESUELVE:

1. 	 Requerir al Estado de El Salvador que adopte y garantice, de manera urgente, todas las medidas que sean 
necesarias y efectivas para que el grupo médico tratante de la señora B. pueda adoptar, sin interferencia alguna, 
las medidas médicas que se consideren oportunas y convenientes para asegurar la debida protección de los 
derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana y, de este modo, evitar daños que 
pudiesen llegar a ser irreparables a los derechos a la vida y la integridad personal y a la salud de la señora B., 
conforme a lo expresado en los párrafos considerativos 11 a 17 de la presente Resolución.

63	 B. es una mujer de 22 años de edad que sufre lupus eritematoso discoide agravado con nefritis lúpica. A mediados de abril (del año 2013) se encontraba en 
la semana veinte de su segundo embarazo, y a través de ecografía se determinó que el feto es anencefálico (sin cerebro), anomalía incompatible con la vida 
intrauterina. Debido a su enfermedad, llevar a término el embarazo era altamente riesgoso para la vida de B. El Director emitió una orden condicionada, a lo que 
se alegó que la vida de B. estaba en riesgo, por lo que no debía condicionarse la orden de término de su embarazo a través de un recurso de amparo. Este recurso 
es admitido por la Corte Suprema de Justicia. A pesar de que se le administraban medicamentos, no se designada personal para terminar el proceso de gestación.
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Asunto B. respecto de El Salvador. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 19 de agosto 
de 2013.

14. 	 Sobre el requisito de la extrema gravedad, la Corte observa que el procedimiento médico que interrumpió el 
embarazo de la señora B. fue practicado el 3 de junio de 2013 […]. Al respecto, la Corte estima relevante resaltar 
que valora positivamente la labor adecuada y oportuna de las autoridades estatales para dar cumplimiento a las 
medidas provisionales que fueron ordenadas a favor de la señora B. Por otra parte, la Corte observa que después 
de realizada la cesárea la señora B. se encontraría estable […]. Teniendo en cuenta lo anterior, el Tribunal 
considera que los posibles riesgos a su vida y a la integridad personal que pudieran surgir por la continuación 
de dicho embarazo, y por los cuales se adoptaron las medidas provisionales en el presente asunto, no subsisten 
actualmente. El Tribunal destaca que las representantes hicieron referencia a que tendrían información 
relacionada con posibles problemas de salud de la señora B. que continuarían después de que se llevó a cabo 
la cesárea, sin embargo, las representantes no presentaron documentación médica alguna que sustentara dicha 
afirmación y se limitaron a solicitar que el Estado efectuara una evaluación para determinar el estado actual 
de salud de la señora B.. Por ello, la Corte no cuenta con información suficiente que permita determinar que 
actualmente la señora B. se encuentra en una situación de extrema gravedad, más aún, si se tiene en cuenta que 
no subsiste la situación fáctica que dio origen a estas medidas provisionales. Al no cumplirse con uno de los 
requisitos señalados en el artículo 63 de la Convención, el Tribunal considera necesario levantar las medidas 
provisionales adoptadas a su favor.

2.2. 	Integridad personal y violencia contra las mujeres (art. 5 CADH)

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 25 de noviembre  
de 2006.

276. 	 Asimismo, en cuanto a los referidos aspectos específicos de violencia contra la mujer, esta Corte aplicará el 
artículo 5 de la Convención Americana y fijará sus alcances, tomando en consideración como referencia de 
interpretación las disposiciones pertinentes de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, ratificada por el Perú el 4 de junio de 1996, y la Convención sobre 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada por Perú el 13 de septiembre de 
1982, vigente en la época de los hechos, ya que estos instrumentos complementan el corpus juris internacional en 
materia de protección de la integridad personal de las mujeres, del cual forma parte la Convención Americana. 

292. 	 […] Al respecto, además de la protección que otorga el artículo 5 de la Convención Americana, es preciso 
señalar que el artículo 7 de la Convención de Belem do Pará señala expresamente que los Estados deben velar 
porque las autoridades y agentes estatales se abstengan de cualquier acción o práctica de violencia contra  
la mujer. 

308. 	 El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por hombres armados, en el 
estado precario de salud en que se encontraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, 
que les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte 
de los agentes de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al 
sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de violencia sexual atentaron 
directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas 
que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la 
presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

312. 	 Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye que los actos de violencia sexual a que fue sometida una 
interna bajo supuesta “inspección” vaginal dactilar […] constituyeron una violación sexual que por sus efectos 
constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, así como por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de 
la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la interna indicada 
en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma. 

319. 	 Dentro de las graves condiciones de detención se encuentran […] desatención de las necesidades fisiológicas de 
la mujer al negarles materiales de aseo personal, como jabón, papel higiénico, toallas sanitarias y ropa íntima 
para cambiarse; desatención de las necesidades de salud pre y post natal; prohibición de dialogar entre sí, 
leer, estudiar y realizar trabajos manuales. El daño y sufrimiento experimentados por las mujeres en general y 
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especialmente las mujeres embarazadas y por las internas madres resultó particularmente grave en los términos 
que se describen más adelante.

333. 	 Este Tribunal considera que el conjunto de condiciones de detención y de tratamiento a las que fueron sometidos 
los internos en los centros penales donde se les trasladó o reubicó con posterioridad al llamado “Operativo 
Mudanza 1”, constituyó tortura física y psicológica infligida a todos ellos, con violación de los artículos 5.2 de 
la Convención Americana, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Asunto Rosendo Cantú y otra respecto México. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 
2 de febrero de 2010.

12. 	 La información presentada por los representantes y el Estado […]demuestra, prima facie, que la señora 
Rosendo y su hija, quienes son presuntas víctimas en un caso ante esta Corte relacionado, inter alia, con la 
alegada violación sexual en perjuicio de la primera de ellas, supuestamente cometida por personal militar, y con 
la falta de investigación de tales hechos, se encontrarían en una situación de extrema gravedad y urgencia, dado 
que sus vidas e integridad personal estarían amenazadas y en grave riesgo. Ello resultaría de los seguimientos 
realizados, las fotografías tomadas y la tentativa de privación de libertad respecto de la niña alegadas. En 
consecuencia, el Tribunal estima necesaria la protección de dichas personas a través de medidas provisionales, 
a la luz de lo dispuesto en la Convención.

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

124. 	 Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto 
mediante actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o 
moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente 
traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. 
Las mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun 
sociales. 

127. 	 La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue entre otros, 
los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. La violación sexual de la 
señora Fernández Ortega se produjo en el marco de una situación en la que los agentes militares interrogaron a 
la víctima y no obtuvieron respuesta sobre la información solicitada […]. Sin descartar la eventual concurrencia 
de otras finalidades, la Corte considera probado que el presente caso tuvo la finalidad específica de castigo ante 
la falta de información solicitada. 

128. 	 Por otra parte, esta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura aún cuando consista en 
un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales, como puede ser el domicilio de la víctima. Esto es así ya 
que los elementos objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se refieren ni a la acumulación 
de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la 
finalidad del acto, requisitos que en el presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, la 
Corte concluye que la violación sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la 
señora Fernández Ortega, constituyendo un acto de tortura en los términos del artículo 5.2 de la Convención 
Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

131. 	 Con base en lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable por la violación de los derechos a 
la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, consagrados, respectivamente, en los artículos 5.2, 
11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 del mismo tratado y 1, 2 y 6 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como por el incumplimiento del deber 
establecido en el artículo 7.a de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, en perjuicio de la señora Fernández Ortega.
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Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

110. 	 El Tribunal examinará si los hechos del presente caso se subsumen en la figura de tortura, como lo afirmaron 
la Comisión Interamericana y los representantes. A tal efecto, la Corte recuerda que en el caso Bueno Alves 
Vs. Argentina, siguiendo la definición establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura, entendió que se está frente a un acto de tortura cuando el maltrato cumple con los siguientes 
requisitos: i) es intencional; ii) causa severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) se comete con determinado 
fin o propósito.

114. 	 Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto 
mediante actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o 
moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente 
traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. 
Las mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y  
aun sociales. 

Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011.

98. 	 Los señalados actos cometidos contra María Claudia García pueden ser calificados como una de las más 
graves y reprochables formas de violencia contra la mujer, que habrían sido perpetrados por agentes estatales 
argentinos y uruguayos, que afectaron gravemente su integridad personal y estuvieron claramente basados 
en su género. Los hechos le causaron daños y sufrimientos físicos y psicológicos que, por los sentimientos 
de grave angustia, desesperación y miedo que pudo experimentar al permanecer con su hija en un centro 
clandestino de detención, donde usualmente se escuchaban las torturas infligidas a otros detenidos en el SID, 
y no saber cuál sería el destino de ella cuando fueron separadas, así como haber podido prever su fatal destino, 
constituyen una afectación de tal magnitud que debe ser calificada como la más grave forma de vulneración de su  
integridad psíquica.

101. 	 En consideración de lo anterior, en virtud de su desaparición forzada, que se mantiene hasta el día de hoy, la 
Corte concluye que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, la integridad 
personal, la vida y al reconocimiento a la personalidad jurídica de la señora María Claudia García Iruretagoyena, 
reconocidos en los artículos 7.1, 5.1 y 5.2, 4.1 y 3, en razón del incumplimiento de sus obligaciones de respetar 
y garantizar esos derechos, establecidas en el artículo 1.1, todos de la Convención Americana, en relación con 
los artículos I y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012.

132. 	 En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte ha considerado que la violación sexual es una experiencia 
sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las 
mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas, e inclusive, 
sociales. La Corte también ha establecido que, en determinadas situaciones, la violación sexual también puede 
constituir una forma de tortura de la víctima. 

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012.

165.	 La Corte considera que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, y en términos 
generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, 
humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. Para calificar una violación sexual como tortura deberá 
atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, tomando en consideración las 
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circunstancias específicas de cada caso. En este sentido, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales 
que durante los conflictos armados las mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus 
derechos humanos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como 
un medio simbólico para humillar a la parte contraria o como un medio de castigo y represión. La utilización 
del poder estatal para violar los derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de 
forma directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un 
mensaje o lección. En particular, la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las 
mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima.

167. 	 En razón de lo expuesto, el Tribunal considera que las violaciones sexuales a las cuales fueron sometidas las 
mujeres en el caserío El Mozote estando bajo el control de efectivos militares, constituyeron una violación del 
artículo 5.2 de la Convención Americana, así como del artículo 11.2 de la misma, en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento, aunque no cuenta con prueba suficiente que permita establecer la individualización 
de las personas en perjuicio de quienes se habría concretado esta vulneración, todo lo cual corresponde a los 
tribunales internos investigar. 

2.3. 	Vida privada y autonomía (art. 11 CADH)

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012.

133.	 Por otro lado, la Corte ha precisado que si bien el artículo 11 de la Convención Americana se titula “Protección 
de la Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, entre otros, la protección de la vida privada. El concepto 
de vida privada comprende entre otros ámbitos protegidos, la vida sexual. En el mismo sentido: Caso Gudiel 
Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre 
de 2012, párr. 276.

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de  
25 de octubre de 2012.

166. 	 En cuanto a la alegada violación del artículo 11 de la Convención Americana, en base a los mismos hechos, el 
Tribunal ya ha precisado que el contenido de dicha norma incluye, entre otros, la protección de la vida privada. 
Por su parte, el concepto de vida privada es un término amplio no susceptible de definiciones exhaustivas, pero 
que comprende, entre otros ámbitos protegidos, la vida sexual y el derecho a establecer y desarrollar relaciones 
con otros seres humanos. La Corte estima que las violaciones sexuales perpetradas contra las mujeres jóvenes en 
el caserío El Mozote vulneraron valores y aspectos esenciales de la vida privada de las mismas, supusieron una 
intromisión en su vida sexual y anularon su derecho a tomar libremente las decisiones respecto con quien tener 
relaciones sexuales, perdiendo de forma completa el control sobre sus decisiones más personales e íntimas, y 
sobre las funciones corporales básicas. 

167. 	 En razón de lo expuesto, el Tribunal considera que las violaciones sexuales a las cuales fueron sometidas las 
mujeres en el caserío El Mozote estando bajo el control de efectivos militares, constituyeron una violación del 
artículo 5.2 de la Convención Americana, así como del artículo 11.2 de la misma, en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento, aunque no cuenta con prueba suficiente que permita establecer la individualización 
de las personas en perjuicio de quienes se habría concretado esta vulneración, todo lo cual corresponde a los 
tribunales internos investigar.

 
Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012.

143. 	 El ámbito de protección del derecho a la vida privada ha sido interpretado en términos amplios por los tribunales 
internacionales de derechos humanos, al señalar que éste va más allá del derecho a la privacidad. La protección 
a la vida privada abarca una serie de factores relacionados con la dignidad del individuo, incluyendo, por 
ejemplo, la capacidad para desarrollar la propia personalidad y aspiraciones, determinar su propia identidad y 
definir sus propias relaciones personales. El concepto de vida privada engloba aspectos de la identidad física y 
social, incluyendo el derecho a la autonomía personal, desarrollo personal y el derecho a establecer y desarrollar 
relaciones con otros seres humanos y con el mundo exterior. La efectividad del ejercicio del derecho a la vida 
privada es decisiva para la posibilidad de ejercer la autonomía personal sobre el futuro curso de eventos 
relevantes para la calidad de vida de la persona. La vida privada incluye la forma en que el individuo se ve a sí 
mismo y cómo decide proyectarse hacia los demás, y es una condición indispensable para el libre desarrollo de 
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la personalidad. Además, la Corte ha señalado que la maternidad forma parte esencial del libre desarrollo de 
la personalidad de las mujeres. Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte considera que la decisión de ser o 
no madre o padre es parte del derecho a la vida privada e incluye, en el presente caso, la decisión de ser madre 
o padre en el sentido genético o biológico.

146. 	 En segundo lugar, el derecho a la vida privada se relaciona con: i) la autonomía reproductiva, y ii) el acceso 
a servicios de salud reproductiva, lo cual involucra el derecho de acceder a la tecnología médica necesaria 
para ejercer ese derecho. El derecho a la autonomía reproductiva está reconocido también en el artículo 16 
(e) de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, según el 
cual las mujeres gozan del derecho “a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo 
entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer 
estos derechos”. Este derecho es vulnerado cuando se obstaculizan los medios a través de los cuales una mujer 
puede ejercer el derecho a controlar su fecundidad. Así, la protección a la vida privada incluye el respeto de 
las decisiones tanto de convertirse en padre o madre, incluyendo la decisión de la pareja de convertirse en  
padres genéticos. 

2.4. 	Derecho de acceso a la justicia (art. 8 y 25 CADH)

2.4.1. 	Deber de los Estados de investigar con la debida diligencia denuncias de desapariciones 

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

283.	  En cuanto al segundo momento -antes del hallazgo de los cuerpos- el Estado, dado el contexto del caso, tuvo 
conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato de que las víctimas fueran agredidas sexualmente, 
sometidas a vejámenes y asesinadas. La Corte considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia 
estricta frente a denuncias de desaparición de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas y 
los primeros días. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades 
de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, 
fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las 
víctimas o el lugar donde puedan encontrarse privadas de libertad. Deben existir procedimientos adecuados 
para las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades 
deben presumir que la persona desaparecida está privada de libertad y sigue con vida hasta que se ponga fin a 
la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. 

284. 	 México no demostró haber adoptado las medidas razonables, conforme a las circunstancias que rodeaban a los 
casos, para encontrar a las víctimas con vida. El Estado no actuó con prontitud dentro de las primeras horas y 
días luego de las denuncias de desaparición, dejando perder horas valiosas. En el período entre las denuncias y 
el hallazgo de los cuerpos de las víctimas, el Estado se limitó a realizar formalidades y a tomar declaraciones que, 
aunque importantes, perdieron su valor una vez éstas no repercutieron en acciones de búsqueda específicas. 
Además, las actitudes y declaraciones de los funcionarios hacia los familiares de las víctimas que daban a 
entender que las denuncias de desaparición no debían ser tratadas con urgencia e inmediatez llevan al Tribunal 
razonablemente a concluir que hubo demoras injustificadas luego de las presentaciones de las denuncias de 
desaparición. Todo esto demuestra que el Estado no actuó con la debida diligencia requerida para prevenir 
adecuadamente las muertes y agresiones sufridas por las víctimas y que no actuó como razonablemente era de 
esperarse de acuerdo a las circunstancias del caso para poner fin a su privación de libertad. Este incumplimiento 
del deber de garantía es particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado -el cual ponía a las 
mujeres en una situación especial de vulnerabilidad- y a las obligaciones reforzadas impuestas en casos de 
violencia contra la mujer por el artículo 7.b de la Convención Belém do Pará.

285. 	 Además, la Corte considera que el Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas 
necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, 
que permitieran a las autoridades ofrecer una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición 
y prevenir adecuadamente la violencia contra la mujer. Tampoco demostró haber adoptado normas o tomado 
medidas para que los funcionarios responsables de recibir las denuncias tuvieran la capacidad y la sensibilidad 
para entender la gravedad del fenómeno de la violencia contra la mujer y la voluntad para actuar de inmediato. 

287. 	 De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal deriva la 
obligación de investigar los casos de violaciones de esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en 

42

GÉNERO



conjunto con el derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado. Asimismo, México debe 
observar lo dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la debida 
diligencia y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia contra la mujer. 

293. 	 La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares establecidos por 
el Tribunal […] tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o 
afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En similar 
sentido, la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente 
importante que la investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de 
reiterar continuamente la condena de racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las 
minorías en la habilidad de las autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial. El criterio anterior 
es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación de casos de 
violencia por razón de género. 

388. 	 A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por las irregularidades cometidas 
en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, el Tribunal ha constatado que en la segunda etapa de 
las mismas no se han subsanado totalmente dichas falencias. Las irregularidades en el manejo de evidencias, 
la alegada fabricación de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación que 
tengan en cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que se desenvolvieron las ejecuciones de las tres 
víctimas y la inexistencia de investigaciones contra funcionarios públicos por su supuesta negligencia grave, 
vulneran el derecho de acceso a la justicia, a una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de 
la sociedad a conocer la verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a 
través de una investigación seria y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal 
de las tres víctimas. Todo ello permite concluir que en el presente caso existe impunidad y que las medidas de 
derecho interno adoptadas han sido insuficientes para enfrentar las graves violaciones de derechos humanos 
ocurridas. El Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas necesarias, conforme al 
artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las 
autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia. Esta ineficacia judicial frente a casos individuales 
de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de 
los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser 
tolerada y aceptada como parte del diario vivir.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

139.	 Sobre el primer momento –antes de la desaparición de la víctima- la Corte, de modo análogo a cómo lo ha 
hecho con anterioridad, considera que la eventual falta de prevención de la desaparición no conlleva per se 
la responsabilidad internacional del Estado porque, a pesar de que éste conocía o debía conocer […] una 
situación de incremento de actos violentos que involucraba actos cometidos contra mujeres, inclusive niñas, no 
ha sido establecido que tenía conocimiento de un riesgo real e inmediato para la víctima de este caso. Aunque 
el contexto en este caso y las “obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabilidad reforzada 
con respecto a la protección de mujeres”64, en especial las niñas, que incluye el deber de prevención […], no le 
imponen una responsabilidad ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en contra de ellas. Además, en relación 
con este primer momento, el Tribunal nota que con anterioridad a diciembre de 2001, se efectuaron acciones 
estatales vinculadas a la problemática de la violencia contra mujeres […]. 

153.	 El contexto señalado, además, no puede desvincularse, al menos en sus aspectos generales, de la impunidad 
generalizada existente en el país […]. Por ende, la existencia de tal situación obra como un factor adicional que 
coadyuva al conocimiento estatal sobre una situación de riesgo. 

154.	 Por todo lo expuesto, la Corte colige que a partir de la denuncia formalizada por Rosa Elvira Franco Sandoval, 
el Estado estuvo en conocimiento de la situación de riesgo en que se encontraba su hija, María Isabel Veliz 
Franco. El Estado además conocía, o debió conocer, que era posible que lo narrado en tal denuncia se insertara 
en un contexto que potenciaba la posibilidad de una lesión a los derechos de esa niña. 

64	 Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, párr. 282.
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2.4.2 	Deber de los Estados de investigar con debida diligencia la violencia contra la mujer

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

193.	  En casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana se complementan y refuerzan, para aquellos Estados que son Parte, con las obligaciones 
derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b dicha 
Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. De tal modo, ante un acto de violencia contra una mujer, 
resulta particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con 
determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres 
y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales 
para su protección. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 177.

194. 	 […] En casos de violencia contra la mujer, ciertos instrumentos internacionales resultan útiles para precisar 
y dar contenido a la obligación estatal reforzada de investigarlos con la debida diligencia. Entre otros, en una 
investigación penal por violencia sexual es necesario que: i) la declaración de la víctima se realice en un ambiente 
cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal 
que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la 
víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención 
cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y 
psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, 
ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; v) se documenten y coordinen los 
actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios 
para determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando 
de forma inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia, y vi) se brinde acceso a 
asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del proceso. En el mismo sentido: Caso Rosendo 
Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2010, párr. 178; Caso J Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013, párr. 344.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

213. 	 La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, 
mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el 
deber de continuar proporcionando los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración 
de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012.

222. 	 Al respecto, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar 
a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos no se deriva solamente de la Convención 
Americana. En determinadas circunstancias y dependiendo de la naturaleza de los hechos, esta obligación 
también se desprende de otros instrumentos interamericanos en la materia que establecen la obligación a cargo 
de los Estados Partes de investigar las conductas prohibidas por tales tratados. Por ejemplo, la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”. Así, este Tribunal ha establecido que 
los Estados tienen “el deber de garantizar el derecho de acceso a la justicia […] conforme a las obligaciones 
específicas que le imponen las Convenciones especializadas […] en materia de prevención y sanción de la tortura 
y de la violencia contra la mujer. [D]ichas disposiciones […] especifican y complementan las obligaciones que 
tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la Convención Americana”, así 
como “el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal”65.

65	 Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párrs. 276, 377 y 379; Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala, párr. 137.
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Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2012.

276. 	 (…) Este Tribunal considera que la falta de investigación de una denuncia de violación sexual, en los términos 
descritos en los párrafos anteriores, implica un incumplimiento del deber de garantizar la integridad personal 
así como la protección a la vida sexual, incluida en el artículo 11 de la Convención. 

Caso J vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013.

348. 	 Respecto a la inexistencia de la obligación internacional de investigar “manoseos” sexuales al momento de 
los hechos, la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la obligación de investigar posibles actos de 
tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Además, la Corte hace notar que, previo a los hechos del 
presente caso y durante la época de su investigación, ya existía para el Perú una obligación de investigar actos de 
violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual, y otros órganos internacionales, como el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
ya se habían pronunciado sobre dicha obligación. Al respecto, es preciso indicar que si bien la jurisprudencia 
de esta Corte tiene autoridad interpretativa de las obligaciones establecidas en la Convención Americana, la 
obligación de investigar y juzgar actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes se deriva del deber 
de garantizar el pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención contenido en el artículo 1.1 de la 
Convención Americana y no depende únicamente de que lo haya reafirmado este Tribunal en su jurisprudencia. 
La garantía de que violaciones a derechos humanos tales como la vida y la integridad personal sean investigadas 
está consagrada en la Convención Americana y no nace a partir de su aplicación e interpretación por esta Corte 
en el ejercicio de su jurisdicción contenciosa, por lo cual debe ser respetada por los Estados Parte desde el 
momento en que ratifican dicho tratado. Por tanto, el alegato estatal al respecto es improcedente. 

350. 	 Por otro lado, en relación con el impedimento para iniciar una investigación de oficio debido a que el delito 
de violación era de acción privada, este Tribunal reitera que cuando exista razón fundada para creer que se 
ha cometido un acto de tortura o malos tratos en el ámbito de la jurisdicción del Estado, la decisión de iniciar 
y adelantar una investigación no es una facultad discrecional, sino que el deber de investigar constituye una 
obligación estatal imperativa que deriva del derecho internacional y no puede desecharse o condicionarse por 
actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole […]. Adicionalmente, este Tribunal advierte que 
el artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará, obliga de manera específica a los Estados Partes, desde su 
entrada en vigor respecto del particular Estado, a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer. De tal modo, ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente 
importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, 
teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del 
Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección. 
Por tanto, es necesario que los Estados garanticen que sus legislaciones internas no impongan condiciones 
diferenciadas para la investigación de agresiones a la integridad personal de índole sexual. Al respecto, la Corte 
nota que en la legislación actualmente vigente en el Perú la investigación de los delitos contra la libertad sexual 
puede ser iniciada de oficio.

352. 	 La cuarta y última de las justificaciones dadas por el Estado es que “ha sido usual que las procesadas por 
terrorismo aleguen indebidamente haber sido víctimas de violaciones sexuales u otros actos de contenido 
sexual, a pesar de que dichas aseveraciones no se corroboran con los certificados médicos [l]egales que se les 
practicaron, teniendo como única finalidad cuestionar la legalidad del proceso penal”66. Este Tribunal observa 
que dicho alegato evidencia una concepción que (i) asume automáticamente que las denuncias de violencia 
sexual son falsas, contrario al deber de iniciar una investigación de oficio cada vez que se presente una denuncia 
o existan indicios de su ocurrencia […]; (ii) es contraria al contexto de violencia sexual existente en la época 
de los hechos […]; (iii) desconoce que no todos los casos de violación y/o violación sexual ocasionan lesiones 
físicas verificables a través de un examen médico […], y (iv) muestra un criterio discrecional y discriminatorio 
con base en la situación procesal de las mujeres para no iniciar una investigación por una alegada violación 
o violencia sexual. Al respecto, la Corte recuerda que la investigación que debe iniciar el Estado, una vez que 
las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, debe ser una investigación seria, imparcial y efectiva 
[…]. Por tanto, el inicio de la investigación no puede estar condicionado por quien realiza la denuncia ni por la 
creencia de las autoridades, antes de iniciar la investigación, de que las alegaciones realizadas son falsas. 

66	 Escrito de contestación del Estado (expediente de fondo, folio 498)
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Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

89.	 La falta de sanción efectiva de delitos en general puede vincularse a deficiencias en las investigaciones. No 
obstante ello, entidades estatales, así como organizaciones de la sociedad civil internacionales y nacionales, 
han señalado que de modo usual las investigaciones de atentados violentos contra mujeres presentaban ciertas 
falencias, tales como ausencia de medidas para proteger, examinar o conservar el lugar del delito; fallos en la 
cadena de custodia de la prueba, y falta de examen de señales de violencia67. En ese sentido, afirmó el Estado 
que en 2001 “no existían circunstancias preestablecidas en las cuales los médicos forenses estuvieran obligados 
a practicar pruebas de violencia sexual”. Por otra parte, el Estado manifestó que 

[e]n el […] 2001 no existían contemplados dentro de la legislación vigente, lineamientos ni 
protocolos para realizar necropsias. [Su práctica] no estaba estandarizada […] y no estaban 
orientadas a la obtención ni producción de pruebas científicas, sino a la identificación e 
individualización de los cadáveres y sus posibles causas de muerte.

178.	 Este Tribunal ya ha determinado que si bien no puede aseverarse que todos los homicidios de mujeres sucedidos 
en la época de los hechos fueran por razones de género, resulta verosímil que el de María Isabel si lo fuera, 
de acuerdo a cómo se encontró el cuerpo de la niña. En efecto, se ha indicado que las mujeres víctimas de 
homicidios por razones de género con frecuencia presentaban signos de brutalidad en la violencia ejercida 
contra ellas, así como signos de violencia sexual o la mutilación de los cuerpos […]. De forma acorde a tales 
características, el cadáver de María Isabel fue encontrado con evidentes signos de violencia, inclusive señales de 
ahorcamiento, una herida en el cráneo, una cortadura en la oreja y mordiscos en las extremidades superiores; 
su cabeza estaba envuelta por toallas y una bolsa, y tenía alimentos en su boca y su nariz […], además, la blusa 
y el bloomer que llevaba estaban rotos en la parte inferior […]. Ello resulta relevante y suficiente a los efectos 
de la aplicación al caso del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. Interesa aclarar que la falta de certeza 
absoluta sobre lo expresado se vincula a la falta de conclusión de la investigación interna, así como al modo 
en que ésta hasta ahora se ha desarrollado. Así, por ejemplo, elementos trascendentes como la presencia de 
violencia sexual en los hechos no han sido determinados en una forma certera […].

185.	 La Corte recuerda que en casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que son 
Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará. 
En su artículo 7.b dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida 
diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En su artículo 7.c la Convención 
de Belém do Pará obliga a los Estados Partes a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar 
la violencia contra la mujer. En estos casos, las autoridades estatales deben iniciar ex officio y sin dilación, 
una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen conocimiento de los hechos que constituyan 
violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual. De tal modo, que ante un acto de violencia contra una 
mujer, resulta particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con 
determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres 
y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales 
para su protección.

186.	 La Corte también ha señalado que el deber de investigar efectivamente tiene alcances adicionales cuando se 
trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto 
general de violencia contra las mujeres. 

187.	 El criterio anterior es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la 
investigación de casos de violencia por razón de género. A menudo es difícil probar en la práctica que un 
homicidio o acto de agresión violenta contra una mujer ha sido perpetrado por razón de género. Dicha 
imposibilidad a veces deriva de la ausencia de una investigación profunda y efectiva por parte de las autoridades 
sobre el incidente violento y sus causas. Es por ello que las autoridades estatales tienen la obligación de 
investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto de violencia 
perpetrado contra una mujer, especialmente cuando existen indicios concretos de violencia sexual de algún tipo 

67	 En el mismo sentido se pronunció la perita María Eugenia Solís García. Cfr. Dictamen pericial de María Eugenia Solís García, […]. El perito José Mario 
Nájera Ochoa, por su parte, indicó que “[n]o hay protocolos específicos para el levantamiento de cadáveres de mujeres, se hace con instruccionesf 
generales que se utilizan tanto para mujeres como para hombres, únicamente se agrega que le efectúen hisopados, raspado de uñas y determinación 
de embarazo. Esto es importante en razón de que la muerte violenta de mujeres reviste […] aspectos especiales que deben tomarse en cuenta en el 
procesamiento de la escena”. Cfr. Declaración pericial rendida por José Mario Nájera Ochoa, […]. 
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o evidencias de ensañamiento contra el cuerpo de la mujer (por ejemplo, mutilaciones), o bien cuando dicho 
acto se enmarca dentro de un contexto de violencia contra la mujer que se da en un país o región determinada. 

188.	 Asimismo, la Corte ha establecido que en casos de sospecha de homicidio por razón de género, la obligación 
estatal de investigar con la debida diligencia incluye el deber de ordenar de oficio los exámenes y pericias 
correspondientes tendientes a verificar si el homicidio tuvo un móvil sexual o si se produjo algún tipo de 
violencia sexual. En este sentido, la investigación sobre un supuesto homicidio por razón de género no debe 
limitarse a la muerte de la víctima, sino que debe abarcar otras afectaciones específicas contra la integridad 
personal, tales como torturas y actos de violencia sexual. En una investigación penal por violencia sexual 
es necesario que se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, 
tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando 
otras pruebas como la ropa de la víctima, la investigación inmediata del lugar de los hechos y garantizando 
la correcta cadena de custodia. En ese tenor, las primeras fases de la investigación pueden ser especialmente 
cruciales en casos de homicidio contra la mujer por razón de género, ya que las fallas que se puedan producir 
en diligencias tales como las autopsias y en la recolección y conservación de evidencias físicas pueden llegar a 
impedir u obstaculizar la prueba de aspectos relevantes, como por ejemplo, la violencia sexual. En cuanto a la 
realización de autopsias en un contexto de homicidio por razón de género, la Corte ha especificado que se debe 
examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital en búsqueda de señales de abuso sexual, así como 
preservar líquido oral, vaginal y rectal, y vello externo y púbico de la víctima. Asimismo, en casos de supuestos 
actos de violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una perspectiva de género y realizarse por 
funcionarios capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón  
de género. 

189.	 Adicionalmente, la Corte señala que los Estados tienen la obligación de adoptar normas o implementar las 
medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención 
de Belém do Pará, que permitan a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia en casos de 
supuesta violencia contra la mujer. 

208.	 La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia 
un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía 
un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su 
perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, 
así como una persistente desconfianza de estas en el sistema de administración de justicia. Dicha ineficacia 
o indiferencia constituye en sí misma una discriminación [de la mujer] en el acceso a la justicia. Por ello, 
cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de 
las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra la mujer, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género. 

209.	 Según determinadas pautas internacionales en materia de violencia contra la mujer y violencia sexual, las 
pruebas relativas a los antecedentes sexuales de la víctima son en principio inadmisibles, por lo que la apertura 
de líneas de investigación sobre el comportamiento social o sexual previo de las víctimas en casos de violencia 
de género no es más que la manifestación de políticas o actitudes basadas en estereotipos de género.

210.	 Como ya fue demostrado en el presente caso, las autoridades a cargo de la investigación omitieron pruebas 
pertinentes para determinar la violencia sexual, o las realizaron tardíamente cuando ya los elementos de 
prueba, cuya cadena de custodia no se resguardó, estaban contaminados […]. Además, la Corte considera 
que la falta de debida diligencia en la investigación del homicidio de la víctima está estrechamente vinculada 
a la ausencia de normas o protocolos específicos para la investigación de casos de homicidios de mujeres por 
razón de género y de violencia contra la mujer en general. Tal como ha reconocido el Estado, en el momento 
de los hechos, no había legislación ni procedimientos específicos para investigar casos de violencia contra la 
mujer. La mayoría de las leyes y medidas para luchar contra dicho fenómeno han sido adoptadas por el Estado 
con posterioridad a los hechos del presente caso, por lo que no han podido ser aplicadas al mismo ni han 
contribuido para la efectividad de la investigación llevada a cabo en relación a la muerte de María Isabel Veliz 
Franco. Lo anterior podría, en parte, explicar la negligencia estatal, pero no justificarla o fungir como eximente 
de la responsabilidad internacional del Estado. Ello, en tanto las normas en que se sustentan los derechos 
y obligaciones aquí examinados mandan la plena observancia de éstas y aquéllos en forma inmediatamente 
exigible al Estado a partir de la entrada en vigor de los tratados respectivos. Por ello, el Tribunal no puede 
admitir el argumento del Estado según el cual se eximiría de responsabilidad con base en que las autoridades 
estatales tomaron todas las medidas pertinentes de conformidad con la legislación vigente en ese momento y 
dentro de sus posibilidades.
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211.	 Adicionalmente, las dificultades para establecer si María Isabel Veliz Franco fue víctima de violencia contra la 
mujer según la Convención de Belém do Pará deriva en parte de la ausencia de una investigación profunda y 
efectiva por parte de las autoridades estatales sobre el incidente violento que causó la muerte de la víctima, así 
como de sus posibles causas y motivaciones. La Corte ya ha señalado que en el momento de los hechos ocurridos 
en el 2001, existía en Guatemala un contexto de incremento de homicidios que involucraba actos contra mujeres 
[…], a lo que se une que en el presente caso había indicios suficientes para sospechar que el homicidio de la 
víctima pudo tener un móvil discriminatorio, por el odio o desprecio por su condición de mujer, o que fue 
perpetrado con algún tipo de violencia sexual […]. Además, según se desprende del expediente judicial, la 
señora Rosa Elvira Franco Sandoval comunicó mediante escrito al Fiscal General y Jefe del Ministerio Público 
que cuando tuvo que ir a la morgue a reconocer a su hija, el forense “le indicó que su hija había sido violada” 
[…]. 

212.	 Este incumplimiento del deber de no discriminación se vio agravado en el presente caso por el hecho de que 
algunos funcionarios a cargo de la investigación del caso efectuaron declaraciones que denotan la existencia de 
prejuicios y estereotipos sobre el rol social de las mujeres. Del acervo probatorio se desprende que en algunos 
informes de la investigación se hizo referencia explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida social y 
nocturna, a sus creencias religiosas, así como a la falta de preocupación o vigilancia por parte de su familia. 
Según un escrito de la madre de la víctima de 27 de abril de 2007 […], la Auxiliar Fiscal de la Agencia No. 
5 de Mixco le habría dicho que María Isabel “era una cualquiera, una prostituta”68. Asimismo, con base en 
información suministrada en un peritaje psicológico practicado a una amiga de María Isabel, el perito, sin 
fundamento, en su informe, concluyó que la víctima habría sufrido de “inestabilidad emocional al andar 
con varios novios y amigos” […]. Si bien es cierto, como alegó el Estado, que algunas de estas afirmaciones 
provenían de las declaraciones rendidas por testigos o entrevistados (conocidos y amigos de la víctima) en el 
marco de la investigación, el hecho de que se diera relevancia en los interrogatorios y en los informes a ciertos 
aspectos de la vida privada y del comportamiento previo de María Isabel demuestra la existencia de estereotipos 
de género. Esta conclusión coincide con el contexto al que hacen referencia ciertos estudios y testimonios de 
mujeres sobrevivientes y sus familiares, así como la perita Solís García, sobre la “tendencia de los investigadores 
a desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por su estilo de vida, o ropa” y la indagación de aspectos relativos 
a las relaciones personales y sexualidad de las víctimas […]. 

213.	 En el presente caso, los estereotipos de género tuvieron una influencia negativa en la investigación del caso, 
en la medida en que trasladaron la culpa de lo acontecido a la víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas 
posibles de investigación sobre las circunstancias del caso e identificación de los autores. Al respecto, la Corte 
ya ha tenido ocasión de señalar que la creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y 
consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer. 

214.	 La Corte, refiriéndose a los artículos 1.1 y 24 de la Convención, ha indicado que “la diferencia entre los dos 
artículos radica en que la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar 
‘sin discriminación’ los derechos contenidos en la Convención Americana. [E]n otras palabras, si un Estado 
discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo 
en cuestión. Si por el contrario la discriminación se refiere a una protección desigual de la ley interna o su 
aplicación, el hecho debe analizarse a la luz del artículo 24”69.

215.	 Los hechos del presente caso comprenden ambas modalidades de discriminación y por lo tanto no se hace 
necesario realizar una distinción, por lo cual la Corte considera que se ha violado tanto el derecho a la igual 
protección de la ley (artículo 24) como el deber de respetar y garantizar sin discriminación los derechos 
contenidos en la Convención Americana (artículo 1.1). 

216.	 En consecuencia, la Corte estima que la investigación del homicidio de María Isabel no ha sido conducida con 
una perspectiva de género de acuerdo a las obligaciones especiales impuestas por la Convención de Belém do 
Pará. Por ello, en el marco de la investigación, en el presente caso el Estado violó el derecho a la igual protección 
de la ley contenido en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación con el deber de no discriminación 
contenido en el artículo 1.1 del tratado. 

68	 Cfr. Escrito de Rosa Elvira Franco Sandoval dirigido a la Comisión Interamericana, […].
69	 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, 

párr. 209, y Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia, párr. 333.
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Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

150.	 En lo que respecta casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que las agresiones sexuales se 
caracterizan, en general, por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los 
agresores. Dada la naturaleza de estas formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas 
o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. 
Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden 
a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. 
La Corte, igualmente, ha tenido en cuenta que las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual 
se refieren a un momento traumático de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al 
recordarlos. Por ello, la Corte ha advertido que las imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia 
sexual o la mención de algunos de los hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas 
o que los hechos relatados carezcan de veracidad.

153.	 En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, la falta de evidencia médica no disminuye 
la veracidad de la declaración de la presunta víctima. En tales casos, no necesariamente se verá reflejada la 
ocurrencia de violencia o violación sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o 
violación sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes.

241.	 Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos de violencia contra la mujer, las obligaciones generales establecidas 
en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que 
son Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do 
Pará. En su artículo 7.b dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida 
diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En estos casos, las autoridades 
estatales deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen 
conocimiento de los hechos que constituyan violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual. De tal 
modo, que ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente importante que las autoridades 
a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la 
sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar 
confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección.

242.	 La Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en investigaciones penales relativas a 
violaciones de derechos humanos. La Corte también ha señalado que el deber de investigar efectivamente tiene 
alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad 
personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En casos de violencia contra 
la mujer, ciertos instrumentos internacionales resultan útiles para precisar y dar contenido a la obligación 
estatal reforzada de investigarlos con la debida diligencia. Entre otros, en una investigación penal por violencia 
sexual es necesario que: i) se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente 
la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, 
asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos 
y garantizando la correcta cadena de custodia; ii) se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima 
durante todas las etapas del proceso, y iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto 
de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo 
sea reducir las consecuencias de la violación. Asimismo, en casos de supuestos actos de violencia contra la 
mujer, la investigación penal debe incluir una perspectiva de género y realizarse por funcionarios capacitados 
en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Igualmente, la 
Corte se ha referido a las características que deben ostentar las declaraciones y los exámenes médicos realizados 
a la presunta víctima en este tipo de casos […]. 

248.	 Así, en primer lugar, la Corte considera que, en cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que afirma 
haber sido sometida a actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante 
con libertad, por lo que los funcionarios deben evitar limitarse a formular preguntas; ii) no debe exigirse a 
nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente incómodo al hacerlo; iii) se debe documentar durante la 
entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados 
por ésta relacionados al momento de su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones en las que 
se encontraba durante su permanencia bajo custodia estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente 
sufridos, así como los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la 
declaración detallada. En casos de que la alegada tortura incluya actos de violencia o violación sexual, dicha 
grabación deberá ser consentida por la presunta víctima. 
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249.	 De forma particular, la Corte ha señalado que, en cuanto a la entrevista que se realiza a una presunta víctima de 
actos de violencia o violación sexual, es necesario que la declaración de ésta se realice en un ambiente cómodo 
y seguro, que le brinde privacidad y confianza, y que la declaración se registre de forma tal que se evite o limite 
la necesidad de su repetición. Dicha declaración deberá contener, con el consentimiento de la presunta víctima: 
i) la fecha, hora y lugar del acto de violencia sexual perpetrado, incluyendo la descripción del lugar donde 
ocurrió el acto; ii) el nombre, identidad y número de agresores; iii) la naturaleza de los contactos físicos de los 
que habría sido víctima; iv) si existió uso de armas o retenedores; v) el uso de medicación, drogas, alcohol u 
otras substancias; vi) la forma en la que la ropa fue removida, de ser el caso; vii) los detalles sobre las actividades 
sexuales perpetradas o intentadas en contra de la presunta víctima; viii) si existió el uso de preservativos o 
lubricantes; ix) si existieron otras conductas que podrían alterar la evidencia, y x) detalles sobre los síntomas 
que ha padecido la presunta víctima desde ese momento.

252.	 Por otro lado, la Corte ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, al tomar conocimiento de los actos 
alegados, es necesario que se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y detallado por 
personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada 
por alguien de su confianza si así lo desea. Dicho examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos 
dirigidos específicamente a documentar evidencias en casos de violencia de género.

258.	 Por otro lado, en casos de violencia sexual, la Corte ha destacado que la investigación debe intentar evitar 
en lo posible la revictimización o reexperimentación de la profunda experiencia traumática a la presunta 
víctima. Respecto de exámenes de integridad sexual, la Organización Mundial de Salud ha establecido que, 
en este tipo de casos, el peritaje ginecológico debe realizarse lo más pronto posible. Sobre ese punto, la Corte 
considera que el peritaje ginecológico y anal debe ser realizado, de considerarse procedente su realización y 
con el consentimiento previo e informado de la presunta víctima, durante las primeras 72 horas a partir del 
hecho denunciado, con base en un protocolo específico de atención a las víctimas de violencia sexual. Esto 
no obsta a que el peritaje ginecológico se realice con posterioridad a este período, con el consentimiento de 
la presunta víctima, toda vez que evidencias pueden ser encontradas tiempo después del acto de violencia 
sexual, particularmente con el desarrollo de la tecnología en materia de investigación forense. Por consiguiente, 
los plazos límite establecidos para la realización de un examen de esta naturaleza deben ser considerados 
como guía, más no como política estricta. De esa manera, la procedencia de un peritaje ginecológico debe ser 
considerada sobre la base de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el tiempo transcurrido 
desde el momento en que se alega que ocurrió la violencia sexual. En vista de ello, la Corte considera que la 
procedencia de un peritaje ginecológico debe ser motivada detalladamente por la autoridad que la solicita y, en 
caso de no ser procedente o no contar con el consentimiento informado de la presunta víctima, el examen debe 
ser omitido, lo que en ninguna circunstancia debe servir de excusa para desacreditar a la presunta víctima y/o 
impedir una investigación.

257.	 Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte observa que el examen médico en cuestión fue realizado aproximadamente 
tres semanas después del momento en el que el Estado tomó conocimiento de los hechos de violencia sexual 
perpetrados en contra de Gladys Espinoza. Más aún, no se desprende del expediente motivación alguna que 
justificara realizar dicho examen médico con tal dilación.

266.	  Como ya ha señalado la Corte, aun cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes no 
hayan sido denunciados ante las autoridades competentes por la propia víctima, en todo caso en que existan 
indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una investigación imparcial, 
independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el origen de las lesiones advertidas, identificar 
a los responsables e iniciar su procesamiento. Asimismo, la obligación de investigar violencia de género se vio 
reforzada para el Perú con la entrada en vigor, el 4 de junio de 2006, de la Convención de Belém do Pará. La 
Corte constata que las instancias judiciales mencionadas anteriormente, al igual que el Ministerio Público y la 
Procuraduría Pública, no promovieron denuncia o investigación alguna para esclarecer los hechos que fueron 
alegados por Gladys Espinoza, pese a tener conocimiento sobre los actos contra la integridad personal de ésta. 

267.	 En relación a este punto, según los representantes, durante el proceso llevado a cabo en contra de Gladys 
Espinoza en el año 2004, la Sala Nacional de Terrorismo y la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia que conocieron del mismo aplicaron un estereotipo de género al valorar sus declaraciones de que había 
sufrido torturas y otros maltratos dentro en la DIVISE y la DINCOTE, descalificándolas y, en consecuencia, 
omitiendo ordenar una investigación en relación a dichos hechos. 

280.	 En este sentido, la Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las 
mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en 
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general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que 
favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de 
las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia. Dicha 
ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por 
ello, cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de 
las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra la mujer, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género.

3.	 REPARACIONES

En materia de reparaciones, aparte de las que se fijan normalmente en cada caso, en algunos se han tomado 
medidas a partir de las particularidades de las violaciones de derechos humanos de mujeres.

3.1	 Medidas diferenciadas según perspectiva de género

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

450.  	 La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el reestablecimiento 
de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización 
como compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación 
estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado 
[…], las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas 
tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible una restitución 
a la misma situación estructural de violencia y discriminación. Del mismo modo, la Corte recuerda que la 
naturaleza y monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material 
como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima 
o sus familiares, y deben guardar relación directa con las violaciones declaradas. Una o más medidas pueden 
reparar un daño específico sin que éstas se consideren una doble reparación.

471.	 A criterio del Tribunal, en el presente caso es pertinente que el Estado levante un monumento en memoria 
de las mujeres víctimas de homicidio por razones de género en Ciudad Juárez, entre ellas las víctimas de este 
caso, como forma de dignificarlas y como recuerdo del contexto de violencia que padecieron y que el Estado 
se compromete a evitar en el futuro. El monumento se develará en la misma ceremonia en la que el Estado 
reconozca públicamente su responsabilidad internacional […] y deberá ser construido en el campo algodonero 
en el que fueron encontradas las víctimas de este caso.

472.	 En vista de que el monumento se refiere a más personas que las consideradas víctimas en este caso, la decisión 
del tipo de monumento corresponderá a las autoridades públicas, quienes consultarán el parecer de las 
organizaciones de la sociedad civil a través de un procedimiento público y abierto, en el que se incluirá a las 
organizaciones que representaron a las víctimas del presente caso.

503.	 Los representantes solicitaron revisar, rediseñar y reestructurar el “Operativo Alba” con “la participación 
de expertos internacionales en la materia que permitan […] establecer un programa de investigación y 
documentación de respuesta inmediata [que cuente con] los recursos financieros correspondientes para su 
adecuado funcionamiento”. Argumentaron, además, que “los operativos de ‘reacción inmediata’ [vigentes] no 
constituyen una medida efectiva para atender de inmediato un reporte de desaparición o extravío y sobre 
todo que no constituyen acciones adecuadas y efectivas que impidan la realización de conductas criminales en 
contra de las mujeres y las niñas de Ciudad Juárez”, debido principalmente a que “los criterios para clasificar las 
desapariciones como de ‘Alto Riesgo’ no son claros ni objetivos y revisten criterios discriminatorios” o, incluso, 
debido a que funcionarios niegan implementar las medidas urgentes sin una justificación plausible.

504.	 La Corte observa que el 22 de julio de 2003 el Estado implementó el Operativo Alba con el “objetivo [de] 
establecer una vigilancia extraordinaria sobre la ya existente en las zonas de alto riesgo para mujeres y en donde 
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hubo hallazgos […] de víctimas de homicidios”. Posteriormente, el 12 de mayo de 2005 se puso en marcha 
el Protocolo de Atención, Reacción y Coordinación entre autoridades federales, estatales y municipales en 
caso de extravío de mujeres y niñas en el Municipio de Juárez o “Protocolo Alba”, donde se estableció, por 
acuerdo y consenso de las instituciones participantes, un mecanismo de atención, reacción y coordinación 
entre autoridades de los tres ámbitos de gobierno en caso de extravío de mujeres y niñas en Ciudad Juárez. Para 
octubre de 2006 el protocolo se había “activado en 8 ocasiones, [desde su creación] de las cuales ha permitido 
ubicar a 7 mujeres y 2 niños en situación de desaparición o extravío”70.

505.	 El Tribunal valora positivamente la creación del “Operativo Alba” y del “Protocolo Alba” como una forma 
de brindar mayor atención a la desaparición de mujeres en Ciudad Juárez. Sin embargo, observa que dichos 
programas de búsqueda únicamente se ponen en marcha cuando se presenta una desaparición de “alto riesgo”, 
criterio que según diversos informes, sólo se satisfacía cuando se presentaban reportes con “características 
específicas”71 a saber: “existe certeza de que [las mujeres] no tenían motivos para abandonar el hogar”, se trata 
de una niña72, “la joven [tuviera] una rutina estable”73 y que el reporte “tuviera características vinculadas con los 
homicidios ‘seriales’”74.

506.	 La Corte considera que el Protocolo Alba, o cualquier otro dispositivo análogo en Chihuahua, debe seguir, entre 
otros, los siguientes parámetros: i) implementar búsquedas de oficio y sin dilación alguna, cuando se presenten 
casos de desaparición, como una medida tendiente a proteger la vida, libertad personal y la integridad personal 
de la persona desaparecida; ii) establecer un trabajo coordinado entre diferentes cuerpos de seguridad para dar 
con el paradero de la persona; iii) eliminar cualquier obstáculo de hecho o de derecho que le reste efectividad 
a la búsqueda o que haga imposible su inicio como exigir investigaciones o procedimientos preliminares; iv) 
asignar los recursos humanos, económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole que sean necesarios para 
el éxito de la búsqueda; v) confrontar el reporte de desaparición con la base de datos de personas desaparecidas 
referida en la sección 4.2.4 infra, y vi) priorizar las búsquedas en áreas donde razonablemente sea más probable 
encontrar a la persona desaparecida sin descartar arbitrariamente otras posibilidades o áreas de búsqueda. 
Todo lo anterior deberá ser aún más urgente y riguroso cuando la desaparecida sea un niña. Al respecto, se 
deberá rendir un informe anual durante tres años.

507.	 De otra parte, la Comisión para Ciudad Juárez informó que en marzo de 2005 creó la página electrónica 
www.mujeresdesaparecidascdjuarez.gob.mx donde se encuentran datos de algunas mujeres, jóvenes y niñas 
desaparecidas en Ciudad Juárez. La Corte nota que la página ha dejado de actualizarse desde diciembre de 2006.

508.	 Al respecto, y teniendo en cuenta que una red informática en la que cualquier persona pueda suministrar 
información sobre una mujer o niña desaparecida puede ser útil para localizarla, la Corte, como lo ha dispuesto 
en otras ocasiones, ordena la creación de una página electrónica que contendrá la información personal 
necesaria de todas las mujeres, jóvenes y niñas que desaparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan 
desaparecidas. Dicha página electrónica deberá permitir que cualquier individuo se comunique por cualquier 
medio con las autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos de proporcionar información relevante 
sobre el paradero de la mujer o niña desaparecida o, en su caso, de sus restos. La información contenida en la 
página electrónica deberá actualizarse permanentemente

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

228.	 La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el reconocimiento parcial de 
responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación sexual de la señora Fernández Ortega no ha 
sido conducida hasta el presente con la debida diligencia ni en el fuero adecuado y que por ello México ha 
violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, el Tribunal dispone 
que el Estado debe conducir eficazmente la investigación penal de los hechos del presente caso, para determinar 
las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley 
prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre 
investigaciones en este tipo de casos. 

70	 Cfr. Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Tercer Informe de Gestión, […], folio 9054.
71	 Cfr. Procuraduría General de Justicia del estado de Chihuahua, Oficio dirigido al Director de Derechos Humanos de la Secretaría Relaciones Exteriores, 

17 de febrero de 2003 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XLII, anexo 75, folio 15381).
72	 Cfr. Informe de México elaborado por el CEDAW, […], folio 1929.
73	 Cfr. CNDH, Informe Especial, […], folio 2174 y Amnistía Internacional, Muertes Intolerables, […], folio 2274.
74	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, […], folio 1746.
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229. 	 Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la averiguación 
previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la violación sexual de la señora Fernández 
Ortega se mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, en caso que se inicien nuevas 
causas penales por los hechos del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido 
funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas ante la jurisdicción 
ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero militar.

230. 	 La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, mujer 
e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el deber de 
continuar proporcionando los medios para que la víctima acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurar la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración de 
sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Fernández Ortega preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

231.	 Adicionalmente, en otras oportunidades, la Corte ha dispuesto que el Estado inicie las acciones disciplinarias, 
administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, a los responsables de las distintas irregularidades 
procesales e investigativas. En el presente caso el Tribunal observa que México informó que se llevó adelante una 
investigación administrativa respecto de los peritos que extinguieron las muestras, quienes habrían resultado 
sancionados. Por su parte, ni la Comisión ni los representantes, que solicitaron esta medida, aportaron prueba 
para sostener su pretensión, ni demostraron la imposibilidad de obtenerla. En consecuencia, la Corte no dictará 
ninguna medida de reparación al respecto. Por otra parte, tomando en cuenta que en este caso se dificultó por 
parte de un agente del Ministerio Público la recepción de la denuncia presentada por la señora Fernández 
Ortega […], la Corte dispone que, de acuerdo con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado examine tal 
hecho y, en su caso, la conducta del funcionario correspondiente. 

244.	 La Corte ha determinado que el reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por el Estado ante el 
Tribunal constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, para que surta plenos efectos, el 
Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional, 
en relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de 
derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia 
pública, en idiomas español y me’paa, en presencia de altas autoridades nacionales y del estado de Guerrero, de 
las víctimas del presente caso y de autoridades y miembros de la comunidad a la que pertenecen las víctimas. El 
Estado deberá acordar con la señora Fernández Ortega y/o sus representantes la modalidad de cumplimiento 
del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la 
fecha para su realización. En caso que la señora Fernández Ortega preste su consentimiento, dicho acto deberá 
ser transmitido a través de una emisora radial con alcance en Guerrero. Para la realización del mismo, el Estado 
cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.

251.  La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, atendiendo 
a sus especificidades de género y etnicidad. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños 
sufridos por las víctimas en el presente caso, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran. Para ello debe obtener 
el consentimiento de las víctimas brindando información previa, clara y suficiente. Los tratamientos deben 
ser provistos por el tiempo que sea necesario, y deben incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, 
transporte, intérprete y otros gastos que estén directamente relacionados y sean estrictamente necesarios. 

256.	 La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar y realizar el análisis forense. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado 
continúe con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado 
de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, 
los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la 
Salud antes indicados. 

267.	 En el presente caso la Corte destaca la importancia de implementar reparaciones que tengan un alcance 
comunitario y que permitan reintegrar a la víctima en su espacio vital y de identificación cultural, además 
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de reestablecer el tejido comunitario. Es por ello que este Tribunal considera pertinente como medida de 
reparación que el Estado facilite los recursos necesarios para que la comunidad indígena me’phaa de Barranca 
Tecoani establezca un centro comunitario, que se constituya como centro de la mujer, en el que se desarrollen 
actividades educativas en derechos humanos y derechos de la mujer, bajo responsabilidad y gestión de las 
mujeres de la comunidad, incluida la señora Fernández Ortega si así lo desea. El Estado debe facilitar que 
sus instituciones y organizaciones de la sociedad civil especializadas en derechos humanos y género brinden 
asistencia en las acciones de capacitación comunitaria, las cuales deberán adecuarse a la cosmovisión de la 
comunidad indígena.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

211.	 La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el reconocimiento parcial de 
responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación sexual de la señora Rosendo Cantú no ha 
sido conducida hasta el presente con la debida diligencia ni en el fuero adecuado y que por ello México ha 
violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, el Tribunal dispone 
que el Estado debe conducir eficazmente la investigación penal de los hechos del presente caso, para determinar 
las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley 
prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre 
investigaciones en este tipo de casos.

212.	 Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la averiguación previa 
que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la violación sexual de la señora Rosendo Cantú se 
mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, en caso de que se inicien nuevas causas 
penales por los hechos del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido funcionarios 
militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas ante la jurisdicción ordinaria y 
bajo ninguna circunstancia en el fuero militar.

213.	 La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, 
mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el 
deber de continuar proporcionando los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración 
de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

242.	 La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar y realizar el análisis forense. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado 
continúe con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado 
de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, los 
parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y las Directrices de la Organización Mundial de la Salud 
antes indicados. 

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

251.	 Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación y, en su caso, abrir el proceso 
penal correspondiente y, de ser pertinente, otros que correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de los vejámenes y privación de la vida de la niña María Isabel Veliz Franco, 
conforme a los lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos a los del 
presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de género, emprender líneas de investigación 
específicas respecto a violencia sexual, y posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los avances 
en la investigación, de conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada en el 
proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares 
y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Por último, deberá asegurarse 
que las personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad.

54

GÉNERO



Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

309.	 Tal como se ha dispuesto en otras oportunidades relacionadas con este tipo de casos, tanto la investigación como 
el proceso penal consiguiente deberán incluir una perspectiva de género, emprender líneas de investigación 
específicas respecto de la violencia sexual, a fin de evitar omisiones en la recolección de prueba, así como 
posibilitar a la víctima información sobre los avances en la investigación y proceso penal, de conformidad 
con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada durante la investigación y el juzgamiento en 
todas las etapas. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares 
y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Además, deberá asegurarse 
que las personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 
De igual modo, por tratarse de una violación grave de derechos humanos, ya que los actos de tortura fueron 
una práctica generalizada en el contexto del conflicto en el Perú, el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras 
como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra disposición análoga, la prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, 
para excusarse de esta obligación.

314.	 Por tanto, la Corte determina que el Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de 
salud especializadas y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento médico, psicológico o 
psiquiátrico que requiera Gladys Carol Espinoza Gonzáles, previo consentimiento informado y si así lo desea, 
incluida la provisión gratuita de medicamentos. Asimismo, el Estado deberá asegurar que los profesionales 
que sean asignados valoren debidamente las condiciones psicológicas y físicas de la víctima y tengan la 
experiencia y formación suficientes para tratar tanto los problemas de salud físicos que padezca como los 
traumas psicológicos ocasionados como resultado de los tratos crueles, inhumanos y degradantes, y la tortura 
que sufrió, la cual incluyó la violación sexual y otras formas de violencia sexual […]. Para tal efecto y dado que 
actualmente Gladys Espinoza se encuentre recluida, dichos profesionales deben tener acceso a los lugares en 
que se encuentra, así como se deben asegurar los traslados a las instituciones de salud que la víctima requiera. 
Posteriormente, los tratamientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a su 
lugar de residencia en el Perú por el tiempo que sea necesario. Lo anterior implica que Gladys Espinoza deberá 
recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debiera realizar para ser 
atendida en los hospitales públicos.

322.	 La Corte valora los esfuerzos del Estado para combatir la violencia por razón de género. Estos avances, en 
especial los judiciales, constituyen indicadores estructurales relacionados con la adopción de normas que, en 
principio, tienen como objetivo enfrentar la violencia y discriminación contra la mujer. Sin embargo, el Perú no 
aportó información a la Corte sobre la efectividad de las medidas adoptadas. De igual modo, es menester que se 
incluyan en los protocolos de investigación en el Perú los estándares establecidos en esta Sentencia. En virtud 
de lo anterior, la Corte ordena al Estado del Perú, en un plazo razonable, desarrollar protocolos de investigación 
para que los casos de tortura, violación sexual y otras formas de violencia sexual sean debidamente investigados 
y juzgados de conformidad con los estándares indicados en los párrafos 248, 249, 251, 252, 255 y 256 de esta 
Sentencia, los cuales se refieren a la recaudación de prueba en casos de tortura y violencia sexual, y en particular, 
a la recopilación de declaraciones y la realización de evaluaciones médicas y psicológicas.

331.	 En el presente caso, la Corte estableció que la práctica generalizada de la violación sexual y otras formas 
de violencia sexual fue utilizado como una estrategia de guerra y afectó principalmente a las mujeres en el 
marco del conflicto existente en el Perú entre 1980 y 2000 […]. Por ello, la Corte considera que el Estado debe 
implementar si no lo tuviere, en un plazo razonable, un mecanismo que permita a todas las mujeres víctimas 
de dichas violaciones que lo soliciten, tener acceso gratuito, a través de las instituciones públicas del Estado, a 
una rehabilitación especializada de carácter médico, psicológico y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de 
violaciones.

3.2. 	Políticas públicas /capacitación

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

502. 	 La Corte ha ordenado en otros casos normalizar, conforme a los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar, realizar el análisis forense y juzgar. El Tribunal estima que en el presente caso el Estado debe, en 
un plazo razonable, continuar con la estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministeriales 
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de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos 
que se relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de 
Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias 
y Sumarias de Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con 
base en una perspectiva de género. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años. 

541. 	 En consecuencia, sin perjuicio de la existencia de programas y capacitaciones dirigidas a funcionarios públicos 
encargados de la impartición de justicia en Ciudad Juárez, así como de cursos en materia de derechos humanos 
y género, el Tribunal ordena que el Estado continúe implementando programas y cursos permanentes de 
educación y capacitación en: i) derechos humanos y género; ii) perspectiva de género para la debida diligencia 
en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y 
homicidios de mujeres por razones de género, y iii) superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres. 

542. 	 Los programas y cursos estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, funcionarios encargados de la 
atención y asistencia legal a víctimas del delito y a cualquier funcionario público, tanto a nivel local como federal, 
que participe directa o indirectamente en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación. 
Dentro de dichos programas permanentes deberá hacerse una especial mención a la presente Sentencia y a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente, a los relativos a violencia por razones 
de género, entre ellos la Convención Belém do Pará y la CEDAW, tomando en cuenta cómo ciertas normas o 
prácticas en el derecho interno, sea intencionalmente o por sus resultados, tienen efectos discriminatorios en la 
vida cotidiana de las mujeres. Los programas deberán también incluir estudios sobre el Protocolo de Estambul 
y el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias 
de Naciones Unidas. El Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los 
cursos y capacitaciones. 

543. 	 Además, teniendo en cuenta la situación de discriminación en contra de la mujer reconocida por el Estado, 
es necesario que éste realice un programa de educación destinado a la población en general del estado de 
Chihuahua, con el fin de superar dicha situación. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe anual por 
tres años, en el que indique las acciones que se han realizado con tal fin. 

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

259. 	 La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de capacitación desarrollados por el 
Estado. Al respecto, considera que los mismos deben incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones 
previstas en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben 
poner énfasis en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, particularmente cuando pertenecen a 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas. 

260. 	 Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe implementando programas y cursos 
permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que 
incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales 
y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, de la Policía 
así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus funciones 
constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia. En el mismo sentido: Caso Rosendo 
Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2010, párr. 246.

277. 	 […] Sin embargo, los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual deben ser proporcionados 
por las instituciones indicadas por el Estado, entre otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través 
de la provisión de los recursos materiales y personales, cuyas actividades deben ser fortalecidas mediante las 
acciones de capacitación ordenadas en la presente Sentencia.

278. 	 Por último, la Corte observa que el diagnóstico realizado por la Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero 
aportado por México identificó, entre otras barreras institucionales que dificultan la atención a la violencia en 
zonas indígenas y rurales, la concentración de dichos servicios en ciudades y la dificultad de acceso y traslado 
a la sede de los servicios de atención. Dicho diagnóstico recomendó, entre otras medidas, desconcentrar los 
servicios e impulsar servicios itinerantes de sensibilización y de capacitación en detección y atención a la 
violencia y mejorar el acceso a servicios telefónicos para las comunidades indígenas de Guerrero, para permitir 
una mejor atención de las mujeres víctimas de violencia. La Corte entiende que la primera de las medidas 
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estaría siendo atendida con las unidades móviles informadas. Sin perjuicio de ello, la Corte valora dicho 
documento y estima útil indicar al Estado que analice la necesidad de avanzar en la implementación de esas 
dos recomendaciones en la zona donde ocurrieron los hechos del presente caso.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

245.	 La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de capacitación desarrollados por el 
Estado. Al respecto, considera que los mismos deben incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones 
previstas en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben 
poner énfasis en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, especialmente cuando pertenecen a 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas y los niños. 

260.	 En el presente caso, la Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo Cantú ha evidenciado la 
necesidad de fortalecer la atención y los centros de salud para el tratamiento de mujeres que hayan sufrido 
violencia. No obstante lo anterior, observa que existe un centro de salud en Caxitepec y los representantes 
no han provisto al Tribunal de información suficiente para que pueda considerar la necesidad de disponer 
la creación de un nuevo centro de salud. Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual 
pueden ser garantizados por el centro existente, el cual deberá ser fortalecido a través de la provisión de los 
recursos materiales y personales, incluyendo la disposición de traductores al idioma me’paa, así como mediante 
la utilización de un protocolo de actuación adecuado, lo anterior en el marco de la implementación de programas 
sobre atención a víctimas de violencia y a los esfuerzos en inversión para mejora de los servicios que el Estado 
indicó que ha venido realizando.

263.	 (...) Sin embargo, los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual deben ser proporcionados 
por las instituciones indicadas por el Estado, entre otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través 
de la provisión de los recursos materiales y personales, cuyas actividades deberán ser fortalecidas mediante las 
acciones de capacitación ordenadas en la presente Sentencia.

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012.

368.	 En el presente caso, el Estado ha reconocido y la Corte determinó que, en el marco del operativo militar en el 
que participó principalmente el BIRI Atlacatl, con apoyo de otras dependencias militares, incluida la Fuerza 
Aérea salvadoreña, se habían perpetrado masacres sucesivas en siete localidades del norte del Departamento de 
Morazán […]. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e impacto de la implementación 
de los programas de educación en derechos humanos en el seno de las fuerzas de seguridad es crucial para 
generar garantías de no repetición de hechos como los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en 
resultados de acción y prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba realizarse a 
través de indicadores adecuados.

369.	 En consecuencia, este Tribunal considera importante fortalecer las capacidades institucionales del Estado 
mediante la capacitación de los integrantes de la Fuerza Armada de la República de El Salvador sobre los 
principios y normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los cuales deben estar sometidas. 
Para ello, el Estado debe implementar, en un plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia y con la respectiva disposición presupuestaria, un programa o curso permanente y obligatorio sobre 
derechos humanos, incluyendo la perspectiva de género y niñez, dirigido a todos los niveles jerárquicos de la 
Fuerza Armada de la República de El Salvador. Como parte de esta formación, se deberá incluir la presente 
Sentencia y la jurisprudencia de la Corte Interamericana sobre graves violaciones a los derechos humanos.

Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012.

271.	 El Tribunal toma nota de los desarrollos llevados a cabo por el Estado en materia de programas y acciones de 
capacitación dirigidos a capacitar a funcionarios públicos. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ordena que el 
Estado continúe implementando programas y cursos permanentes de educación y capacitación en: i) derechos 
humanos, orientación sexual y no discriminación; ii) protección de los derechos de la comunidad LGBTI, y iii) 
discriminación, superación de estereotipos de género en contra de la población LGTBI. Los cursos deben estar 
dirigido a funcionarios públicos a nivel regional y nacional, y particularmente a funcionarios judiciales de todas 
las áreas y escalafones de la rama judicial.

57

GÉNERO



272.	 Dentro de dichos programas y cursos de capacitación deberá hacerse una especial mención a la presente 
Sentencia y a los diversos precedentes del corpus iuris de los derechos humanos relativos a la proscripción de 
la discriminación por orientación sexual y a la obligación de todas las autoridades y funcionarios de garantizar 
que todas las personas, sin discriminación por su orientación sexual, puedan gozar de todos y cada uno de los 
derechos establecidos en la Convención. Debe ponerse especial atención para este efecto, en normas o prácticas 
en el derecho interno que, sea intencionalmente o por sus resultados, pueden tener efectos discriminatorios en 
el ejercicio de derechos por personas pertenecientes a las minorías sexuales.

Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas Sentencia de 28 noviembre de 2012.

341.	 La Corte observa que el Estado no precisó los mecanismos de divulgación en salud reproductiva existentes. 
Por tanto, ordena que el Estado implemente programas y cursos permanentes de educación y capacitación en 
derechos humanos, derechos reproductivos y no discriminación, dirigidos a funcionarios judiciales de todas 
las áreas y escalafones de la rama judicial. Dentro de dichos programas y cursos de capacitación deberá hacerse 
una especial mención a la presente Sentencia y a los diversos precedentes del corpus iuris de los derechos 
humanos relativos a los derechos reproductivos y el principio de no discriminación.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

275.	 En lo que respecta a la implementación de programas de formación y capacitación para funcionarios estatales, 
la Corte dispone que el Estado debe, en un plazo razonable, implementar programas y cursos para funcionarios 
públicos pertenecientes al Poder Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional Civil que estén vinculados a la 
investigación de actos de homicidio de mujeres sobre estándares en materia de prevención, eventual sanción y 
erradicación de homicidios de mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación de la normativa pertinente en 
la materia.

276.	 En relación a garantizar un sistema de recopilación y producción de estadísticas confiable y accesible, el Tribunal 
toma en consideración que el artículo 20 de la Ley contra el Femicidio, contempla que el Instituto Nacional de 
Estadística está obligado a generar indicadores e información estadística, debiendo crear un Sistema Nacional 
de Información sobre Violencia contra la Mujer. En sus alegatos finales el Estado proporcionó la dirección de 
la página electrónica en la que puede consultarse dicho Sistema Nacional de Información: http://www.ine.gob.
gt/np/snvcm/index75, y la Corte ha constatado que el sitio contiene datos e información referente a la violencia 
contra la mujer en Guatemala. Considerando lo anterior, el Tribunal dispone que no es necesario ordenar la 
creación de un sistema de recopilación y producción de estadísticas.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

326.	 La Corte valora positivamente las medidas adoptadas por el Estado respecto a la formación en derechos 
humanos en diversas instituciones del Estado. Sin embargo, recuerda que la capacitación, como sistema de 
formación continua, se debe extender durante un lapso importante para cumplir sus objetivos. De igual modo 
y a la luz de la jurisprudencia de este Tribunal, advierte que una capacitación con perspectiva de género implica 
no solo un aprendizaje de las normas, sino debe generar que todos los funcionarios reconozcan la existencia de 
discriminación contra la mujer y las afectaciones que generan en éstas las ideas y valoraciones estereotipadas 
en lo que respecta al alcance y contenido de los derechos humanos.

331.	 En el presente caso, la Corte estableció que la práctica generalizada de la violación sexual y otras formas 
de violencia sexual fue utilizado como una estrategia de guerra y afectó principalmente a las mujeres en el 
marco del conflicto existente en el Perú entre 1980 y 2000 […]. Por ello, la Corte considera que el Estado debe 
implementar si no lo tuviere, en un plazo razonable, un mecanismo que permita a todas las mujeres víctimas 
de dichas violaciones que lo soliciten, tener acceso gratuito, a través de las instituciones públicas del Estado, a 
una rehabilitación especializada de carácter médico, psicológico y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de 
violaciones.

75	 El Tribunal comprobó que, al momento de presentar el Estado sus alegatos finales escritos […], dicha página electrónica efectivamente funcionaba y 
contenía los datos señalados. La Corte no ha podido comprobar el funcionamiento de la página electrónica al momento de la emisión de la presente 
Sentencia.
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